
ANEXO I

ORDENANZAS, LEYES, DECRETOS-ORDENANZAS Y DECRETOS DE

NECESIDAD Y URGENCIA DE CARÁCTER GENERAL Y PERMANENTE

RAMA: SEGURIDAD, VIGILANCIA Y
POLICÍA METROPOLITANA

LETRA: “Q”



ORDENANZA Q - Nº 1.991

Artículo 1º.- Prohíbese la tenencia de animales, aunque sean domesticados, que constituyan un

peligro actual para la salud o la seguridad pública. La determinación de los animales que puedan

constituir un peligro para la salud pública se hará por decreto del Departamento Ejecutivo.

Artículo 2º.- Exceptúanse la tenencia con fines de estudio o propósito científico; la de los animales

utilizados en exhibiciones públicas y los destinados al comercio, en cuyo caso los poseedores se

ajustarán a las disposiciones que les sean pertinentes y a la reglamentación que dicte el

Departamento Ejecutivo.

Artículo 3º.- Para justificar el propósito de estudio o científico a que se alude, el interesado deberá

exhibir diplomas profesionales, trabajos científicos ya ejecutados o en ejecución que legitimen la

tenencia del animal, o en su defecto rendir una información en la que solo se admitirá como

testigos, personas que reúnan aquellas condiciones.

Artículo 4º - El incumplimiento de las disposiciones de la misma será penado con las sanciones

previstas en el Régimen de Penalidades #.

Observaciones Generales:
1. El Estado de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es sucesor de los derechos y obligaciones

legítimas de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, y del Estado Nacional en las

competencias, poderes y atribuciones que se le transfieren por los artículos 129 y

concordantes de la Constitución Nacional y de la ley de garantía de los intereses del Estado

Federal, como toda otra que se le transfiera en el futuro (Artículo 7° de la Constitución de la

Ciudad Autónoma de Buenos Aires).

2. # La presente norma contiene remisiones externas #



ORDENANZA Q – Nº 47.693

Artículo 1º - Establécese que todos los establecimientos hospitalarios y escolares dependientes de

la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, deberán disponer de un rol de incendio y

evacuación efectuándose periódicamente las prácticas que permitan su aplicación fluida ante

circunstancias que así lo requieran.

Artículo 2º - Dicho rol debe ser conocido en forma general por todos los integrantes del personal y

de modo individual, en relación a la tarea asignada a cada uno frente a un siniestro.

Artículo 3º - En fechas prefijadas se realizarán simulacros que permitan conocer el grado de

adiestramiento individual y la eficacia de la coordinación del conjunto a fin de efectuar eventuales

correcciones.

Artículo 4º - En los establecimientos hospitalarios los simulacros que se realicen deberán ser

programados de tal forma que no involucren a los pacientes internados.

Artículo 5º - El Departamento ejecutivo, con la intervención de la Secretaría de Salud, la Secretaría

de Educación, la Dirección de Defensa Civil y el Departamento de Bomberos de la Policía Federal,

diseñará un modelo aplicable a los mencionados establecimientos y se ocupará de controlar la

realización de las prácticas periódicas de entrenamiento que aseguren su eficacia.

Observaciones generales:
1. El Estado de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es sucesor de los derechos y obligaciones

legítimas de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, y del Estado Nacional en las

competencias, poderes y atribuciones que se le transfieren por los artículos 129 y

concordantes de la Constitución Nacional y de la ley de garantía de los intereses del Estado

Federal, como toda otra que se le transfiera en el futuro (Artículo 7° de la Constitución de la

Ciudad Autónoma de Buenos Aires).

2. Se deja constancia que las referencias al/los organismos consignados se refieren al/los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.



ORDENANZA Q - Nº 52.290

Artículo 1°.- Créanse áreas con centro en los estadios de fútbol de la Ciudad de Buenos Aires cuyo

radio será de 500 (quinientos) metros alrededor de cada uno de ellos, denominadas "Zonas de

Seguridad Urbana".

Artículo 2°.- En caso de realizarse eventos multitudinarios en otro tipo de estadios, éstos deberán

también considerarse para la creación de Zonas de Seguridad Urbana.

Artículo 3°.- Las Zonas de Seguridad Urbana serán delimitadas y señalizadas para su correcta

individualización.

Artículo 4°.- El Poder Ejecutivo, en toda la extensión de las Zonas de Seguridad Urbana creada por

el artículo primero, procederá a reforzar el sistema lumínico con líneas complementarias.

Dichas líneas funcionarán exclusivamente desde tres horas antes del comienzo del evento a

realizarse en el estadio hasta dos horas después de finalizado el mismo, siempre que éste se

produzca en horarios de baja luminosidad natural.

Asimismo, en la Zona de Seguridad Urbana, deberá mantener en perfectas condiciones las veredas

y calzadas, evitando la acumulación de piedras, resto de baldosas, o cualquier otro material que

pueda ser utilizado como elemento de agresión.

Artículo 5°.- Queda prohibido el ingreso a las Zonas de Seguridad Urbana de personas que porten

elementos que, por sus características, puedan ser utilizados para generar hechos de violencia, los

días en que se realice algún evento.

Artículo 6º.- Los gastos que demande el cumplimiento de la presente serán imputados en la partida

correspondiente en el presupuesto en vigor.



LEY Q - N° 302

Artículo 1° - Establécese un sistema de inspección periódica de todos los juegos infantiles

instalados en los espacios verdes de la Ciudad.

Artículo 2° - El funcionario encargado de realizar la inspección, deberá labrar un acta, la que servirá

de informe a la Autoridad de Aplicación. La misma será transcripta en un libro habilitado a tal fin, el

que estará a cargo del funcionario que designe la Autoridad de Aplicación.

Artículo 3° - En caso de encontrarse anormalidades o desperfectos en el estado de los juegos

infantiles, que generen riesgo, el funcionario estará habilitado a clausurar preventivamente los

mismos hasta su reparación definitiva. La Autoridad de Aplicación deberá reparar dichos juegos en

un plazo no mayor a 48 (cuarenta y ocho) horas a partir del día de la inspección.

Aquellos juegos infantiles, cuyo desperfecto no amerite la clausura, serán reparados dentro de los

diez (10) días a partir de la inspección.



LEY Q - Nº 344

Artículo 1º - La Ciudad Autónoma de Buenos Aires se adhiere en todos sus términos a la ley

Nacional 24.059 # de Seguridad Interior.

Artículo 2º - Créase el Consejo Metropolitano de Complementación para la Seguridad Interior

contemplado en la ley nacional 24.059 # de Seguridad Interior. El mismo tendrá como funciones:

a) Elaborar los planes de acción para actividades y operaciones policiales conjuntas tanto

ordinarias como aquellas resultantes de la puesta en práctica del Sistema de Seguridad

Interior ante una situación de crisis en las que se manifestasen algunos de los supuestos

establecidos en el artículo 23 de la ley Nacional 24.059 # de Seguridad Interior, cuando ello

tuviere relación con la seguridad pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

b) Proponer mecanismos de coordinación en relación con las actividades desarrolladas por el

Consejo de Seguridad Interior y eventualmente con el Comité de Crisis previsto por la ley

Nacional 24.059 # de Seguridad Interior.

c) Entender en la formulación de los convenios con la Nación y/o con las Provincias relativos al

intercambio de información y análisis y a la provisión de equipamiento en materia de

comunicaciones, móviles, armamentos y soportes logísticos en general.

Artículo 3º - El Consejo Metropolitano de Complementación para la Seguridad Interior estará

integrado por los miembros del Consejo de Seguridad y Prevención del Delito.

Invitándose a participar en el Consejo Metropolitano de Complementación para la Seguridad

Interior a las máximas autoridades destinadas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de la :

1) Policía Federal Argentina;

2) Gendarmería Nacional;

3) Prefectura Naval Argentina.

A sus reuniones, con fines de asesoramiento, se podrá invitar a participar a cualquier titular de

reparticiones públicas nacionales, provinciales y/o municipales o personas ajenas al ámbito estatal,

siempre que se consideren de utilidad los aportes que puedan efectuar al conocimiento de un tema

de interés.

Observaciones Generales:
1. # La presente Norma contiene remisiones externas #

2. Se deja constancia que las referencias al/los organismos consignados se refieren al/los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.



LEY Q - N° 717

Artículo 1º- Apruébase el "Convenio de Adhesión del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires al Plan Nacional de Prevención del Delito Urbano" suscripto entre el Ministerio del Interior de

la Nación y el Ministerio de Justicia y de Derechos Humanos de la Nación y el Gobierno de la

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con fecha 2 de Noviembre de 2000, el que como Anexo A

forma parte integrante de la presente ley.-



ANEXO A
LEY Q - Nº 717

CONVENIO DE ADHESIÓN DEL GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

AL PLAN NACIONAL DE PREVENCIÓN DE DELITO URBANO

Entre los Ministerios del Interior y de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, representados por

sus titulares, Dr. Federico T. M. Storani y Dr. Jorge De la Rúa, respectivamente, por una parte; y el

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, representado por el señor Jefe de Gobierno, Dr. Aníbal

Ibarra por la otra; y visto el "Plan Nacional de Prevención del Delito Urbano" elaborado por los

Ministerios del Interior y de Justicia y Derechos Humanos y aprobado por Resolución

Interministerial con fecha 15 de agosto de 2000 # , y de acuerdo a lo establecido en el punto

segundo del referido Plan y en los considerandos de la Resolución Interministerial, se conviene la

participación del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en el programa contenido en

os documentos arriba indicados, todo ello con el objetivo de reducir los delitos callejeros y la

sensación de inseguridad frente a este tipo de ilícitos, fomentando la participación activa de la

ciudadanía en la prevención, para lo cual, formalizan el presente Convenio de Adhesión, que

quedará sujeto a las siguientes cláusulas:

Primera: El Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires adhiere por la presente en todos sus

términos al Plan Nacional de Prevención del Delito Urbano elaborado por los Ministerios del Interior

y de Justicia y Derechos Humanos de la Nación y celebran el presente convenio en el marco de las

directivas pautadas por el artículo 8° de la Resolución Interministerial del 15 de agosto de 2000 #

(Resolución N° 56 del Ministerio del Interior # y Resolución N° 768 del Ministerio de Justicia y

Derechos Humanos #).

Segunda: El Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se compromete a desarrollar,

conjuntamente con las Autoridades Nacionales del citado Plan, en el ámbito geográfico de su

competencia, las instancias y acciones que el Plan determina para el mejor logro de los objetivos

propuestos.

Tercera: Ambas partes se comprometen a crear las estructuras administrativas, técnicas y

operativas necesarias para la coordinación y ejecución de las acciones y actividades que el Plan

determina, así como a la cooperación conjunta e intercambio de experiencias ya acumuladas en

materia de prevención del delito.



Cuarta: Los Ministerios del Interior y Justicia y Derechos Humanos se comprometen a colaborar en

la capacitación de los Operadores Locales del Plan, así como en aquélla que corresponda a los

integrantes de la Unidad Técnica Local, en el monitoreo, seguimiento y evaluación del desarrollo de

las actividades en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, y en la articulación y cooperación con

otros actores gubernamentales.

Quinta: En toda circunstancia o hecho que tenga relación con este Convenio, las partes

mantendrán la individualidad y autonomía de sus respectivas estructuras técnicas y administrativas

y, asumirán particularmente, por lo tanto, las consiguientes responsabilidades.

Sexta: El presente convenio es suscripto por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,

sujeto a la aprobación de la Legislatura de la C.A.B.A., conforme a lo que prescripto en el Art. 80 de

la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires #.

En prueba de conformidad, se formaliza el presente convenio en tres  (3) ejemplares y a un solo

efecto, a los 2 días del mes de noviembre de 2000. IBARRA (por G.C.A.B.A.) - Storani (por

Ministerio del Interior de la Nación) - de la Rúa (por Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de

la Nación).

Observaciones Generales:
1. # La presente Norma contiene remisiones externas #

2. Se deja constancia que las referencias a los organismos consignados se refieren a los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieran sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.



LEY Q - Nº 1.240

CAPÍTULO I

GENERALIDADES

Artículo 1°.- La presente Ley regula la organización y funcionamiento de las Entidades de

Bomberos Voluntarios y su Reglamentación Operativa.

Artículo 2°.- Las Entidades de Bomberos Voluntarios tienen por misión el rescate, salvamento,

auxilio y protección de personas y bienes en caso de incendio, accidente u otro siniestro de origen

natural o intencional, como igualmente de tareas tendientes a la prevención de los mismos y toda

otra tarea que hacen a una mejor calidad de vida de los vecinos.

Artículo 3°.- Reconócese el carácter de servicio público a las actividades sin fines de lucro de las

Entidades de Bomberos Voluntarios en todo el ámbito de la ciudad.

Artículo 4°.- Dentro de la zona operativa los Bomberos Voluntarios intervendrán sin que medie

requerimiento, en los casos que hacen a su misión. Podrán intervenir fuera de su zona cuando

medie requerimiento de otras Entidades de Bomberos Voluntarios, o autoridad pública competente.

Artículo 5°.- Las Entidades de Bomberos Voluntarios serán supervisadas en todo lo atinente a los

aspectos legales de su conformación por la Inspección General de Justicia de la Nación y en los

aspectos vinculados con las actividades propias para las que fueron creadas y la administración del

subsidio establecido por esta Ley, por la Dirección General de Emergencias Sociales y Defensa

Civil del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según se reglamente en el Decreto

Reglamentario de la presente Ley.

CAPITULO II

DE LAS ENTIDADES DE BOMBEROS VOLUNTARIOS DE 1° GRADO

Artículo 6°.- Las Entidades de Bomberos Voluntarios deberán constituirse como personas jurídicas

de bien público sin fines de lucro.

a. La autorización de su funcionamiento como así también de sus destacamentos será

otorgada por la Dirección General de Emergencias Sociales y Defensa Civil de la Ciudad Autónoma

de Buenos Aires, fundada en la necesidad de brindar servicio al sector de la Ciudad donde tal

organización se inserte. Dicha autorización deberá contar con dictámenes vinculantes previos del



organismo oficial profesional a cargo del servicio contra incendio y salvamento, y del organismo

financiero correspondiente de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

b. La Dirección General de Emergencias Sociales y Defensa Civil podrá intervenir una Entidad,

por la vía legal y administrativa respectiva, en caso de que se comprueben anomalías e

irregularidades que desvirtúen el propósito de la creación de dicha Entidad.

c. La Dirección General de Emergencias Sociales y Defensa Civil del Gobierno de la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires podrá suspender o revocar la autorización de funcionamiento cuando

se den los supuestos previstos en la ley de marras #.

Artículo 7°.- La denominación de las Entidades de Bomberos Voluntarios será las del barrio o zona

donde tenga su asiento la Estación Central, con el aditamento del número correspondiente al orden

de antigüedad a contar de su fundación de las Entidades de Bomberos Voluntarios de la Ciudad.

Artículo 8°.- Una vez que la Dirección General de Emergencias Sociales y Defensa Civil apruebe la

formación de una entidad, otorgará jurisdicción territorial a la misma según necesidades del servicio

y el potencial de la entidad para dar satisfacción a aquellas.

a. La jurisdicción territorial podrá ser modificada por la Dirección General de Emergencias

Sociales y Defensa Civil por propia iniciativa o a requerimiento de la entidad cuando se produzcan

cambios significativos en las condiciones consideradas para otorgar dicha jurisdicción, las cuales

se reglamentarán conforme la presente normativa, previo dictamen vinculante del organismo oficial

profesional a cargo del servicio.

b. Tanto la asignación de la jurisdicción como las modificaciones que pueda sufrir la misma,

serán comunicadas a la entidad de segundo Grado a la que la entidad estuviera afiliada.

Artículo 9°.- Dentro de su área geográfica de servicios (o jurisdicción territorial), podrá disponer de

uno o más Destacamentos previa autorización de la Dirección General de Emergencias Sociales y

Defensa Civil, según opinión fundada en lo reglamentado por el texto ordenado de la presente Ley,

dependiendo su organización, funcionamiento, sostenimiento y dirección de la Estación Central. La

denominación de las mismas será la de la zona o barrio donde éstas tengan su asiento

conservando el número de identificación de la Entidad.

Artículo 10.- Las Entidades de Bomberos Voluntarios existentes a la fecha de vigencia de la

presente continuarán prestando sus actuales servicios.

La Dirección General de Emergencias Sociales y Defensa Civil, dentro de los 60 días corridos de

publicado el Decreto Reglamentario de la presente, asignará jurisdicción territorial a las mismas,

según lo facultado por el Artículo 8° de la presente norma y lo que se reglamente conforme la

presente Ley.



Artículo 11.- Los servicios prestados por el área operativa de las Entidades en cumplimiento de lo

indicado en el Art. 2° serán gratuitos.

Artículo 12.- El patrimonio de las Entidades de Bomberos Voluntarios se constituirá con los bienes

materiales y equipos obtenidos con el aporte de los asociados y/o terceros, donaciones, legados,

subvenciones, subsidios de cualquier origen y mediante la realización de actividades tendientes a

ampliar dicho patrimonio.

Artículo 13.- Las entidades de Bomberos Voluntarios estarán exentas de impuestos, tasas,

contribuciones y sellados de la Ciudad, como así también del pago de tarifas de servicios públicos

prestados por la Ciudad.

Artículo 14.- Incorpórese en carácter de adherente a la obra social del Gobierno de la Ciudad a los

integrantes de las Entidades de Bomberos Voluntarios a los efectos de la cobertura

correspondiente.

Artículo 15.- La condición de bombero voluntario no puede ser considerada incompatible con

ninguna otra actividad.

Artículo 16.- La actividad de bombero voluntario debe ser considerada por su empleador tanto

público como privado, como una carga pública, eximiendo al bombero voluntario de todo perjuicio

económico, laboral o conceptual, que se derivan de su inasistencia o llegadas tarde en

cumplimiento de su misión.

Artículo 17.- Incorpórese a los integrantes del servicio activo de las Entidades de Bomberos

Voluntarios o que hayan logrado el subsidio mensual y vitalicio descripto en el Artículo 39 de la

presente norma, a la Ley 341# (L.C.A.B.A.) en su Art. 3° como inciso c y en su Art. 6° como inciso j.

Artículo 18.- Las Entidades de Bomberos Voluntarios tendrán prioridad ante el Gobierno de la

Ciudad de Buenos Aires para cuando se requiera personal en relación laboral para cumplir tareas

afines a su función de acuerdo a lo indicado en su Art. 2°. Dicho personal deberá contar con Título

habilitante expedido por la Academia de Bomberos que se cree en concordancia con lo dispuesto

en el Artículo 23, inciso d) de la presente Ley.

Artículo 19.- Dentro de los límites de áreas geográfica autorizada a una Asociación de Bomberos

Voluntarios no podrán formarse otras, salvo lo dispuesto en el Art. 6° Inc. a) de esta Ley.



Artículo 20.- Todos los integrantes de Bomberos Voluntarios que formen parte del órgano

dirigencial u operativo desempeñarán sus funciones específicas ad honorem.

Artículo 21.- En caso de disolución de una entidad de Bomberos Voluntarios, se dispondrá de su

patrimonio físico, tanto mueble como inmueble, según disponga la Ley de Entidades Civiles.

CAPITULO III

DE LAS ENTIDADES DE SEGUNDO GRADO

Artículo 22.- Las Entidades reguladas por la presente Ley y normas complementarias y

concordantes podrán afiliarse a Entidades de Segundo Grado.

a. Las Entidades de Segundo Grado deberán estar constituidas en un todo de acuerdo con lo

previsto en la legislación vigente y deberán estar inscriptas en la Inspección General de Justicia de

la Nación.

b. El Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires reconocerá como única Entidad de

Segundo Grado interlocutora del mismo a aquella que demuestre como afiliadas a, por lo menos, el

51% (cincuenta y un por ciento) de las entidades de primer grado existentes en dicha Ciudad.

c. Dicho reconocimiento será otorgado mediante Resolución de la Subsecretaría de Logística y

Emergencias, a solicitud de la Entidad de Segundo Grado interesada y que cumpla con lo normado

en el inciso B) del presente artículo y podrá ser modificado cuando la Entidad de Segundo Grado

deje de cumplir con una o más de las condiciones referidas.

Artículo 23.- La Entidad de Segundo Grado tendrá las siguientes funciones: a) coordinar las

actividades de las Entidades de Bomberos Voluntarios en lo concerniente al cumplimiento de sus

fines; b) gestionar ante la Dirección General de Emergencias Sociales y Defensa Civil del Gobierno

de la Ciudad de Buenos Aires la creación de Entidades de Bomberos Voluntarios y proporcionar

ayuda y asesoramiento a las que estén en formación; c) Gestionar ante el Gobierno de la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires la obtención de franquicias y beneficios, así como representar a sus

afiliados en todo lo concerniente a las gestiones a realizarse ante las autoridades nacionales en

temas que sean de interés por su actividad específica; d) organizar la creación de la Academia de

Bomberos Voluntarios de Ciudad; e) contribuir a la supervisión de las funciones y actividades de las

Entidades legalmente constituidas y denunciar ante la autoridad de aplicación cualquier anomalía o

irregularidad; intervenir en la confección de la reglamentación dirigencial y operativa de las

Entidades de Bomberos Voluntarios como asimismo en sus eventuales modificaciones.



Artículo 24.- El patrimonio de la Entidad de Segundo Grado se constituirá con el aporte de las

Entidades Asociadas, donaciones, subvenciones, subsidios y con el producido de cualquier

actividad lícita que realicen.

Artículo 25.- En caso de disolución de la Entidad de Segundo Grado se procederá de conformidad

con lo establecido por el Artículo 21º de la presente Ley.

Artículo 26.- La Entidad de Segundo Grado podrá formar parte de Entidades de 3° grado a nivel

Nacional.

Artículo 27.- La Entidad podrá realizar convenios con iguales de otras Ciudades del exterior del

país de acuerdo a lo normado en la materia por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.

CAPITULO IV

DEL CUERPO OPERATIVO

Artículo 28.- El Cuerpo Operativo es elemento fundamental y básico para el cumplimiento de la

misión de las Entidades de Bomberos Voluntarios.

Artículo 29.- Es misión del cuerpo operativo: a) prevención y extinción de incendios; b) rescate y

salvamento de personas y bienes; c) conservación de materiales y equipos para salvamento y

contra incendio; d) información y educación de la comunidad sobre el servicio que les incumbe; e)

intervención en toda acción que haga a su misión de acuerdo al Art. 2° de la presente Ley.

Artículo 30.- El "Reglamento de Servicio para Bomberos Voluntarios " deberá normar, como

mínimo, los siguientes aspectos: a) régimen de ingresos, retiros, bajas y reserva; b) deberes y

atribuciones del personal del Cuerpo Activo, Auxiliar y Reserva ; c) organización del Cuerpo Activo,

Auxiliar y Reserva de Bomberos; d) escalafón jerárquico; e) calificaciones y ascensos; f) régimen

disciplinario; g) retribuciones extraordinarias, viáticos, licencias y enfermedades; h) régimen de

beneficios sociales; i) régimen de uniformes; j) sistema de capacitación.

Artículo 31.- Los grados y uniformes del personal integrante del Cuerpo Operativo deberá

diferenciarse de los asignados al personal de las Fuerzas Armadas, de Seguridad, Policiales o de

otros organismos estatales.

Artículo 32.- Para ser miembro del Cuerpo Operativo deberá reunirse los siguientes requisitos: a)

haber cumplido 18 (dieciocho) años de edad; b) contar con instrucción básica y obligatoria de



acuerdo a lo normado por la Secretaría de Educación y la Dirección de Defensa Civil del Gobierno

de la Ciudad; c) acreditar buena conducta a través del certificado emitido por Registro Nacional de

Reincidencia y Estadística Criminal; d) cumplir con lo normado en la reglamentación pertinente; e)

residir dentro de los límites de la ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 33.- Los Jefes y segundos Jefes de los Cuerpos Operativos serán designados por el

Órgano Directivo de cada Entidad, conforme a las exigencias establecidas por esta Ley, su Decreto

Reglamentario y "El Reglamento de Servicio para Bomberos Voluntarios".

Artículo 34.- Las Entidades de Bomberos Voluntarios podrán contar con secciones de aspirantes,

cadetes e infantiles.

Artículo 35.- Los integrantes del servicio activo no recibirán ningún tipo de retribución por los

servicios prestados en tal carácter. Con la debida justificación podrán percibir viáticos y

compensaciones de gasto por actos de servicio.

Artículo 36.- En caso de actuaciones simultáneas con otras Entidades de bomberos voluntarios

asumirá el mando de las dotaciones el Jefe más antiguo. Si la actividad conjunta se realizara con

Bomberos Oficiales asumirá el mando el Oficial a cargo de la dotación representativa de estos

últimos.

CAPITULO V

SUBSIDIO DE LA CIUDAD

Artículo 37.-Sin perjuicio de los subsidios y/o asignaciones que pudieran corresponderle en el

orden Nacional, acuérdase a las entidades de Bomberos Voluntarios constituidas en la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires y a la Entidad de segundo Grado oficialmente reconocida según los

términos del Art. 23°, incisos a), b) y c) de la presente Ley, un subsidio cuyo monto total será

determinado por el Poder Ejecutivo de la Ciudad.

Artículo 38.- El monto de lo producido será distribuido a ejercicio vencido por la Dirección General

de Emergencias Sociales y Defensa Civil de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, previa

Resolución de pago emitida por la Subsecretaría de Logística y Emergencias o del organismo del

Gobierno que la reemplace, de la siguiente forma: a) un 5% ( cinco por ciento) a la Dirección de

Emergencias Sociales y Defensa Civil a efectos de solventar los gastos que demande la

instrumentación de la presente Ley y su Decreto Reglamentario, b) un 15% a la Entidad de

segundo Grado reconocida en los términos del Art. 23, incisos a), b) y c) de la presente, a efectos



de solventar sus gastos de funcionamiento y organización de la Academia de Bomberos

Voluntarios; c) del 80% (ochenta por ciento) restante, un 25% ( veinticinco por ciento) se asignará a

cada una de las Entidades de primer grado y el 75% ( setenta y cinco por ciento) restante se

distribuirá entre ellas en forma directamente proporcional a la cantidad de unidades en servicio,

composición del Cuerpo Activo, superficie de la jurisdicción territorial asignada, cantidad de

habitantes de la misma según datos del censo vigente para cada Ejercicio Fiscal y cantidad anual

de servicios prestados a la comunidad.

CAPITULO VI

SUBSIDIO MENSUAL Y VITALICIO

Artículo 39 - Otórgase un subsidio mensual y vitalicio equivalente al haber correspondiente al

Agrupamiento: Servicios Sociales e Institucionales -Tramo: A Nivel: 08, asignación básica, del

personal de planta permanente, a las personas que acrediten treinta (30) años de servicios

continuos o alternados en los Cuerpos de Bomberos Voluntarios de la Ciudad Autónoma de

Buenos Aires.

Artículo 40 - A los efectos de establecer quiénes integrarán la nómina de subsidios a otorgarse

anualmente se dará prioridad al personal de mayor edad y en su defecto al que acredite más años

de servicio.

Artículo 41 - En caso de fallecimiento de quien sea el titular de un subsidio su cónyuge supérstite, o

a la concubina/o que acredite por lo menos 5 años de convivencia, o sus hijos menores de 18 años,

o discapacitados, tendrán derecho en ese orden a una asignación equivalente al 50% del monto del

subsidio.

Observaciones Generales:
1. # La presente Norma contiene remisiones externas #

2. Se deja constancia que las referencias a los organismos consignados se refieren a los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieran sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.

3. Se deja constancia que en el art. 23 la letra “ f ” del inciso que lo identifica fue reemplazada

por la letra “e” para el correcto ordenamiento del texto.



LEY Q - N° 1.346

TÍTULO I

CAPÍTULO ÚNICO

PLAN DE EVACUACIÓN Y SIMULACROS EN CASO DE INCENDIO, EXPLOSIÓN O

ADVERTENCIA DE EXPLOSIÓN

Artículo 1º.- Créase el Plan de Evacuación y Simulacro en casos de incendio, explosión o

advertencia de explosión, obrando el mismo en el Anexo A que forma parte de la presente Ley.

Artículo 2º.- El Plan será de aplicación obligatoria en edificios, tanto del ámbito público como del

ámbito privado, de oficinas, escuelas, hospitales y en todos aquellos edificios con atención al

público, adecuándolo a las características propias del inmueble su destino y de las personas que lo

utilicen siendo de aplicación voluntaria en los edificios de vivienda.

Artículo 3º.- Los simulacros considerados en el Plan serán realizados al menos dos (2) veces al

año.

TÍTULO II

PRÁCTICAS DE SIMULACROS PARA LA ACTUACIÓN EN CASOS DE GRAVE RIESGO,

EMERGENCIA Y CATÁSTROFE

CAPÍTULO I

NORMAS GENERALES

Artículo 4°.-Objetivo-. El presente título tiene como objetivo generar, en los organismos y

autoridades competentes en los casos de grave riesgo, emergencia y catástrofe una respuesta

automática que facilite su actuación frente a la presencia real de dichas situaciones.

Artículo 5°.-Sujetos Activos-. Todos los organismos y autoridades competentes en los casos de

grave riesgo, emergencia y catástrofe, deberán efectuar en forma conjunta prácticas de simulacros.

Asimismo la autoridad de la presente ley coordina con las reparticiones nacionales y provinciales,

organismos no gubernamentales, empresas de servicios públicos y organismos privados

relacionados con la atención de la emergencia, para la realización de las prácticas de simulacros.



Artículo 6°.-Autoridad de aplicación-. La autoridad de aplicación de la presente ley es la Dirección

General de Defensa Civil, dependiente del Ministerio de Gobierno de la Ciudad Autónoma de

Buenos Aires o el organismo que en el futuro lo reemplace.

CAPÍTULO II

DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 7°.-Funciones-. La Dirección General de Defensa Civil debe organizar, planificar, coordinar

y evaluar la realización de las prácticas de simulacros. Asimismo deberá definir la/las Hipótesis de

Riesgo y los organismos y autoridades que deberán intervenir en la realización de las prácticas.

Artículo 8°.-Informe-. Dentro de los treinta (30) días de realizado el simulacro, la Dirección General

de Defensa Civil debe elaborar un informe con los resultados del mismo, señalando:

1. La/las Hipótesis de Riesgo que se hayan simulado. El desempeño de cada uno de los

organismos y autoridades que hayan intervenido. Los incidentes que se hayan presentado. Los

tiempos reales obtenidos.

2. Conclusiones correctivas a los fines de mejorar las sucesivas prácticas de simulacro.

Artículo 9°.-Correcciones-. A los efectos de lo expresado en el artículo anterior, la planificación de

las sucesivas prácticas de simulacros correspondientes a una misma Hipótesis de Riesgo, deben

ser ejecutadas teniendo en cuenta las dificultades presentadas anteriormente.

Artículo 10.-Elevación-. La Dirección General de Defensa Civil debe elevar el informe a las

autoridades del Ministerio de Gobierno y al Jefe de Gobierno, así como también comunicar sus

resultados a los organismos y autoridades intervinientes.

CAPÍTULO III

DE LAS PRÁCTICAS DE SIMULACROS

Artículo 11.-Contenidos-. A los efectos del presente título, las prácticas de simulacros deben

desarrollarse sobre cada uno de los riesgos susceptibles a presentarse según lo indique la

autoridad de aplicación.

Artículo 12.-Plazos-. Durante cada año deben ejercitarse todas las prácticas de simulacros

previstas en el artículo anterior, con una periodicidad no menor a sesenta (60) días corridos.



Artículo 13.-Acciones-. Las prácticas de simulacros deben, en caso de ser necesario, prever

algunas de las siguientes acciones:

a. Formación de un Centro de Operaciones de Emergencias (COE) para la toma de

decisiones. Manejo de las comunicaciones. Análisis rápido de la situación de desastre. Puesta en

marcha del plan y las acciones que las mismas conllevan según la hipótesis de riesgo sobre la que

se esté trabajando. Trabajo en punto de impacto, zona de impacto y área de influencia por parte de

los organismos que sean necesarios. Puesta en marcha de los planes específicos por parte de los

organismos y autoridades que intervengan en la emergencia. Formación del vallado perimetral.

Formación del puesto de avanzada.

b. Distribución y jerarquización de roles.

CAPÍTULO IV

DE LOS ORGANISMOS Y AUTORIDADES COMPETENTES EN LOS CASOS DE GRAVE

RIESGO, EMERGENCIA, CATÁSTROFE O CALAMIDAD PÚBLICA.

Artículo 14.-Informe-. Dentro de los quince (15) días de realizadas las prácticas de simulacros todos

los organismos y autoridades competentes en los casos de grave riesgo, emergencia y catástrofe

que hayan intervenido en la misma, deben elevar un informe a la Dirección General de Defensa

Civil, analizando los resultados del mismo.

Artículo 15.-Contenido-. El informe debe contener:

1. La/las Hipótesis de Riesgo que se hayan simulado.

2. El desempeño de los organismos y autoridades que hayan intervenido.

3. Los incidentes que se hayan presentado.

4. Los tiempos reales obtenidos.

5. Las causas que hayan podido dificultar el desarrollo del simulacro.

6. Las eventuales modificaciones a sus planes de emergencia para un mejor desempeño.

Artículo 16.-Planes de Emergencia-. En caso de ser necesario efectuar modificaciones y/o

actualizaciones de los planes de emergencia de los organismos y autoridades intervinientes, éstas

deberán ser aprobadas por el Consejo de Emergencia o por el que en el futuro lo reemplace.

Artículo 17.-Continuación de la actividad-. Durante las prácticas de simulacros, los organismos y

autoridades intervinientes deberán garantizar la continuación ininterrumpida de sus funciones

ordinarias.



ANEXO A
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1.-Organización-

1.1 -Grupo Director-

El Plan de Evacuación y Simulacro se iniciará con la formación del Grupo Director de la

evacuación.

El mismo estará formado por un Director de Evacuación, un Jefe Técnico y un Jefe de Seguridad,

contando con personal alternativo en el caso que se produjera una vacante o una ausencia en

dichos cargos.

Al conocerse la señal de alarma, el Director se dirigirá al sitio destinado como base para dirigir la

evacuación, situado en la planta baja del edificio, y solicitará la información correspondiente al piso

donde se inició el siniestro.

Acto seguido, se procederá al toque de alarma general para el piso en emergencia y todos sus

superiores. El Jefe de Seguridad dará aviso al Cuerpo de Bomberos y al Servicio Médico de

Emergencia, una vez confirmada la alarma, en tanto que el Jefe Técnico dará corte a los servicios

del edificio, tales como ascensores, gas y sistemas de acondicionamiento de aire, del sector en

cuestión, procediendo a la evacuación del piso siniestrado y sus superiores. Luego se procederá a

evacuar los pisos restantes.

En caso de traslado de accidentados, deberá disponerse el acompañamiento de personal auxiliar.

1.2 -Grupo de Emergencia-

El Grupo de Emergencia participará en la evacuación, como también en la realización de los

simulacros periódicos.

El mismo estará constituido por un Responsable de Piso, su Suplente y un Grupo Control del

incendio o siniestro.

El Responsable de Piso informará acerca del siniestro al Director y deberá proceder a la

evacuación conforme con lo establecido, confirmando la desocupación total del sector. Mantendrá

el orden en la evacuación, de modo que no se genere pánico. La desocupación se realizará

siempre en forma descendente hacia la planta baja, siempre que sea posible. El Responsable de

Piso deberá informar al Director cuando todo el personal haya evacuado el piso.

Los Responsables de los pisos no afectados, al ser informados de una situación de emergencia,

deberán disponer que todo el personal del piso se agrupe frente al punto de reunión establecido,

aguardando luego las indicaciones del Director a efectos de poder evacuar a los visitantes y

empleados del lugar.

Recibida la alarma, el grupo de control de incendio evaluará la situación del sector siniestrado,

informará acerca de la situación al Director y adoptará las medidas convenientes tendientes a



combatir o atenuar el foco causante del siniestro hasta el arribo del Cuerpo de Bomberos. Deberá

informar a estos últimos las medidas adoptadas y las tareas realizadas hasta el momento.

2. -Modos de evacuación-

2.1 -Pautas para el personal del piso siniestrado-

Todo el personal estable deberá conocer las directivas del Plan de Evacuación.

El personal que detecte alguna anomalía en el piso en el cual desarrolla sus tareas dará aviso

urgente, siguiendo los siguientes pasos:

1. Dar aviso al Responsable de Piso.

2. Accionar la alarma.

3. Utilizar el teléfono de Emergencia.

4. Evacuado el piso se constatará la presencia de personas.

Acto seguido, en la medida de lo posible, deberán guardar sus valores y documentación,

desconectar los artefactos eléctricos y cerrar las puertas y ventanas a su paso. Evacuarán el lugar

siguiendo las instrucciones del Responsable de Piso, sin detenerse a recoger objetos personales,

caminando hacia la salida acordada y descendiendo por las escaleras caminando, sin gritar y

respirando por la nariz.

Una vez en la planta baja, se retirarán hasta el punto de reunión preestablecido.

2.2 -Pautas para el resto del personal-

Deberán seguir las indicaciones del Responsable de cada sector y tener conocimiento de los

dispositivos de seguridad y medios de salida.

Se dirigirán al lugar asignado sin correr, cerrando puertas y ventanas a su paso, sin transportar

bultos ni regresar al sector siniestrado.

Descenderán, siempre que sea posible, utilizando sólo las escaleras, y de espaldas en caso que en

el trayecto encuentren humo, ya que éste y los gases tóxicos suelen ser más peligrosos que el

fuego.

Una vez fuera del edificio, se concentrarán en el lugar previsto.

2.3 -Otras pautas-

En el caso de encontrarse atrapado por el fuego, se deberá colocar un trapo debajo de la puerta de

modo de evitar el ingreso de humo. Si este es el caso, deberá buscarse una ventana y señalizarla

con una tela para poder ser localizado desde el exterior, sin trasponer ventana alguna.

En el caso de la evacuación de personas discapacitadas o imposibilitadas, la evacuación de las

mismas deberá estar planificada de antemano, llevando un registro actualizado de las mismas.

El Encargado de Piso será quien se encargará de determinar el número y la ubicación de las

mismas en el área que se le ha asignado y de asignar un ayudante para cada discapacitado.

También deberá solicitar a los empleados cercanos que ayuden a cualquier persona que se

encuentre enferma o sufra lesiones durante la evacuación.



3. -Consideraciones Generales-

Los planos de evacuación deberán encontrarse en lugar visible, al igual que la ubicación de los

puntos de reunión.

Se deberá capacitar al personal en lo referente al plan de evacuación como así también al uso de

matafuegos y sistemas de alarma.

Resulta indispensable verificar que los extintores se encuentren adecuadamente cargados y que

los hidrantes se encuentren en condiciones óptimas de operación, como así también activar

periódicamente los detectores de humo de modo de cerciorarse de su buen funcionamiento.

Observaciones Generales:
Se deja constancia que las referencias a los organismos consignados se refieren a los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieran sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.
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Artículo 1º.- Apruébase el Convenio "Mesa de Seguridad Metropolitana y Prevención del Delito",

suscripto entre el Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, el Ministerio

de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires y la Secretaría de Justicia y Seguridad Urbana de la

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con fecha 22 de enero de 2004, que como Anexo A forma

parte integrante del presente.



ANEXO A
LEY Q - Nº 1.379

CONVENIO

MESA DE SEGURIDAD METROPOLITANA Y PREVENCION DEL DELITO

Entre el MINISTERIO DE JUSTICIA, SEGURIDAD Y DERECHOS HUMANOS DE LA NACION, en

adelante MJSDHN, representado por el Señor Secretario de Seguridad Interior, Dr. Norberto

Quantín, con domicilio en Gelly y Obes 2289 de la Ciudad de Buenos Aires, por una parte; el

MINISTERIO DE SEGURIDAD DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, en adelante MSPBA, con

domicilio en calle 2 entre 51 y 53 La Plata, representado por el Señor Ministro Ing. Raúl Rivara, por

otra parte; y la SECRETARÍA DE JUSTICIA Y SEGURIDAD URBANA DE LA CIUDAD

AUTONOMA DE BUENOS AIRES, en adelante SJYSUCABA, con domicilio en Av. de Mayo 525

piso 4to. de la Ciudad de Buenos Aires, representada por el Señor Secretario Dr. Juan Carlos

López, por otra parte; acuerdan suscribir el presente CONVENIO para el desarrollo de políticas de

seguridad y prevención del delito y la violencia en el área metropolitana, de conformidad con las

cláusulas que a continuación se detallan:

Primera: Las partes declaran que las acciones de este convenio se originan en los distintos

antecedentes de cooperación interjurisdiccional en el Área Metropolitana de Buenos Aires en

materia de prevención del delito y fortalecimiento de la seguridad ciudadana, configurados por el

Convenio sobre aplicación del Plan Nacional de Prevención del Delito, firmado por estas tres partes

el 20 de febrero de 2002 en la Ciudad de Tres de Febrero #; la conformación del Comité de Crisis

que comanda y coordina el esfuerzo nacional de policía en el conurbano bonaerense firmado en la

Ciudad Autónoma de Buenos Aires el 7 de julio de 2003 #; y, asimismo, la experiencia positiva de

las estrategias de prevención social del delito y la violencia en sectores de alta vulnerabilidad en la

Ciudad de Buenos Aires y los Municipios de Morón y Avellaneda, desarrolladas de acuerdo con el

Convenio MTE y SS Nº 320/SSPC # y AP Nº 181 del 25 de noviembre de 2002 #.

Segunda: El objeto del presente CONVENIO es diseñar, aplicar y evaluar políticas de seguridad y

de prevención del delito y la violencia en el área metropolitana, para lo que se requiere la

participación de las instituciones gubernamentales, no gubernamentales y de los diversos sectores

de la sociedad civil, incluidos los medios de información y el sector privado, con el protagonismo

central de la comunidad y, en especial, de los sectores más vulnerables.



Tercera: En función de lo expresado en la cláusula anterior las partes convienen en formalizar la

organización y puesta en funcionamiento de la Mesa de Seguridad Metropolitana y Prevención del

Delito integrada por representantes del Gobierno Nacional, de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires y del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires.

Cuarta: En ese marco, las partes acuerdan promover la coordinación de las instituciones

nacionales, provinciales y municipales para perfeccionar la asignación de sus recursos y evitar

superposiciones.

Quinta: las partes convienen desarrollar estrategias de prevención del delito y de la violencia

orientadas a generar mecanismos de participación (consorcios, foros), a través de los cuales los

ciudadanos pueden proponer. y debatir diversos proyectos de intervención, permitiendo el control

ciudadano de las acciones preventivas, en particular de las actividades policiales.

Sexta: las partes asumen el compromiso de crear y fortalecer mecanismos de protección

comunitaria integral, en forma coordinada con los cuerpos policiales en comunidades con un

precario grado de organización, o con indicadores de riesgo social.

Séptima: las partes se comprometen a tomar las medidas tendientes a fortalecer y reestructurar en

las instituciones policiales los sistemas de administración de recursos humanos, y a orientar la

capacitación de sus cuadros para afianzar la vinculación con la comunidad.

Octava: las partes acuerdan impulsar acciones tendientes a mejorar el acceso a la justicia y a

desarrollar métodos alternativos de resolución de conflictos a nivel comunitario.

Novena: las partes convienen concertar con las universidades el fortalecimiento en los temas

curriculares de investigación, especialización e intervención técnica en materia de seguridad.

Décima: El presente convenio es suscripto por el Señor Secretario de Justicia y Seguridad Urbana

por delegación de facultades por el Señor Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires y queda sujeto a la aprobación de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,

conforme lo prescripto en el artículo 80 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

En prueba de conformidad del presente CONVENIO, se firman tres (3) ejemplares de un mismo

tenor y a un solo efecto en la Ciudad de Buenos Aires, a los 22 días del mes de enero de dos mil

cuatro.

Observaciones Generales:
1. # La presente Norma contiene remisiones externas #



2. Se deja constancia que las referencias a los organismos consignados se refieren a los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieran sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.



LEY Q - Nº 1.666

Artículo 1º.- Objeto-. El objeto de la presente ley es dotar al Gobierno de la Ciudad Autónoma de

Buenos Aires, de un ámbito específico dedicado a la seguridad y prevención de la violencia en el

fútbol y deportes federados.

Artículo 2°.- Denominación-. La estructura creada por la presente ley funciona en el ámbito del

Poder Ejecutivo del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y se llama en adelante

"Comité de Prevención y Seguridad para Eventos Deportivos de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires".

Artículo 3°.- Competencia-. La competencia del Comité de Prevención y Seguridad para Eventos

Deportivos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires abarca todos los estadios deportivos y sus

respectivas Zonas de Seguridad Urbana (conforme Ordenanza N° 52.290) #, en los que se

desarrollen encuentros deportivos, dentro de los límites de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y

en ocasión de los mismos.

Artículo 4°.- Comité – Integración-.El Comité está integrado por los siguientes miembros ejecutivos:

a) Cuatro (4) representantes del Poder Ejecutivo que estén a cargo de las áreas de Seguridad

Urbana, Control, Deportes y, Asuntos Legislativos y Organismos de Control.

b) Cuatro (4) representantes de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

c) Cuatro (4) representantes del Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires.

Asimismo se invita a integrar el Comité como miembros consultivos a: dos (2) representantes de la

Policía con funciones de seguridad en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; dos (2)

representantes de la Asociación del Fútbol Argentino; un (1) representante de Futbolistas

Argentinos Agremiados; un (1) representante del Sindicato de Árbitros de la República Argentina

(SADRA); un (1) representante de la Asociación Argentina de Árbitros; y un (1) representante por

cada club de fútbol cuyo estadio o sede social se encuentre en la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires.

Todos los miembros actúan ‘ad honorem’.

Artículo 5°.- Comité-Coordinación-.El comité es coordinado por un Director Ejecutivo, designado

por el Jefe de Gobierno, quien tiene la facultad de articular las políticas que se ejecuten y que le

son propias.



Artículo 6°.- Reuniones. Participación-. El comité se reúne semanalmente con el objeto de

garantizar la presencia y participación de todas las instituciones, las que pueden designar

representantes alternos en caso de ausencia de los titulares. Estas designaciones deberán ser

hechas por escrito.

Artículo 7°. – Convocatorias-. El comité convoca a participar de sus sesiones a todas aquellas

personas o instituciones que tengan relación con los espectáculos deportivos, a efectos de cumplir

adecuadamente con los objetivos que la presente ley impone.

Cuando se trata una problemática de una disciplina deportiva que no sea el fútbol, los

representantes de la misma son convocados a integrar la sesión con las mismas facultades que los

restantes miembros consultivos del comité.

Artículo 8°.- Funciones-. El Comité tiene como funciones básicas:

a) Elaborar orientaciones y recomendaciones en materia de seguridad en los eventos deportivos

que se realicen en el ámbito de la ciudad.

b) Promover la adopción en lo estadios, de las medidas de que estimen necesarias para preservar

la seguridad de las personas y bienes con motivo o en ocasión de la realización de espectáculos

deportivos.

c) Proponer a los organismos de control y fiscalización la adopción de las medidas que se estimen

pertinentes para garantizar la seguridad pública y prevenir los hechos de violencia.

d) Recomendar medidas de seguridad necesarias para la organización de aquellos espectáculos

deportivos en los que razonablemente se puedan prever actos violentos, en función de la

calificación previa a cada evento deportivo, que efectúe el Comité.

e) Recomendar las acciones que permitan a las áreas pertinentes, supervisar que las entidades a

cargo de la organización de los eventos deportivos, efectúen adecuados controles del ingreso de

público al estadio y de los elementos prohibidos que pudiesen portar los mismos, y por cuya

utilización se pueda generar violencia.

f) Colaborar en la elaboración de los esquemas de ordenamiento, seguridad y evacuación, según la

naturaleza del evento y el ámbito donde se desarrollen.

g) Recomendar a la autoridad de aplicación la clausura parcial o total de los estadios que no

ofrezcan medidas mínimas de seguridad.

h) Efectuar campañas de concientización de la comunidad a través de los medios de difusión y

convocar a los distintos organismos a dictar cursos, conferencias y seminarios referidos a la

seguridad y prevención de la violencia para que se conozcan las conductas sancionables por la

legislación vigente.

i) Crear y mantener un banco de datos sobre los hechos de violencia que sucedan en ocasión o

con motivo de la realización de los espectáculos deportivos.



j) Publicar anualmente los resultados obtenidos con la información a que se refiere el inciso j).

k) Requerir información a la Policía Federal Argentina, a los clubes participantes, y a cualquier otro

organismo, sobre el riesgo de violencia que exista con relación a los eventos a desarrollarse en

estadios o que puedan generar consecuencias en los mismos, en virtud de los antecedentes

existentes, evaluando la situación juntamente con la información que suministren al Comité los

organismos de control de los estadios y adyacencias.

l) Calificar antes de la realización de un evento deportivo el nivel de riesgo.

m) Solicitar a la Policía Federal Argentina que le envíe, a posteriori de cada encuentro de fútbol, un

informe por escrito, sobre los hechos acontecidos, como así también las circunstancias y las

consecuencias de los hechos de violencia producidos, si se hubieren suscitado.

n) Integrar comisiones dedicadas a aspectos particulares que hagan al mejor y más eficiente

cumplimiento de las misiones asignadas al Comité, y/o delegar funciones en cualquiera de sus

miembros.

ñ) Establecer un enlace permanente con las Comisiones de Seguridad, de Turismo y Deportes de

la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a fin de proponer medidas legislativas que

contribuyan a la disminución de la violencia en su área de competencia.

o) Establecer relaciones con todas las organizaciones similares provinciales, nacionales y/o

internacionales, manteniendo un fluido intercambio de información.

p) Dictar su reglamento interno.

Artículo 9°.- Función de Coordinación-. La Policía Federal Argentina Bomberos, Guardia de Auxilio,

SAME, Coordinadores de Seguridad de los Estadios, Directivos de Clubes, organizadores y demás

organismos o entidades relacionados con el evento, deberán prestar colaboración al "Comité", toda

vez que ésta sea solicitada para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 10°.- Responsable de Seguridad-. Las entidades con estadios designarán al menos un

responsable de seguridad –de idoneidad comprobada– que será nexo con el comité, y tiene

obligación de informar al Organismo mediante acta circunstanciada dentro de las veinticuatro (24)

horas hábiles de finalizado el cotejo los hechos acaecidos con motivo o en ocasión de aquellos,

haciendo las observaciones que considere pertinentes desde el punto de vista de las medidas de

seguridad adoptadas y su eficacia, ello sin perjuicio de la facultad de convocar a cualquier otra

autoridad de la entidad, a esos efectos.



Observaciones Generales:
1. Se deja constancia que las referencias al/los organismos consignados se refieren al/los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.

2. # La presente Norma contiene remisiones externas #



LEY Q - N° 1.689

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto organizar y regular el funcionamiento del Consejo de

Seguridad y Prevención del Delito de acuerdo con lo establecido en el artículo 35 de la Constitución

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires #.

Artículo 2°.- El Consejo de Seguridad y Prevención del Delito es un órgano honorario de consulta y

asesoramiento permanente del Poder Ejecutivo en las políticas de seguridad y preventivas,

dependiente del Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 3°.- La Presidencia del Consejo es ejercida por el/la Secretario/a de Seguridad o el

responsable ministerial que lo/a reemplace en el futuro de conformidad con lo dispuesto en el

artículo 100 de la Constitución de la Ciudad #.

Artículo 4°.- El Consejo puede solicitar información y asistencia técnica a cualquier Organización

Gubernamental nacional o provincial; a Organizaciones no Gubernamentales; entidades

intermedias; asociaciones barriales o vecinales; asociaciones civiles; colegios profesionales;

instituciones universitarias; academias y todo otro ente de indudable representatividad que revele

interés e idoneidad en la materia.

Todos los organismos y entes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, están obligados a facilitar

al Consejo los datos e información que dispusieren, cuando éste se los requiera, o poner a su

disposición las fuentes para que puedan ser recogidos, cuando no estuviesen disponibles y en el

plazo que el Consejo determine.

Artículo 5°.- El Consejo de Seguridad y Prevención del Delito está integrado por el Plenario y por

las Comisiones Sectoriales Permanentes.

CAPÍTULO II

CONSEJO DE SEGURIDAD Y PREVENCIÓN DEL DELITO

Artículo 6°.- Es función del Consejo asesorar al Poder Ejecutivo, sobre:



a. El Análisis de los aspectos socio-criminológicos que inciden en la seguridad ciudadana, así

como de las diversas causas que fomentan la delincuencia y la violencia en todas sus

modalidades.

b. Desarrollo de estrategias y políticas multidisciplinarias de prevención del delito y la violencia

diseñando y facilitando los canales de participación comunitaria, a través de la tarea

coordinada entre los organismos institucionales involucrados, los vecinos, las asociaciones

intermedias y las organizaciones no gubernamentales.

c. El desarrollo y la implementación de programas de asistencia individual, familiar y social

tendientes a evitar la criminalidad y los comportamientos violentos haciendo especial hincapié

en la tutela de los sectores más vulnerables de la ciudad.

d. La actuación de todas aquellas organizaciones y entidades intermedias que voluntariamente,

a través de sus redes de comunicaciones y su presencia permanente en las vías de tránsito

de la ciudad permiten una intervención eficaz en materia de prevención y seguridad.

e. La elaboración de propuestas sobre la problemática de la víctima del delito tendiente a su

tutela, orientación e información, como asimismo a su grupo familiar.

f. El desarrollo de programas de prevención para conjurar los efectos nocivos del suministro de

toda sustancia que produzca adicciones.

g. La elaboración de programas orientados a la formación y capacitación en materia de

seguridad ciudadana.

h. La firma de convenios entre el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y todo ente

de gobierno, sobre la participación activa en la planificación y gestión de las políticas de

seguridad de la ciudad.

Artículo 7°.- El Consejo debe:

a. Formular diagnósticos y elaborar los lineamientos generales de seguridad, proponiendo

estrategias y cursos de acción desde perspectivas multidisciplinarias para la prevención

primaria y secundaria del delito y la violencia.

b. Evaluar la actuación policial en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

c. Recibir de los Coordinadores Comunitarios del Plan de Prevención del Delito, dependientes

de la Dirección General de Políticas de Seguridad y Prevención del Delito las inquietudes,

requerimientos y propuestas de los vecinos.

d. Elaborar recomendaciones de seguridad, promoviendo e impulsando campañas de

divulgación de las normas preventivas sobre violencia e implementar cursos y/o seminarios

sobre seguridad, a los fines de la actualización permanente.

e. Responder con premura a las consultas que el poder ejecutivo formule sobre políticas de

seguridad y preventivas.



CAPÍTULO III

PLENARIO DEL CONSEJO DE SEGURIDAD Y PREVENCIÓN DEL DELITO

Artículo 8°.- El Consejo de Seguridad y Prevención del Delito está integrado por un plenario,

compuesto por los siguientes miembros:

a. Seis (6) representantes del Poder Ejecutivo, con rango de Subsecretario, con competencia en

materia de la presente ley.

b. Seis (6) Diputados de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, respetando el

principio de proporcionalidad.

c. El Fiscal General de la Ciudad o su Adjunto.

Artículo 9°.- El plenario tiene las siguientes atribuciones:

a. Dictar y aprobar el reglamento del consejo.

b. Solicitar al Poder Ejecutivo, la realización de investigaciones que resulten de su interés.

c. Solicitar la cooperación de organismos locales, provinciales, nacionales, internacionales o

extranjeros.

d. Disponer en forma fundada la clasificación de seguridad de la información en los casos que la

ley lo permita.

e. Establecer el orden del día y convocar a las comisiones sectoriales permanentes para el

tratamiento de temas especiales, asignándoles la temática.

Con los resultados de las actividades indicadas en los incisos b), c) y d), informa al Jefe de

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y sugiere las políticas para los organismos con

responsabilidades en materia de seguridad para prevenir el delito.

CAPÍTULO IV

COMISIONES SECTORIALES PERMANENTES

Artículo 10.- Funcionan en forma permanente, son organizadas por el Plenario del Consejo e

integradas por funcionarios del Gobierno de la Ciudad y asesores de los diputados de la Legislatura

que integran el Plenario del Consejo de Seguridad y Prevención del Delito.

Serán invitados permanentes los miembros de las fuerzas de seguridad con competencia en la

Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Asimismo, podrá invitarse a los representantes de instituciones

académicas, religiosas, culturales, Colegios Profesionales, Cámaras Empresariales y asociaciones

con vinculación en la problemática de Seguridad Urbana.

Elevan sus informes al Plenario.

CAPÍTULO V



PARTICIPACIÓN COMUNITARIA

Artículo 11.- La participación comunitaria en materia de seguridad es un derecho de los habitantes

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, siendo un deber constitucional del Poder Ejecutivo

promoverla y fomentarla, conforme a la presente ley.

Artículo 12.- La participación comunitaria se efectiviza a través de la actuación de los vecinos de la

ciudad en las Asambleas del Plan de Prevención del Delito, en las Redes vecinales solidarias para

la Prevención del Delito o a través de núcleos creados en virtud de sus necesidades.

Artículo 13.- Las inquietudes, requerimientos y propuestas de los vecinos son elevadas al Plenario

del Consejo de Seguridad y Prevención del Delito, por los Coordinadores Comunitarios del Plan de

Prevención del Delito, dependientes de la Dirección General de Política de Seguridad y Prevención

del Delito para que allí sean tratadas y analizadas.

Artículo 14.- El Consejo de Seguridad y Prevención del Delito, se compromete a dar rápida

respuesta a las temáticas planteadas por la participación comunitaria.

CAPÍTULO VI

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS

Artículo 15.- El Plenario del Consejo se reúne mensualmente en forma ordinaria y en forma

extraordinaria cuando lo solicite el titular del Consejo o lo convoque el Poder Ejecutivo.

Observaciones Generales:
1. # La presente Norma contiene remisiones externas #

2. Se deja constancia que las referencias a los organismos consignados se refieren a los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieran sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.

3. El Decreto N° 1640/97 crea el Consejo de Seguridad y Prevención del Delito de carácter

honorario y como órgano de consulta permanente del Poder Ejecutivo en las políticas de

seguridad y preventivas.



LEY Q - N° 1.706

LINEAMIENTOS GENERALES DE SEGURIDAD EN ESCUELAS DE GESTIÓN ESTATAL

CAPÍTULO I. ALCANCES Y OBJETIVOS.

Artículo 1°.- La Secretaría de Educación del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires implementa en

los establecimientos educativos de gestión estatal de todos los niveles y áreas, los lineamientos

generales de seguridad que establece la presente ley destinados a dotar a los mismos de

estrategias de prevención de accidentes, atención de emergencias, mejoramiento de

infraestructura, de equipamiento y la adopción de sistemas de protección y seguridad escolar en

todas sus facetas.

Artículo 2°.- Quedan excluidos los establecimientos educativos de gestión estatal donde el servicio

educativo se brinde por un convenio particular entre la Secretaría de Educación y terceros.

Artículo 3°.- La Secretaría de Educación del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires promueve en

el ámbito de todos los establecimientos educativos de la Ciudad de Buenos Aires, acciones

tendientes a la toma de conciencia sobre temas de prevención en seguridad.

Artículo 4°.- La Secretaría de Educación desarrollará programas de promoción de estrategias

preventivas tendientes a:

a. Modernizar los edificios escolares, en infraestructura, instalaciones y equipamiento, en pos de

alcanzar estándares actualizados en materia de seguridad.

b. Instituir plataformas de seguridad escolar tendientes a promover la toma de conciencia sobre

situaciones que ponen en riesgo la salud y la integridad física de la población escolar y a

sistematizar la implementación de prácticas y comportamientos preventivos en materia de

seguridad.

Artículo 5°.- La implementación de la presente ley se efectuará en concordancia con las leyes y

reglamentaciones de las Leyes Nros. 962 # , de Accesibilidad Física, y 1.346 # del Plan de

Evacuación y Simulacros.

CAPÍTULO  II. DE LA UNIDAD DE EJECUCIÓN.

Artículo 6°.- La Secretaría de Educación del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, se constituye

como la Unidad Ejecutora de la presente ley.



Artículo 7°.- Son funciones de la Unidad Ejecutora:

a. Convocar un Consejo Asesor de organismos e instituciones a fin de recibir asesoramiento y

coordinar acciones relativas a la mitigación de riesgos en edificios escolares.

b. Sistematizar las acciones y programas existentes en temas de seguridad escolar.

c. Elaborar en conjunto con el Consejo Asesor un mapa de riesgos respecto a la situación de

seguridad de cada establecimiento, y de los locales no escolares en que tengan lugar

actividades educativas regulares dependientes de la Secretaría de Educación.

d. Elaborar acorde al mapa de riesgos una ficha de relevamiento para el diagnóstico, la

evaluación y la intervención sobre las condiciones de seguridad de cada establecimiento,

estableciendo un parámetro de medición y evaluación único, y proceder a su actualización

anual.

e. Elaborar un plan básico de normas y procedimientos para prevenir y actuar en situaciones de

emergencia destinado a los equipos de conducción de cada establecimiento.

f. Elaborar en conjunto con otros organismos un programa de capacitación y formación para

referentes de seguridad de cada establecimiento.

g. Diseñar un plan de intervención en establecimientos educativos cuya finalidad sea resolver

las carencias o deficiencias en materia de infraestructura, instalaciones, equipamiento que

redunden en un aumento de las condiciones de seguridad de los mismos.

h. Diseñar la estructura de la plataforma "Escuelas Seguras", que contiene los dispositivos

elaborados por la Unidad Ejecutora a fin de su aplicación particular en cada establecimiento.

i. Determinar en función de las condiciones de mérito, oportunidad y conveniencia la

designación y remuneración de los referentes de seguridad y de los comités de seguridad

para los establecimientos educativos de gestión estatal, a través de las normas

reglamentarias pertinentes.

j. Realizar los informes anuales sobre la aplicación de la presente ley a efectos de

cumplimentar los mecanismos de control y establecer pautas de evaluación permanente.

CAPÍTULO III. DE LA PLATAFORMA "ESCUELAS SEGURAS".

Artículo 8°.- Se entiende por plataforma "Escuelas Seguras" al conjunto de dispositivos de

aplicación en cada establecimiento educativo a los fines de cumplir con los lineamientos generales

de seguridad en edificios escolares.

Artículo 9°.- Son dispositivos de la plataforma "Escuelas Seguras", el mapa de riesgos; la ficha de

diagnóstico, evaluación e intervención, el plan básico de normas y procedimientos, el plan de



intervención sobre condiciones de adecuación edilicia a estándares actualizados de seguridad, y el

plan de autoprotección.

Artículo 10.- Son requisitos de la plataforma "Escuelas Seguras":

a. Realizar el mapa de riesgo en cada establecimiento educativo.

b. Disponer de la ficha de diagnóstico, evaluación e intervención.

c. Establecer un plan de autoprotección debidamente elaborado. Por plan de autoprotección se

entiende las condiciones y conductas tendientes a la disposición de los conocimientos

básicos y los medios imprescindibles para que las comunidades educativas afronten sin

ayuda externa y de forma inmediata situaciones de riesgo moderado, permitiendo que la

asistencia de los medios especializados se realice en forma controlada y mitigando o

suprimiendo los riesgos.

c.1. Los planes de autoprotección serán adecuados a las características de cada

establecimiento educativo, revisados y actualizados periódicamente o modificados

específicamente, en casos de reformas significativas en las infraestructuras o instalaciones

edilicias.

c.2. Se elevará copia del acta de los ejercicios, las características de los mismos y las

incidencias observadas, al Comité Asesor a los fines de su conocimiento y que sean

contemplados de acuerdo a las misiones y funciones que se le asigne.

c.3. Todos los establecimientos educativos deberán contar con la señaléctica adecuada a los

fines de la evacuación; la misma deberá ser clara, visible y comprensible para todos los

miembros de la comunidad educativa.

d. Todos los establecimientos educativos deberán revisar y actualizar gradualmente los medios

disponibles conforme a los avances tecnológicos y metodológicos para intervenir en caso de

emergencia para alcanzar los estándares de seguridad adecuados, debiendo las

Asociaciones Cooperadoras o la Secretaría de Educación proceder a las contrataciones

correspondientes.

CAPÍTULO IV. DE LOS EQUIPOS DE CONDUCCIÓN.

Artículo 11.- Son funciones de los equipos de conducción:

a. Recabar información solicitada por la Unidad Ejecutora.

b. Designar, conforme a los criterios y condiciones definidos por la Unidad Ejecutora, al personal

afectado como referente de seguridad escolar y/o miembro del comité de seguridad.

c. Participar de los cursos de formación, reuniones y eventos en materia de seguridad escolar o

similares específicamente dirigidos a equipos de conducción.

d. Incorporar los contenidos de la presente ley al Proyecto Educativo Institucional.



e. Controlar la aplicación de la plataforma "Escuelas Seguras" en el establecimiento.

f. Colaborar con la Unidad Ejecutora en el plan de intervención sobre las condiciones de

infraestructura, instalaciones y equipamiento en pos de alcanzar estándares actualizados en

materia de seguridad.

CAPÍTULO V. DE LOS REFERENTES DE SEGURIDAD ESCOLAR.

Artículo 12.- Todos los establecimientos contarán con referentes de seguridad escolar en un

número tal que permita la atención de todos los turnos, ciclos y modalidades de enseñanza que se

dicten en cada establecimiento escolar.

Artículo 13.- Los referentes de seguridad deberán realizar los cursos de capacitación en seguridad

y cultura preventiva que indique la Unidad Ejecutora, ya sean dictados por la propia Unidad

Ejecutora o a través de las instituciones oportunamente registradas conforme a lo dispuesto en el

artículo 7°.

Artículo 14.- Son funciones inherentes de los referentes de seguridad:

a. Participar de la confección de la plataforma "Escuelas Seguras" indicada en el artículo 7°, en

la escuela donde presta servicio.

b. Elaborar y promover en consulta con el equipo de conducción el Plan de Autoprotección

específico del establecimiento fijado en el artículo 10 de la presente ley.

c. Atender las emergencias de acuerdo a la normativa vigente y a las indicaciones del equipo de

conducción.

d. Conformar un enlace entre el establecimiento educativo y la Unidad Ejecutora a los fines de

la actualización continua de los recursos, los criterios y la normativa.

e. Producir informes para la Unidad Ejecutora en consulta con el equipo de conducción cada

vez que las condiciones de seguridad en equipos e instalaciones puedan comprometer al

personal y a los alumnos.

f. Proponer normas de seguridad y criterios de aplicación específicos para la escuela en la cual

se desempeña.

g. Articular con el equipo de conducción sobre las reparaciones inmediatas de equipos e

instalaciones que afecten la seguridad en edificios escolares.

h. Alentar toda instancia de formación en cultura preventiva, proponiendo estrategias

complementarias a las curriculares tales como la confección de afiches, la organización de

eventos, conferencias, cursos, y cualquier otra actividad, relacionada con los temas que son

objeto de la presente ley.



i. Establecer relaciones con organismos y entidades sin fines de lucro que se ocupen de la

seguridad y la cultura preventiva a fin de obtener asesoramiento, en consulta con el equipo

de conducción y con la aprobación de la Unidad Ejecutora.

CAPÍTULO VI. DE LOS COMITÉS DE SEGURIDAD.

Artículo 15.- Se denomina Comité de Seguridad al equipo docente perteneciente a las escuelas

cuya complejidad edilicia y especialidad requiera de una atención diferencial en los temas de

incumbencia de la presente ley.

Artículo 16.- La Unidad Ejecutora determinará qué escuelas conformarán Comités de Seguridad.

Artículo 17.- Los criterios de selección, carga horaria y funciones de los miembros de los Comités

de Seguridad, son similares a los determinados para los Referentes de Seguridad.

CAPÍTULO VII. DE LOS MECANISMOS DE CONTROL.

Artículo 18.- A los efectos del seguimiento y control legislativo de la implementación de la presente

y sus acciones ulteriores, la Unidad Ejecutora remitirá antes del 30 de julio de cada año, a la

Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires, un informe técnico sobre la aplicación de la ley en cada establecimiento.

CAPÍTULO VIII. DE LOS RECURSOS.

Artículo 19.- A los efectos de la implementación de la presente ley se imputarán los gastos que

correspondan conforme a:

a. La partida anual de horas cátedra pertenecientes a la Secretaría de Educación.

b. La partida anual de personal perteneciente a la Secretaría de Educación.

c. La partida anual correspondiente a la Dirección General de Infraestructura, Mantenimiento y

Equipamiento, de la Subsecretaría de Coordinación de Recursos y Acción Comunitaria y/o los

organismos que correspondan.

d. La partida especial que corresponda al Plan Plurianual de Inversiones.

CAPÍTULO IX. CLÁUSULAS TRANSITORIAS.



Artículo 20.- Hasta tanto se implemente la totalidad de lo normado por la presente ley y su

reglamentación respectiva, los equipos de conducción asumirán la responsabilidad de llevar a cabo

las tareas fijadas por la Unidad Ejecutora.

Observaciones Generales:
1. # La presente norma contiene remisiones externas #

2. Se deja constancia que las referencias a los organismos consignados se refieren a los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.



LEY Q - Nº 1.841

Artículo 1º.- Adhiérase al régimen de la Ley Nacional Nº 25.938 #, de Registro Nacional de Armas

de Fuego y Materiales Controlados, Secuestrados o Incautados.

Artículo 2º.- Los Poderes Ejecutivo y Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires dispondrán

de las medidas pertinentes para el cumplimiento de la adhesión dispuesta en el artículo 1º de la

presente ley, conforme a lo señalado en el artículo 10 de la Ley Nacional Nº 25.938 #.

Observaciones Generales:
#La presente norma contiene remisiones externas #



LEY Q - Nº 1.913

TÍTULO I

OBJETO. DEFINICIONES

Artículo 1°-Objeto-: la presente ley tiene por objeto regular la prestación de servicios de seguridad

privada: vigilancias, serenos, custodias y seguridad de personas y/o bienes, por parte de personas

físicas o jurídicas privadas, con domicilio en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o que efectúan

la prestación en dicho territorio.

Artículo 2°-Definición-: a los efectos de la ley se entiende por servicios de seguridad privada: las

prestaciones mencionadas en el artículo anterior que brindan personas físicas y/o jurídicas

habilitadas por la presente ley, contratadas por personas físicas, o personas jurídicas de carácter

privado o público, con el fin de ejercer actividades de seguridad complementarias de la seguridad

pública, sólo en lo concerniente a tareas de disuasión protección de personas, resguardo de

bienes, tratando de minimizar sus efectos en caso de que se produzcan.

Artículo 3°-Tipos de servicios. Definiciones-:

1. Servicios con autorización de uso de armas de fuego:

a. Custodias personales, mercaderías en tránsito y en depósitos: el que tiene por objeto el

acompañamiento y la protección de personas y/o bienes en la vía pública, y en los lugares en

que estos se depositen.

b. Vigilancia privada, en lugares fijos sin acceso de público: el que tiene por objeto resguardar la

seguridad de personas y de bienes en espacios privados cerrados, con control e

identificación de acceso de personas.

2. Servicios sin autorización de uso de armas de fuego:

a. Vigilancia privada en lugares fijos con acceso al público: el que tiene por objeto la seguridad

de personas y de bienes en espacios privados de acceso público con fines diversos.

b. Custodia y portería de locales de baile, confiterías y/o de espectáculos en vivo, como todo

otro lugar destinado a recreación.

c. Servicios de serenos en lugares fijos, privados o edificios de propiedad horizontal.

d. Vigilancia por medios electrónicos, ópticos y electro ópticos: el que tiene por objeto brindar

servicios con dispositivos centrales de observación, registro de imagen, audio y/o alarmas.

TÍTULO II

DE LOS PRESTADORES



Artículo 4°-Prestadores. Pueden ser-:

a. Personas físicas sólo autorizadas para desempeñar la actividad por sí mismas.

b. Personas jurídicas y personas físicas con autorización para contratar personal.

Quedan expresamente excluidas las asociaciones y fundaciones.

Artículo 5°.-Prestadores a título personal-: los prestadores que desempeñan la actividad por sí

mismos, deben cumplir con los siguientes requisitos:

a. Poseer estudios secundarios completos.

b. Ser ciudadano argentino o con dos años de residencia efectiva en el país.

c. Ser mayor de veintiún (21) años.

d. Denunciar el domicilio real, y constituir domicilio en jurisdicción de la Ciudad Autónoma de

Buenos Aires.

e. Obtener certificado de aptitud psico-técnica, emitido por autoridad sanitaria pública, o por

establecimiento privado reconocido por la autoridad pública nacional o local de sanidad.

Tendrá un (1) año de validez y la reglamentación establecerá los requisitos a ser cumplidos

en la evaluación psico-técnica.

f. Obtener certificado de capacitación técnico-habilitante, correspondiente a la actividad,

otorgado por establecimiento público o privado incorporado a la enseñanza oficial, de

acuerdo a lo que la autoridad de aplicación determine.

g. No haber sido condenado ni indultado por delitos que configuren violación a los derechos

humanos.

h. No haber sido condenado, en el país o en el extranjero por delito doloso, que constituya delito

en nuestra legislación.

i. No revistar como personal en actividad de las Fuerzas Armadas, de Seguridad, Policiales, ni

de organismos de inteligencia.

j. No haber sido exonerado de cualquiera de las instituciones mencionadas en el Inciso

anterior, a excepción de aquellos casos en los que la medida se hubiere dispuesto por

causas religiosas, políticas, o discriminatorias.

k. Contar con un seguro de responsabilidad civil, actualizable anualmente que cubra

expresamente la actividad de seguridad privada.

l. Cuando los servicios se presten con autorización para usar armas de fuego, deberán cumplir

además con los requisitos exigidos en el art.12.

Artículo 6°-Prestadores con autorización para contratar personal. Deben cumplir con los siguientes

requisitos-:

a. Denunciar el domicilio real y constituir domicilio en jurisdicción de la Ciudad Autónoma de

Buenos Aires.



b. Contar con un seguro de responsabilidad civil, actualizable anualmente que cubra

expresamente la actividad de seguridad privada.

c. Acreditar solvencia patrimonial suficiente para prestar los servicios regulados en la presente

ley acorde a las exigencias que se determinen en la reglamentación.

d. Reunir los requisitos edilicios y de seguridad en los mismos que la reglamentación determine.

e. Presentar una declaración jurada conteniendo nómina de los socios y/o miembros,

integrantes de los órganos de administración y representación de las personas jurídicas con

especificación del porcentaje societario de cada uno.

f. Acreditar la designación de un director técnico y en su caso la designación de un director

técnico suplente.

Artículo 7°- Requisitos para vigilancia electrónica-: los prestadores que incluyan en sus servicios los

descriptos en el art. 3°, punto 2, inc. d), deberán dar cumplimiento a los siguientes requisitos

específicos:

a. Designar un responsable técnico, graduado universitario en ingeniería electrónica, sistemas,

programación, comunicaciones o carrera afín; en este último supuesto será la autoridad de

aplicación mediante resolución fundada, quien apruebe la presentación de títulos de nuevas

carreras de grado que sea menester.

b. El director técnico podrá acreditarse como responsable técnico, si cumple con los requisitos

de idoneidad suficientes para desempeñarse en ambos cargos simultáneamente.

c. Contar con certificados de aprobación de las instalaciones, emitidos por autoridad

competente, de acuerdo a lo que la reglamentación determine.

Artículo 8°- Socios e integrantes de órganos de representación y administración-: los socios,

miembros y/o integrantes de los órganos de administración o representación, deben cumplir con los

siguientes requisitos:

a. Denunciar el domicilio real.

b. Constituir domicilio legal. El domicilio constituido de los socios, representantes y/o

administradores de la sociedad será el mismo que el de la persona jurídica.

c. No haber sido condenado ni indultado por delitos que configuren violación a los derechos

humanos.

d. No haber sido condenado, en el país y/o en el extranjero por delito doloso, que constituya

delito en nuestra legislación, durante el tiempo que dure el registro de la condena.

e. No revistar como personal en actividad de las Fuerzas Armadas, de Seguridad, Policiales, ni

de organismos de inteligencia.



f. No haber sido exonerado de cualquiera de las instituciones mencionadas en el Inciso

anterior, a excepción de aquellos casos en los que la medida se hubiere dispuesto por

causas religiosas, políticas, gremiales o discriminatorias.

TÍTULO III

PROHIBICIONES Y OBLIGACIONES DE LOS PRESTADORES

Artículo 9°-Prohibiciones-: los prestadores tienen expresamente prohibido:

a. Prestar servicios en los espacios públicos, salvo que estuvieran concesionados y fueran

expresamente autorizados por la autoridad de aplicación. No se considera prestado en

espacios públicos cuando se trate de custodias personales o de mercadería en tránsito. La

reglamentación establecerá las condiciones y requisitos a cumplir para cubrir estos servicios.

b. Prestar servicios de seguridad no autorizados y/o alterando el alcance de las definiciones del

art. 3°.

c. Prestar servicios sin contar con la habilitación vigente para el rubro específico.

d. Prestar servicios en objetivos no denunciados ante la autoridad de aplicación.

e. Ejercer tareas de investigación.

f. Obstaculizar el legítimo ejercicio de los derechos políticos o gremiales.

g. Dar a conocer a terceros la información de la que tomen conocimiento por el ejercicio de la

actividad, sobre sus clientes, personas relacionadas con éstos, así como de los bienes o

efectos que custodien.

h. Interceptar o captar el contenido de comunicaciones, ya sean postales, telefónicas,

telegráficas, radiofónicas, por télex, facsímil o cualquier otro medio de transmisión de voces,

imágenes o datos a distancia.

i. Utilizar nombres o siglas similares a las que utilizan instituciones oficiales o no registradas

ante la autoridad de aplicación.

j. Utilizar armas en los lugares indicados en el artículo 3°, Inciso 2, apartados a), b), y c).

Artículo 10-Obligaciones - Los prestadores se encuentran obligados

a. Poner en conocimiento inmediato de la autoridad policial o judicial, todo hecho delictivo de

acción pública del que tomen conocimiento en oportunidad del ejercicio de su actividad.

b. Tramitar anualmente la renovación de la habilitación con una antelación no inferior a los 30

días de su vencimiento.

c. Denunciar ante la autoridad de aplicación, toda variación del domicilio real y legal dentro de

los diez (10) días de producido.



d. Denunciar ante la autoridad de aplicación toda cesión o venta de cuotas o acciones

societarias, así como toda modificación en la integración de los órganos de administración y

representación, dentro del plazo de treinta (30) días de producidas.

e. Llevar los siguientes libros-registro, foliados y rubricados por la autoridad de aplicación, los

que deberán conservarse por un plazo mínimo de diez (10) años; sin perjuicio de los exigidos

por la legislación vigente.

1. Libro de personal: en él deben asentarse las altas y las bajas del personal habilitado de la

prestadora, debiendo comunicarse dichos movimientos a la autoridad de aplicación, dentro de

las setenta y dos (72) horas corridas de producidos.

2. Libro de novedades: en él deben asentarse los objetivos protegidos, movimientos del

personal afectado a cada uno de ellos, actividades realizadas, y en su caso, las armas de

fuego y municiones que se afecten a cada uno. Toda modificación en los objetivos debe

comunicarse a la autoridad de aplicación dentro de las setenta y dos (72) horas corridas de

producida la misma.

f. Proveer a su personal de uniformes, vehículos y/o material que serán notoriamente diferentes

del que utilizan las instituciones oficiales. La reglamentación establecerá las características

generales de los uniformes, así como la identificación de los vehículos afectados a la

actividad.

g. Acreditar la realización de los cursos de capacitación y entrenamiento periódico permanente

para el personal, en la forma que establezca la reglamentación.

Artículo 11-Credencial habilitante-. Toda persona que se desempeñe en cualquiera de los servicios

comprendidos en la presente ley, deberá tener consigo la credencial que acredite su alta en el

registro para desarrollar la actividad, y la deberá exhibir cada vez que le sea requerida por

autoridad competente. En los lugares de acceso público donde se presten servicios de seguridad,

se deberá portar permanentemente en forma visible.

TÍTULO IV

ARMAMENTO

Artículo 12- De las armas-: las personas físicas o jurídicas solamente podrán utilizar las armas de

fuego que hayan cumplido con todos los recaudos exigidos por el Registro Nacional de Armas -

RENAR-, debiendo registrarse como de uso colectivo.

La autoridad de aplicación podrá establecer uso y restricciones de las armas a utilizarse, de

acuerdo a las características de los objetivos y/o funciones a desarrollar.

TÍTULO V



DEL PERSONAL

Artículo 13 -Requisitos-. El personal contratado por los prestadores deberá cumplir con los

requisitos establecidos en el art. 5°, Incisos a), b), c), e), f), g), h), i), j) y con el art. 23 de la

presente ley.

La reglamentación establecerá la forma de presentación de los legajos de personal, por parte de

las prestadoras.

Si cuenta con autorización para el uso de armas deberá acreditar además, su registro en la

categoría de Legítimo Usuario de Armas del Registro Nacional de Armas - RENAR - y que se

encuentra autorizado para la portación, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley Nacional N° 20.429 # y

su Decreto Reglamentario N° 395/75 #.

Artículo 14-Obligaciones: el personal tiene las siguientes obligaciones:

a. Llevar consigo la credencial que acredite su habilitación debiendo exhibirla cada vez que le

sea requerida. La misma contendrá como mínimo: denominación de la empresa, foto, apellido

y nombre de la persona, número de registro de inscripción o alta otorgado por la autoridad de

aplicación y vigencia.

b. Cumplir los servicios conforme a los principios de dignidad, protección y trato correcto de las

personas.

c. Realizar los cursos de capacitación y entrenamiento que establezca la reglamentación.

d. Portar únicamente las armas que le suministre el empleador y sólo durante la prestación de

los servicios, una vez finalizados deberá reintegrarlas a la custodia del Director Técnico.

TÍTULO VI

DEL PRESTATARIO

Artículo 15- Prestatario. Requerimiento-: el prestatario de los servicios, previo a la contratación,

debe requerir al prestador un certificado que acredite la habilitación otorgada por la autoridad de

aplicación.

Artículo 16-Exhibición del contrato-: el prestatario deberá exhibir el contrato vigente celebrado con

la prestadora de seguridad, toda vez que le sea requerido para su control por la autoridad de

aplicación.

TÍTULO VII

DEL DIRECTOR TÉCNICO



Artículo 17-Requisitos-: el Director Técnico debe ser idóneo en seguridad. A dicho fin se requiere

que posea título universitario o terciario en materia de seguridad, reconocido por la autoridad

educativa correspondiente. Deberá cumplir además, con los requisitos del art. 5°, Incisos c), e), g),

h), i), j) de la presente ley. En su caso, acreditará que cumple con el requisito establecido a su vez

en el art. 7°, inc. a).

Artículo 18-Responsabilidad-: el Director Técnico responde solidariamente con los prestadores en

caso de incumplimiento de las disposiciones de esta ley y su reglamentación.

Artículo 19- Funciones-: el Director Técnico vela por el cumplimiento de la ley en los servicios a

cargo de la prestadora y, tiene las siguientes funciones ante la autoridad de aplicación:

a. Denunciar las novedades establecidas en el art. 10, Inciso d) cuando corresponda.

b. Mantener actualizado el libro de novedades y el de personal.

c. Denunciar altas y bajas de personal; objetivos; armas y vehículos de acuerdo a la modalidad

que establezca la reglamentación.

d. Certificar copias de documentación del personal vigilador que la autoridad de aplicación

determine.

e. Responder por el cumplimiento de la capacitación y el entrenamiento periódico obligatorio del

personal.

f. Disponer la custodia de las armas que utiliza el personal en los servicios.

TÍTULO VIII

DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 20-De la autoridad de aplicación-: el Poder Ejecutivo es la autoridad de aplicación y tiene

las siguientes funciones:

a. Habilitar con carácter previo, por un plazo no mayor a los dos (2) años y otorgar las

renovaciones correspondientes, a las personas físicas y jurídicas, que desarrollen la actividad

regulada por la presente ley en la Ciudad de Buenos Aires.

b. Inscribir en el registro y otorgar las altas del personal.

c. Crear y mantener actualizado un registro de prestadores de servicios de seguridad privada

habilitados, en el que deberán constar los objetivos protegidos.

d. Crear y mantener actualizado un Registro del Personal de cada prestadora.

e. Crear y mantener actualizado el Registro Especial de seguridad de locales de baile; o

espectáculos en vivo.

f. Crear y mantener actualizado un Registro de las armas de fuego, inmuebles, vehículos y

material de comunicaciones afectados a la actividad.



g. Crear y mantener actualizado un Registro de los socios y/o miembros de las personas físicas

y jurídicas y de sus órganos de administración y representación.

h. Controlar previo a su registro, que todo el armamento y las personas físicas y jurídicas estén

registrados y autorizados por el Registro Nacional de Armas, de acuerdo a la Ley N° 20.429 #

y su Decreto Reglamentario N° 395/75 #.

i. Controlar y autorizar la utilización de los uniformes, nombres, siglas, insignias, vehículos y

demás materiales de las prestadoras.

j. Extender o autorizar el otorgamiento de la credencial de habilitación del personal.

k. Requerir del Registro Nacional de Armas -RENAR- dictamen previo para extender

habilitaciones con uso de armas, solicitando además un informe semestral sobre el estado

del armamento de las empresas habilitadas para su uso.

l. Certificar a pedido de parte, la habilitación de personas físicas y jurídicas.

m. Determinar la forma en que los libros-registros deben ser llevados, pudiendo requerir en

cualquier momento la información contenida en ellos.

n. Llevar un registro de sanciones.

ñ. Inscribir y llevar un registro de institutos de formación.

o. Reglamentar y controlar la realización de los cursos de capacitación y entrenamiento anual.

p. Reglamentar las condiciones de seguridad para la custodia y la guarda de las armas y las

municiones afectadas a los servicios cuando su cantidad y tipo no incluya una habilitación

edilicia especial por parte de organismos competentes.

q. Reglamentar el uso de las armas disuasivas y medios no letales que podrán utilizarse en

ejercicio de la actividad.

r. Controlar el cumplimiento de obligaciones fiscales y previsionales por parte de los

prestadores.

s. Fijar las tasas de inscripción, habilitación y trámites.

t. Controlar y velar por el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

Artículo 21-Publicidad de los registros: toda persona tiene derecho a acceder a la información

pública contenida en los registros que esta ley establece. La solicitud no requerirá expresión de

causa.

Sin perjuicio del párrafo precedente, la autoridad de aplicación publicará en el sitio web oficial del

Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires los siguientes datos:

a) Las condiciones de habilitación del servicio de seguridad privada.

b) El listado de prestadores de servicios de seguridad privada habilitados y en su caso, la

habilitación para el uso de armas.



c) El nombre, documento nacional de identidad, y antecedentes profesionales -si los tuvieren-

de los socios y/o miembros de las personas físicas y jurídicas que prestan servicios de

seguridad privada.

d) El nombre, documento nacional de identidad, y antecedentes profesionales -si los tuvieren-,

de quienes integren los órganos de administración y representación de las personas físicas y

jurídicas que prestan servicios de seguridad privada.

e) El nombre, documento nacional de identidad, y antecedentes profesionales -si los tuvieren-

del personal de cada prestadora.

La autoridad de aplicación actualizará los datos publicados en el sitio web oficial del Gobierno de la

Ciudad de Buenos Aires en forma trimestral

Artículo 22-Deber de informar-: la autoridad de aplicación debe informar anualmente a la

Legislatura de la Ciudad, respecto del cumplimiento y aplicación de esta ley, con mención de las

prestadoras que la hubieran infringido, y las sanciones impuestas.

TÍTULO IX

DE LA CAPACITACIÓN

Artículo 23-Capacitación-: la capacitación inicial, la actualización y el entrenamiento periódico

obligatorio del personal se llevarán a cabo en establecimientos públicos o privados, con sujeción a

las normas que determine la autoridad de aplicación.

La capacitación referida a la eventual ejecución de medidas contra incendios, planes de

evacuación, uso de extintores o prestación de primeros auxilios médicos deberá ser brindada por

personal idóneo de bomberos, de los hospitales dependientes del Gobierno de la Ciudad y/o de la

Cruz Roja Argentina.

La capacitación también deberá incluir la materia Derechos Humanos.

La currícula para la formación de las personas que desempeñan tareas con uso de armas de

fuego, será diferenciada y se establecerán requisitos especiales en cuanto a su instrucción y

entrenamiento.

Artículo 24-Institutos de formación-: los institutos de formación reconocidos oficialmente deben

reunir los requisitos necesarios para garantizar el aprendizaje, práctica y perfeccionamiento del

personal.

Deben llevar a cabo programas permanentes, orientados a fomentar en el personal el respeto por

los derechos humanos y la observancia de las garantías consagradas por la Constitución Nacional

y la Constitución de la Ciudad.



La reglamentación establecerá la currícula básica para la capacitación inicial y el entrenamiento

periódico, la que deberá incluir conocimientos de primeros auxilios, de los contenidos de la

presente ley y en su caso, de capacitación para el uso de armas de fuego.

TÍTULO X

RÉGIMEN ESPECIAL DE SEGURIDAD EN LOCALES DE BAILE, Y ESPECTÁCULOS EN VIVO

Artículo 25-Registro-: la autoridad de aplicación llevará un Registro especial de seguridad en

locales de baile; y/o de espectáculos en vivo.

En el mismo se asentarán: los objetivos incluidos en el régimen especial; el personal asignado a las

tareas y en su caso la prestadora contratada para brindar servicios de seguridad.

Artículo 26- Condiciones de seguridad-: sin perjuicio del cumplimiento de la demás normativa

aplicable para su habilitación y funcionamiento en la actividad comercial, todo local de baile, y/o de

espectáculos en vivo deberá contar con las siguientes condiciones de seguridad:

a. Servicios de seguridad con una dotación de personal de seguridad proporcional a la

capacidad máxima de asistentes para la cual fue habilitado. La reglamentación establecerá el

mínimo de personal de seguridad por asistentes.

b. Sistema de circuito cerrado de televisión con grabación de imágenes exclusivamente en los

lugares de ingreso y egreso de los locales. Las grabaciones deberán conservarse por treinta

(30) días.

c. Libro de novedades: el titular o responsable a cargo del establecimiento deberá llevar un libro

de novedades rubricado por la autoridad de aplicación, en el que deberá estar asentada la

información correspondiente al personal asignado a las funciones de seguridad y en su caso,

la correspondiente a la prestadora habilitada, y contratada al efecto, además de toda otra

novedad vinculada a las funciones de seguridad.

d. Exhibición obligatoria de una cartelera en lugar visible, con la nómina del personal asignado a

la seguridad y en su caso la prestadora contratada.

Quedan exceptuados de los requisitos establecidos en el inciso b), los siguientes locales de

espectáculos en vivo: Teatros independientes, Peñas Folclóricas, Salones Milongas y Clubes de

música en vivo

Artículo 27 -Requisitos especiales-: el titular y/o responsable de la actividad comercial incluido en el

presente título podrá acreditar ante la autoridad de aplicación, personal en relación de dependencia

asignado a las tareas de seguridad sin armas, cumpliendo con los siguientes requisitos especiales:

a. Copia de la habilitación edilicia otorgada por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires, donde conste la cantidad máxima de concurrentes permitidos.



b. Inscribir la totalidad del personal afectado a la seguridad, quienes deberán cumplir con los

requisitos establecidos en el art. 5°, Incisos: a); b); c); d); e), f); g); h); i) y j); acreditar la

relación laboral y la capacitación inicial.

c. Contar con un seguro de responsabilidad civil, que cubra expresamente la actividad de

seguridad privada. La autoridad de aplicación actualizará periódicamente el monto de la

cobertura, tomando como base el riesgo potencial de la actividad desarrollada.

d. Abonar el arancel respectivo por las altas correspondientes al personal.

e. Proveer vestimenta uniforme al personal.

Artículo 28-Obligaciones-: el personal de seguridad registrado bajo este título sólo puede cumplir

funciones de seguridad en el establecimiento denunciado por su empleador. Debe cumplir, a su

vez, con las obligaciones dispuestas en el art. 14, Incisos a); b) y c).

Artículo 29.- La presente ley entrará en vigencia a partir de los noventa (90) días corridos de su
promulgación.

El Poder Ejecutivo la reglamentará dentro de los sesenta (60) días de su entrada en vigencia.

Artículo 30- En todo lo que no esté previsto por esta ley se aplicará la Ley Nacional 26370 #, que

establece las reglas de habilitación del personal que realiza tareas de control de admisión y

permanencia de público en general, para empleadores cuya actividad consista en la organización y

explotación de eventos y espectáculos públicos.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera: A los fines de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 5º, inciso a) de la presente

ley:

a) Establécese un plazo de diez (10) años para el personal que se encontrara prestando

servicios a la fecha de la puesta en vigencia de la presente ley.

b) Exceptuase de dicho requisito a las personas que a la fecha de la puesta en vigencia de la

presente ley tengan como mínimo cuarenta (40) años de edad siempre y cuando su actividad

no implique la portación de armas de fuego.

c) Exceptuase de dicho requisito a las personas que a la fecha de la puesta en vigencia de la

presente ley tengan como mínimo cuarenta y cinco (45) años de edad, que sea personal

retirado de las fuerzas armadas, policiales o de seguridad con más de diez (10) años de

servicio.



Observaciones Generales:
#La presente norma contiene remisiones externas #



LEY Q - N° 1.931

Artículo 1°.- Apruébase el Convenio N° 1 celebrado con fecha 7 de enero de 2004, con el Ministerio

de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de

Buenos Aires, para la prestación de servicios de la Policía Federal Argentina, el que como Anexo A

forma parte integrante de la presente.



ANEXO
LEY Q – Nº 1.931

CONVENIO ENTRE EL MINISTERIO DE JUSTICIA, SEGURIDAD Y DERECHOS HUMANOS DE

LA NACION Y EL GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES PARA LA

PRESTACION DE SERVICIOS DE LA POLICIA FEDERAL ARGENTINA

En la Ciudad de Buenos Aires, a los siete días del mes de enero del año dos mil cuatro, el

MINISTERIO DE JUSTICIA, SEGURIDAD Y DERECHOS HUMANOS, en adelante “MJSDH”,

representado en este acto por el Señor Ministro, Dr. Gustavo Béliz, por una parte, con domicilio en

la calle Sarmiento 329, de la Ciudad de Buenos Aires, y por la otra parte el GOBIERNO DE LA

CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, representado en este acto por el Señor Jefe de

Gobierno, Dr. Aníbal Ibarra, con domicilio en la calle Bolívar Nº 1 de la Ciudad de Buenos Aires, en

adelante el “GCABA”; en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 129 de la Constitución

Nacional #, de la Ley Nº 24.059 #, del artículo 7º de la Ley Nº 24.588 # , de los artículos 34 y 35 del

Estatuto de la Ciudad de Buenos Aires # y del Convenio suscripto entre ambas jurisdicciones el 12

de noviembre de 2002 #, las partes suscriben el siguiente acuerdo con el objeto de establecer

organismos responsables de coordinar estudios, realizar análisis y diseñar acciones conjuntas para

la ejecución de políticas preventivas en materia de seguridad ciudadana, vinculadas a la

prevención del delito y mantenimiento de la seguridad pública para la Ciudad de Buenos Aires, en

los términos y con los alcances de las siguientes cláusulas:

Primera: –Dirección General de Policía Comunitaria-.

El MJSDH, a través de la Policía Federal Argentina (PFA), creará la Dirección General de Policía

Comunitaria en el ámbito de la Superintendencia de Seguridad Metropolitana, con la misión de

concentrar, analizar coordinar e instrumentar programas de seguridad ciudadana que se

establezcan consensuadamente entre las partes en materia contravencional, tránsito, seguridad en

parques, plazas, espacios verdes u otros lugares que se determinen y en todas aquellas acciones y

programas que resulten de la ejecución del Plan de Prevención del Delito.

Segunda: –Funciones-

La Dirección General de Policía Comunitaria prestará el auxilio de la fuerza pública a los

funcionarios del GCABA, actuará como auxiliar del Poder Judicial y del Ministerio Público de dicha

jurisdicción, sin perjuicio de la competencia que corresponde por Ley Orgánica a otras

dependencias de la PFA y coordinará los servicios que requieran el apoyo de otras áreas de la

PFA.



Tercera: –Comité Técnico de Seguridad Ciudadana-.

Créase el Comité Técnico de Seguridad Ciudadana (CTSC), el que tendrá la función de conocer,

analizar, coordinar e instrumentar los programas de protección comunitaria que se establezcan de

común acuerdo entre las partes en materia contravencional, tránsito, seguridad en parques y

plazas, espacios verdes y en todo otro sitio donde se entienda necesario contar con una mayor

presencia policial y en todas aquellas acciones y programas que resulten de la ejecución del Plan

de Prevención del Delito. Asimismo, coordinará el apoyo de servicios o prestaciones que se

requieran a otras áreas del GCABA.

El CTSC estará constituido por el Secretario de Seguridad Interior del MJSDH, el Secretario de

Justicia y Seguridad Urbana del GCABA y por el Superintendente de Seguridad Metropolitana de la

PFA y por los funcionarios u oficiales superiores que las partes designen.

El CTSC se reunirá una vez por semana de manera ordinaria y en forma extraordinaria cuando

alguna situación crítica o de importancia así lo imponga para diseñar los programas, afectar

recursos, establecer prioridades, fechas, horarios, plazos y lugares de ejecución, controlar el

cumplimiento y analizar los resultados obtenidos, con el objeto de aprobarlos o rediseñarlos.

Cuarta: –Recursos-

El GCABA y el MJSDH acuerdan la incorporación de quinientos (500) agentes de policía para ser

destinados específicamente a la Dirección General de Policía Comunitaria de la PFA.

El GCABA se obliga a tomar las previsiones presupuestarias y a transferir al MJSDH los fondos

necesarios para el financiamiento requerido que demanden los gastos del personal y equipamiento

destinados a la ejecución de los programas aprobados. El MJSDH afectará dichos recursos

exclusivamente a su cumplimiento.

Las partes, a través de la Secretaría de Seguridad Interior del MJSDH y la Secretaría de Justicia y

Seguridad Urbana del GCABA, acordarán, mediante acta de ejecución del presente convenio, la

metodología de incorporación de los agentes y la modalidad de la transferencia presupuestaria.

Previa lectura y ratificación de las cláusulas, se firman tres (3) ejemplares de un mismo tenor y a un

solo efecto, los que serán distribuidos de la siguiente forma: uno (1) para el Gobierno de la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires, uno (1) para el Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos

y uno (1) para la Policía Federal Argentina.

Observaciones Generales:
1. # El presente Anexo contiene remisiones externas #

2. Se deja constancia que las referencias al/los organismo/s consignados se refieren al/los

mencionado/s en la norma o aquel/los que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.



LEY Q - N° 2.189

RÉGIMEN DE ESCUELAS SEGURAS DE GESTIÓN PRIVADA

CAPÍTULO I

ALCANCES

Artículo 1°.- Créase el Régimen de Escuelas Seguras en los institutos educativos de gestión

privada incorporados a la enseñanza oficial de todos los niveles de enseñanza, bajo la jurisdicción

del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 2°.- Inclúyense también en el presente régimen:

a) Los institutos privados regulados por la Ley N° 621 #;

b) Los establecimientos de gestión estatal donde el servicio educativo se brinde a través de un

convenio particular entre el Ministerio de Educación y terceros.

c) Cooperativas con fines educativos con establecimientos incorporados a la enseñanza oficial

CAPÍTULO II

OBJETIVOS

Artículo 3°.- El presente régimen tiene por objeto la implementación de los lineamientos generales

de seguridad, destinados a promover en los institutos educativos estrategias de prevención de

accidentes, atención de emergencias, mejoramiento y actualización de infraestructura y de

equipamiento y la adopción de sistemas de protección y seguridad escolar en todas sus facetas.

Artículo 4°.- El Poder Ejecutivo promoverá las acciones necesarias para que los institutos

educativos objeto de la presente ley, que a la fecha de sanción de la misma estén funcionando, se

adecuen progresivamente al Régimen de Escuelas Seguras.

Artículo 5°.- Todo instituto comprendido en los artículos 1° ó 2° de la presente ley, y que se cree

con posterioridad a la sanción de la misma deberá disponer sin excepción de la Plataforma

Escuelas Seguras como requisito de comienzo de sus actividades.

Artículo 6°.- El Poder Ejecutivo desarrollará programas tendientes a optimizar las condiciones

generales de seguridad y a la toma de conciencia por parte de la población escolar de los

comportamientos adecuados a observar para la existencia de escuelas seguras, mediante:



a. La promoción de medidas, incluyendo incentivos fiscales y/o facilidad de acceso a créditos

bancarios, que posibiliten la adecuación de los edificios escolares, ya sea en infraestructura,

equipamiento o instalaciones, a los estándares actualizados en materia de seguridad que

establezca la autoridad de aplicación.

b. La conformación de plataformas de seguridad escolar destinadas a prevenir sobre las

situaciones que ponen en riesgo la salud y la integridad física de la población escolar y a

sistematizar la implementación de prácticas y comportamientos en materia de seguridad.

c. La sistematización de mecanismos de control de las condiciones edilicias, de carácter

periódico que certifiquen la calidad del servicio educativo en materia de seguridad.

CAPÍTULO III

DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 7°.- Son Autoridades de Aplicación de la presente Ley los Ministerios de Educación y de

Gobierno, o los que en el futuro los reemplacen, que al efecto conformarán una Unidad Ejecutora.

Artículo 8°.- Son funciones de la Unidad Ejecutora las siguientes:

a. Elaborar un Plan Básico de Normas y Procedimientos para prevenir y actuar en situaciones

de emergencia.

b. Fijar los estándares de seguridad, que serán revisados anualmente y actualizados en función

de los avances tecnológicos y metodológicos. A tal fin podrá solicitar asesoramiento a

organismos, instituciones y/o especialistas en seguridad de carácter público y/o privado.

c. Conformar un Consejo Asesor, integrado por representantes de los institutos educativos de

gestión privada, a los fines de coordinar con los mismos las acciones necesarias para cumplir

con los objetivos de la presente ley.

d. Fijar el reglamento de representación y funcionamiento del Consejo Asesor, el que deberá

contar con un Comité Ejecutivo.

e. Establecer los lineamientos generales y básicos de la Plataforma Escuelas Seguras, en

consulta con el Consejo Asesor, compuesta por dispositivos adecuados, a los fines del

artículo 11.

f. Establecer, en forma conjunta con el Consejo Asesor, el cronograma de adecuación de los

institutos educativos existentes, comprendidos en los artículos 1° y 2° de la presente, al

Régimen de Escuelas Seguras.

g. Administrar el fondo de financiamiento previsto en el artículo 21 para obras de infraestructura

edilicia en materia de seguridad estableciendo reglas para la asignación de los recursos, con

el asesoramiento del Consejo Asesor.



h. Establecer los criterios de asistencia financiera a los institutos educativos, mediante líneas de

crédito bancario y/o incentivos fiscales, a fin de asistirlos en la resolución de las carencias o

deficiencias de infraestructura, instalaciones o equipamiento.

i. Determinar, en conjunto con el Comité Ejecutivo del Consejo Asesor, la idoneidad y la

capacitación que deberán poseer los Referentes de Seguridad para los institutos educativos

comprendidos en la presente Ley, de conformidad con las normas reglamentarias pertinentes.

j. Establecer, en conjunto con el Consejo Asesor, los contenidos de los cursos obligatorios de

capacitación para los Referentes de Seguridad. Los cursos de capacitación estarán a cargo

de profesionales idóneos y se dictarán conforme lo determine la reglamentación.

k. Aprobar los cursos de capacitación, dictados por terceros, en sustitución de los dictados por

la Unidad Ejecutora, para que sean válidos para los Referentes de Seguridad. La aprobación

debe ser previa al dictado de los cursos.

l. Recomendar al Ministerio con competencia en materia de seguridad, en el caso de los

institutos educativos que por haber sido construidos con anterioridad a la normativa vigente y

así lo soliciten, por vía de alternativa, la eximición de alguna mejora o requisito, o, en su

defecto la aprobación de alternativas compensatorias o subsistencias, siempre que no se

vean afectadas las condiciones de seguridad, higiene y funcionamiento.

La solicitud del instituto educativo se efectuará mediante informe técnico fundado al respecto, el

que estará suscripto por profesional matriculado.

CAPÍTULO IV

DE LA PLATAFORMA ESCUELAS SEGURAS

Artículo 9°.- Se entiende por Plataforma Escuelas Seguras al conjunto de dispositivos de aplicación

elaborado por cada instituto comprendido en los artículos 1° y 2° de la presente.

Artículo 10.- El diseño de la estructura de la Plataforma Escuelas Seguras contendrá como mínimo

los siguientes dispositivos:

a. El mapa de riesgo.

b. La ficha de diagnóstico, evaluación y medidas correctivas.

c. El Plan Básico de Normas y Procedimientos.

d. El Plan de Autoprotección.

e. Listado de los Referentes de Seguridad, incluidos sus datos personales y los horarios en que

se desempeñan. Esta información deberá ser actualizada cada vez que sea modificada.

Artículo 11.- Cada instituto educativo deberá elaborar cada uno de los dispositivos de la Plataforma

Escuelas Seguras conforme a su especificidad.



CAPÍTULO V

DEL PLAN DE AUTOPROTECCIÓN Y DE LOS REFERENTES DE SEGURIDAD ESCOLAR

Artículo 12.- Se entiende por Plan de Autoprotección a las disposiciones referidas a las condiciones

y conductas imprescindibles que deberá observar una comunidad educativa para afrontar sin ayuda

externa y de forma inmediata situaciones de riesgo moderado, debiendo contar con las

instrucciones básicas y los medios necesarios para tal fin.

Artículo 13.- El Plan de Autoprotección tendrá en cuenta las características de cada instituto

educativo, revisado y actualizado periódicamente o modificado específicamente en caso de

reformas significativas en las instalaciones escolares.

Artículo 14.- El Plan de Autoprotección fija los ejercicios de evacuación y la periodicidad con que se

efectuarán. El Plan preverá que, en caso de necesidad, la asistencia de los medios especializados

se realice en forma controlada y mitigando o suprimiendo riesgos. Dispone asimismo de las

características y ubicación de la señalética adecuada a los fines de la evacuación. La señalética

deberá ser clara, visible y comprensible para todos los miembros de la comunidad educativa.

Artículo 15.- Podrán ser designados Referentes de Seguridad:

a. Las mismas personas que tienen a su cargo el cumplimiento de las acciones previstas en la

Ley N° 1.346 #. En dicho caso, las funciones del Director de Evacuación, Jefe Técnico y Jefe

de Seguridad, mencionadas en la Ley N° 1.346 #, se incorporan a las enunciadas en el

artículo 16 de la presente ley.

b. Docentes del instituto educativo.

La Unidad Ejecutora determinará la proporción de docentes Referentes de Seguridad para

instituto educativo.

Artículo 16.- Son funciones de los Referentes de Seguridad:

a. Participar en la aplicación de la Plataforma Escuelas Seguras.

b. Participar en la elaboración del Plan de Autoprotección.

c. Asentar, en un libro de actas -que al efecto dispondrá cada instituto educativo- las

características, incidencias observadas y resultado de los ejercicios de evacuación realizados

de conformidad con el Plan de Autoprotección.

d. Producir los informes pertinentes para las autoridades del instituto educativo sobre las

reparaciones inmediatas de equipos e instalaciones que afecten la seguridad.



e. Proponer normas de seguridad y criterios de aplicación específicos para el instituto en el cual

se desempeña.

Artículo 17.- La Unidad Ejecutora reglamentará, atendiendo las características edilicias, población

escolar, niveles, turnos y modalidad de enseñanza la cantidad de Referentes de Seguridad que

debe tener cada instituto educativo.

CAPÍTULO VI

DE LOS INSTITUTOS EDUCATIVOS

Artículo 18.- Es responsabilidad de los institutos educativos comprendidos en la presente ley y de

sus representantes legales:

a. Suministrar la información solicitada por la Unidad Ejecutora.

b. Designar al personal afectado como Referente de Seguridad, conforme a los criterios

definidos por la Unidad Ejecutora, en conjunto con el Consejo Asesor.

c. Completar e informar a la Unidad Ejecutora, en conjunto con el/los Referente/s de Seguridad,

la ficha de relevamiento de la Plataforma Escuelas Seguras. La ficha de relevamiento se

confecciona anualmente o cada vez que se produzcan modificaciones.

d. Establecer un enlace entre el instituto educativo y la Unidad Ejecutora a los fines de la

actualización continua de los recursos, los criterios y la normativa, a través del Consejo

Asesor.

e. Controlar la aplicación de la Plataforma Escuelas Seguras en su Instituto;

f. Alentar toda instancia de formación en cultura preventiva proponiendo estrategias

complementarias a las curriculares tales como la confección de afiches, la organización de

eventos, conferencias, cursos, y cualquier otra actividad, relacionada con los temas que son

objeto de la presente ley.

g. A requerimiento de los padres o tutores de los escolares que concurran, o prevean concurrir,

a los institutos comprendidos en el Régimen de la presente ley, las autoridades educativas

exhibirán copia de la ficha de relevamiento.

CAPÍTULO  VII

DE LOS MECANISMOS DE CONTROL

Artículo 19.- El Poder Ejecutivo determina la autoridad de contralor que verifica el cumplimiento de

lo establecido en la presente ley sin perjuicio de lo dispuesto en la Ordenanza N° 33.266 # - Código

de Habilitaciones y Verificaciones; Ordenanza N° 34.421 #- Código de la Edificación; Ley N° 962 #-



de Accesibilidad Física; Ley N° 1.346 # del Plan de Evacuación y Simulacros y sus

reglamentaciones.

Artículo 20.- A los efectos del seguimiento y control legislativo de la implementación de la presente

y sus acciones ulteriores, la Unidad Ejecutora remitirá antes del 30 de julio de cada año, a la

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, un informe técnico sobre la aplicación de la

ley en cada instituto.

CAPÍTULO VIII

DE LOS RECURSOS

Artículo 21 - Créase el "Fondo de Financiamiento para la Adecuación de la Infraestructura Edilicia"

conforme los lineamientos que en la materia establece la presente ley, estando comprendidos

como beneficiarios del fondo aquellos establecimientos educativos de gestión privada

comprendidos en los arts. 1° y 2° de la presente ley que reciban entre setenta y cinco por ciento

(75%) y cien por ciento (100%) de aportes estatales.

La autoridad de aplicación, determinará en cada caso el porcentaje de financiamiento, de

conformidad con la evaluación técnica realizada por la unidad ejecutora para el caso, pudiendo

llegar al cien por ciento (100%) de las obras correspondientes a la adecuación de cada institución.

Asimismo, la autoridad de aplicación fijará los términos y condiciones para la devolución de los

créditos que pudieran otorgarse en un plazo que no podrá exceder los cuatro (4) años de la fecha

de otorgamiento del crédito.

El fondo cesará automáticamente cuando la autoridad de aplicación considere cubiertos los gastos

emergentes de la adecuación de la infraestructura, debiendo comunicar dicha situación

inmediatamente a la Legislatura, momento a partir del cual los reintegros por los créditos otorgados

ingresarán a la cuenta única del tesoro.

Artículo 22 - El Fondo creado en la presente ley, estará constituido por:

a) La partida que anualmente se determine en la Ley del Presupuesto General de Gastos y

Cálculo de Recursos del ejercicio correspondiente.

b) El recupero de los créditos que pudieren otorgarse en el marco del financiamiento establecido

en el art. 21.

c) Legados y donaciones efectuados con el fin específico destinado a la adecuación edilicia

establecida por aplicación de la presente ley.

d) Otros recursos con afectación específica al cumplimiento de la presente ley.



Artículo 23 - A los efectos de la implementación de la presente Ley se imputarán los gastos

conforme a:

a) La creación de una partida especial destinada a la Unidad Ejecutora.

b) La creación de una partida especial destinada a los docentes referentes de seguridad, en los

casos que corresponda, para los institutos educativos que reciben aportes, de conformidad a

la proporción del máximo aporte que reciben.

CAPÍTULO IX

SANCIONES

Artículo 24.- El incumplimiento de lo establecido por la presente ley dará lugar a la aplicación de

sanciones previstas en el Régimen de Faltas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

CAPÍTULO X

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 25.- Ratifícase lo normado por las Resoluciones Nros. 69-SG/00 #, 115-SG/00 # y Conjunta

22/SEGU # y SED/05 # hasta la elaboración de la normativa aplicable por parte de la Unidad

Ejecutora.

Artículo 26.- La Unidad Ejecutora arbitrará los medios para que una vez finalizado el período de

adecuación, conforme al cronograma del punto f) del artículo 8°, que se encuentre disponible en la

página web del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la nómina de los institutos

educativos que cumplen y los que no cumplen con el Régimen de Escuelas Seguras.

Observaciones Generales:
#La presente norma contiene remisiones externas #



LEY Q - N° 2.220

Artículo 1°.- Créase el Registro de Prestadores del Servicio de Guardia de Bomberos a fin de

cumplir con lo exigido por el artículo 5°, inciso 2 del Decreto de Necesidad y Urgencia 1/05 #

ratificado por Resolución N° 613 de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires #.

Artículo 2°.- Podrán inscribirse en el citado Registro: a) bomberos profesionales retirados; b)

bomberos voluntarios en actividad o retirados; c) personal técnico idóneo en la prevención y

extinción de incendios pertenecientes a prestadoras de seguridad privada.

Artículo 3°.- A los fines del cumplimiento del artículo 5°, inciso 2 del Decreto de Necesidad y

Urgencia N° 1/05 # y de acuerdo a lo que establezca la reglamentación respectiva, es obligatoria la

contratación de servicios de bomberos, profesionales en actividad, o que se encuentren inscriptos

en el Registro mencionado en el artículo 1° de la presente ley.

Observaciones Generales:
# La presente Norma contiene remisiones externas #



LEY Q - N° 2.458

Artículo 1° - Otórgase un subsidio en reconocimiento al valor y sacrificio para todos aquellos

agentes de cuerpos activos de las Asociaciones de Bomberos Voluntarios de la Ciudad Autónoma

de Buenos Aires que, en actos del servicio o a causa de los mismos, hayan fallecido o sufrido

incapacidades absolutas y permanentes.

Artículo 2° - El subsidio se otorga por única vez y su monto es el equivalente a cincuenta (50)

veces el monto total sujeto a aportes previsionales que percibe mensualmente un Sargento Primero

del Escalafón de Bomberos de la Policía Federal Argentina, al momento de hacerse efectivo.

Artículo 3° - En caso de incapacidad absoluta y permanente a causa de actos de servicio, los

beneficiarios deberán presentar la documentación pertinente, que determine la reglamentación, a

fin de corroborar la misma.

Artículo 4° - En caso de fallecimiento del agente, el subsidio será asignado a sus derechohabientes

según el orden establecido por el artículo 53 de la Ley Nacional N° 24.241 (Sistema Integrado de

Jubilaciones y Pensiones) #.

Artículo 5° - Los gastos que demanden el cumplimiento de la presente ley serán imputados en las

partidas presupuestarias correspondientes.

Observaciones Generales:

#Esta norma contiene referencias externas#



LEY Q - Nº 2.553

Artículo 1°.- Clasificación- A los efectos de clasificar establecimientos, actividades, sitios, zonas,

maquinarias, elementos o sustancias; objetos del control comunal; que importen un riesgo mayor

para la seguridad de las personas y de sus bienes y con la finalidad de otorgar habilitaciones y

permisos, ejecutar procedimientos de fiscalización y control, planificar, evaluar, prevenir,

inspeccionar y en general realizar funciones de control comunal; establézcase el criterio de

criticidad, conforme a los parámetros objetivos que establece la normativa vigente y la presente ley.

Asimismo, el mencionado criterio será observado para la elaboración y el dictado de normas

legislativas y administrativas.

Artículo 2°.- Criticidad-: Es el criterio atribuido, por la ley y la reglamentación, a un establecimiento,

actividad, sitio, zona, maquinaria, elemento o sustancia, debido a que por sus características,

importan un riesgo mayor para las personas y sus bienes. El Poder Ejecutivo elaborará un catálogo

de establecimientos, actividades, maquinarias, elementos y sustancias críticos y de alta criticidad a

los efectos de llevar a cabo las acciones previstas en el artículo 1°, en especial las de prevención,

fiscalización y control.

Artículo 3°.- Establecimientos Críticos-:

a. Los que requieran habilitación previa para funcionar.

b. Los que requieran por sus características un procedimiento especial contra incendio

conforme a la normativa vigente y a la reglamentación de la presente ley.

c. Los de gran afluencia o permanencia de personas según lo establezca la reglamentación.

d. Los establecimientos en los que se depositen: maquinaria; sustancias peligrosas,

inflamables o altamente combustibles; según lo establezca la reglamentación.

e. Los depósitos de alimentos y medicamentos.

f. Las fábricas, talleres textiles y otros que establezcan la reglamentación.

Artículo 4°.- Actividades Críticas-:

a. Las que se desarrollen en los establecimientos enunciados en el artículo 3°, con excepción

de aquellos comprendidos en el inciso a- y que la reglamentación establezca que no importan un

riesgo mayor para la seguridad de las personas y sus bienes.

b. El transporte público de pasajeros y mercaderías.

c. Las de obra, mantenimiento, reparación o demolición de construcciones y las realizadas

subterráneamente o en altura.

d. Las que se desarrollen en sitios que produzcan un impacto ambiental relevante.

e. Las que se desarrollen bajo la influencia de energía eléctrica, nuclear u otra riesgosa.



f. Las que se desarrollen en horario nocturno según lo establezca la reglamentación.

g. Las de seguridad, vigilancia o cuidado de personas con alguna discapacidad.

Artículo 5°.- Maquinarias, Elementos y Sustancias Críticas-: Son aquellas que según la normativa

vigente y según lo determine la reglamentación, importan un riesgo mayor para las personas y sus

bienes.

Artículo 6°.- Estado de Emergencia-:

El Poder Ejecutivo o la Legislatura podrán declarar el estado de emergencia de un tipo de

actividad, establecimiento, zona o del expendio, consumo, transporte, almacenamiento de

sustancia y aplicar las medidas necesarias que le confieren las leyes para prevenir, mitigar o

subsanar las causas que dieron origen al estado de emergencia.

Artículo 7°.- Medidas-: Sin perjuicio de lo establecido en la legislación vigente el Poder Ejecutivo

podrá adoptar las siguientes medidas por tiempo determinado.

a. Restrictivas: de horario de funcionamiento, del uso de sectores de un establecimiento, de

cantidades de elementos almacenados, para expendio, transporte o uso; de transitar en

determinado horario o por determinada zona, de disminución de la capacidad permitida de

permanencia de público.

b. Las que impongan el uso de determinados elementos de seguridad.

c. Las que requieran la intervención de personal especializado o la capacitación del existente.

Artículo 8°.- -Suspensión- La suspensión total de una determinada actividad, o del funcionamiento

de un tipo de establecimiento, o del transporte, almacenamiento, uso o expendio de un

determinado elemento, sustancia o maquinaria, deberá seguir el trámite dispuesto en el artículo

103 de la Constitución #.

Observaciones Generales:
# La presente Norma contiene remisiones externas #



LEY Q - Nº 2.593

Artículo 1° - Objeto-. Créase en el ámbito del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el

programa de diagnóstico, prevención del delito y situaciones de violencia y conflicto, denominado

Sistema de Información para la Prevención Comunitaria del Delito y la Violencia (SIPREC).

Artículo 2° - Características-. El SIPREC desarrolla técnicas y metodologías que, mediante la

participación ciudadana, posibilitan elaborar muestreos poblacionales que proporcionan

información cuantitativa aproximada de hechos delictivos y situaciones de violencia, y conflicto

ocurridos en el territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las características de los

mismos.

Artículo 3° - Implementación-. El SIPREC recaba información cuantitativa y cualitativa sobre delitos

y situaciones de violencia y conflicto ocurridos en el territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires, proporcionada directamente por los vecinos, hayan o no puesto en conocimiento del hecho a

las fuerzas de seguridad y/o al Ministerio Público. Dicha información es proporcionada por el vecino

a través de los Coordinadores Comunitarios del Plan de Prevención del Delito (PPD) y a través del

sitio web del Gobierno de la Ciudad al que podrán acceder mediante una clave única, personal e

intransferible que se proporcionará a través de solicitud por correo electrónico o en los Centros de

Gestión y Participación Comunal y en el futuro en las sedes de las Comunas.

Artículo 4° - Dependencia-. El SIPREC funciona en el ámbito de la Dirección General de Políticas

de Seguridad y Prevención del Delito, del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o en

el Área que la reemplace en el futuro.

Artículo 5° - Funciones-. El Sistema de Información para la Prevención Comunitaria del Delito y la

Violencia (SIPREC) tiene las siguientes funciones:

a) Elaborar y mantener actualizadas las estadísticas de victimización, percepción del delito y

evaluación del desempeño policial de la Ciudad sobre la base de la información recabada.

b) Brindar pautas y prioridades para la elaboración de los cuestionarios de las encuestas de

victimización, percepción y evaluación.

c) Realizar en forma anual una encuesta domiciliaria de victimización, percepción y evaluación.

d) Identificar situaciones conflictivas locales en los barrios de la Ciudad, especialmente aquellas

que preocupan en forma prioritaria a la población.

e) Efectuar estudios comparativos de las estadísticas oficiales de criminalidad con la información

recabada y las encuestas anuales de victimización.



f) Incorporar a la comunidad a las tareas de prevención del delito y la violencia, impulsando la

participación en la formulación de propuestas que contribuyan a este fin y dialogando en forma

permanente con foros y asambleas vecinales, organizaciones no gubernamentales, consejos

profesionales, asociaciones civiles y con la ciudadanía en general.

g) Desarrollar acciones tendientes a fortalecer la comunicación de la comunidad con la policía,

fuerzas de seguridad e instituciones gubernamentales encargadas de su seguridad, reactivando el

flujo de información a través de las asambleas mensuales del Plan de Prevención del Delito

mediante audiencias en los Centros de Gestión y Participación Comunal, y en el futuro en las sedes

de las Comunas, en las que se invitará a los funcionarios de los organismos competentes en la

materia y de las fuerzas de seguridad a que respondan preguntas y escuchen propuestas de los

vecinos.

h) Desarrollar, investigar y publicar estudios e informes con el fin de que la población conozca las

causas y factores que confluyen en el fenómeno complejo de la criminalidad.

Artículo 6° - Seguimiento legislativo-. El SIPREC debe remitir anualmente un informe de gestión a

la Legislatura, que incluya toda la información recabada y publicada.

Artículo 7° - Anonimato de la información-. La base de datos del SIPREC, no podrá consignar

información que permita identificar a las personas encuestadas, denunciantes o que por cualquier

motivo suministren información o datos personales.

Artículo 8° - Acceso de la información-. La información producida por el SIPREC, su publicación y

actualización es de libre acceso a través del sitio web del Gobierno de la Ciudad.

Artículo 9° - Financiamiento-. Los gastos que demande la implementación y vigencia de la presente

ley se imputarán a una partida presupuestaria específica correspondiente al ejercicio económico

vigente y a los subsiguientes, a fin de garantizar el funcionamiento del programa.

Artículo 10 – Reglamentación-. La reglamentación de la presente ley se efectuará dentro de los

noventa (90) días a partir de su publicación.



LEY Q - N° 2.602

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º.- Objeto. La presente ley regula la utilización por parte del Poder Ejecutivo de

videocámaras para grabar imágenes en lugares públicos y su posterior tratamiento, estableciendo

específicamente el régimen de garantías de los derechos fundamentales y libertades públicas de

los ciudadanos que habrá de respetarse ineludiblemente en las sucesivas fases de grabación y uso

de las imágenes.

Artículo 2º.- Principios generales para la utilización de videocámaras-. La utilización de

videocámaras está regida por el principio de proporcionalidad y razonabilidad, en su doble versión

de procedencia y de intervención mínima. La procedencia determina que sólo podrá emplearse la

videocámara cuando resulte adecuado, en una situación concreta, para asegurar la convivencia

ciudadana, la utilización pacífica de las vías y espacios públicos, la elaboración de políticas

públicas de planificación urbana, así como para la prevención de faltas e infracciones relacionadas

con la seguridad pública. La intervención mínima exige la ponderación en cada caso, entre la

finalidad pretendida y la posible afectación por la utilización de la videocámara al derecho a la

propia imagen, a la intimidad y a la privacidad de las personas, de conformidad con los principios

consagrados en nuestra Constitución Nacional y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

TÍTULO II

DE LAS VIDEOCÁMARAS INSTALADAS POR EL PODER EJECUTIVO

Artículo 3º.- Principios para la disposición de videocámaras. La instalación de videocámaras por

parte del Poder Ejecutivo será procedente en la medida en que resulten de utilidad concreta a fin

de proporcionar información necesaria para adoptar eventuales medidas de gobierno relacionadas

con la utilización del espacio público.

Artículo 4º.- Límites a la utilización de videocámaras. El Poder Ejecutivo no podrá utilizar

videocámaras para tomar imágenes del interior de propiedades privadas, salvo por autorización

judicial expresa. Podrán instalarse videocámaras en espacios públicos de acuerdo a los principios

establecidos en la presente Ley, salvo cuando se afecte de forma directa y grave la intimidad de las

personas. En ningún caso las videocámaras podrán captar sonidos, excepto en el caso que sea

accionado el dispositivo de emergencia, y al solo efecto de establecer la comunicación con el

solicitante. La captación de sonidos se deberá desactivar automáticamente a los tres (3) minutos de



pulsado el dispositivo y únicamente podrá reactivarse mediante una nueva pulsación del dispositivo

de emergencia. El sistema impedirá su activación por parte del operador del centro de monitoreo.

En el supuesto que en forma accidental se obtuviesen imágenes cuya captación resulte violatoria

de la presente Ley, las mismas deberán ser destruidas inmediatamente por quien tenga la

responsabilidad de su custodia.

Artículo 5º.- Alcance analógico. Las referencias a videocámaras contenidas en esta Ley, se

entenderán hechas a cualquier medio técnico análogo y, en general, a cualquier sistema que

permita las grabaciones previstas en esta ley.

Artículo 6º.- Efectos jurídicos. La captación y almacenamiento de imágenes en los términos

previstos en esta ley, así como las actividades preparatorias, no se considerarán intromisiones

ilegítimas en el derecho a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, siempre y cuando no

contradigan lo establecido en la Constitución Nacional, la Constitución de la Ciudad, la Ley N°

25.326 # y la Ley N° 1.845 #.

Artículo 7º.- Utilización de las grabaciones. La obtención de imágenes según lo establecido en la

presente Ley no tendrá por objetivo la formulación de denuncias judiciales por parte de la autoridad

de aplicación. Sin perjuicio de esto, la autoridad de aplicación pondrá la cinta o soporte original de

las imágenes en su integridad a disposición judicial con la mayor celeridad posible.

Si la grabación captara hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones administrativas, se

remitirán al órgano competente, igualmente de inmediato, para el inicio del oportuno procedimiento

sancionatorio.

Artículo 8º.- Límites en la utilización de las grabaciones. El acceso a toda información obtenida

como consecuencia de las grabaciones será restrictivo a aquellos funcionarios que el Poder

Ejecutivo individualmente determine, por razón de su función específica. Se prohíbe la cesión o

copia de las imágenes salvo en los supuestos previstos en la presente ley. Cualquier persona que

por razón del ejercicio de sus funciones tenga acceso a las grabaciones deberá observar la debida

reserva, confidencialidad y sigilo en relación con las mismas, siéndole de aplicación, en caso

contrario, lo dispuesto en la legislación penal. Cuando no haya lugar a exigir responsabilidades

penales, las infracciones a lo dispuesto en la presente Ley serán sancionadas con arreglo al

régimen disciplinario correspondiente a los infractores y, en su defecto, con sujeción al régimen de

sanciones en materia de protección de datos de carácter personal.

Artículo 9º.- Destrucción de las grabaciones. Las grabaciones son destruidas una vez transcurridos

sesenta (60) días corridos desde su captación, mientras que no deberán destruirse las grabaciones



que estén relacionadas con infracciones penales o administrativas en materia de seguridad pública,

con una investigación policial en curso o con un procedimiento judicial o administrativo abierto.

Artículo 10.- Autoridad de aplicación. El Poder Ejecutivo determina de acuerdo a las competencias

establecidas por la Ley de Ministerios, el Ministerio que se desempeñará como autoridad de

aplicación, el que tendrá a su cargo la custodia de las imágenes obtenidas y la responsabilidad

sobre su ulterior destino, incluida su inutilización o destrucción.

Artículo 11.- Registro. La autoridad de aplicación competente debe crear un Registro en el que

figuren todas las videocámaras que se hayan instalado, especificando su estado operativo y otros

datos que puedan resultar de interés a su juicio.

Artículo 12.- Garantías.

a) La existencia de videocámaras, así como la autoridad responsable de su aplicación, debe

informarse mediante un cartel indicativo de manera clara y permanente, excepto orden en

contrario por parte de autoridad judicial.

b) Toda persona interesada podrá ejercer, ante autoridad judicial competente, los derechos de

acceso y cancelación de las grabaciones en que razonablemente considere que figura,

acreditando los extremos alegados.

c) La autoridad de aplicación deberá publicar en la página web del Gobierno de la Ciudad de

Buenos Aires los puntos en los cuales se instalen videocámaras.

Artículo 13.- Instalaciones que requieran la afectación de propiedades privadas. El/los propietario/s

de los bienes afectados por las instalaciones reguladas en esta Ley, o quienes los posean por

cualquier título, están obligados a facilitar y permitir su colocación y mantenimiento, sin perjuicio de

la necesidad de obtener, de parte de la autoridad de aplicación, en su caso, la autorización judicial

correspondiente, y de las indemnizaciones que procedan según las leyes vigentes.

Artículo 14.- Plazos. El Poder Ejecutivo, en el plazo de dos (2) meses desde la entrada en vigor de

esta Ley, aprobará las disposiciones reglamentarias necesarias para su ejecución y desarrollo.

TÍTULO III

DE LAS VIDEOCÁMARAS INSTALADAS EN ESPACIOS PRIVADOS DE ACCESO PÚBLICO

Artículo 15.- Obligaciones: Aquellos establecimientos privados que instalen videocámaras en los

espacios de acceso público están obligados a guardar las imágenes que las mismas registren por



el término mínimo de treinta (30) días, las que podrán ser requeridas por autoridad judicial en caso

de existir una investigación de un hecho ilícito en curso que pueda ser esclarecido por las mismas.

Artículo 16.- Los titulares de establecimientos privados que posean cámaras de video vigilancia tipo

domo o de tecnología similar que capten imágenes exclusivamente del espacio público, deberán

proceder a inscribirse en un registro creado a tal efecto por la autoridad de aplicación. Dichas

cámaras serán susceptibles de formar parte de la red de cámaras de video vigilancia perteneciente

al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires cuando la autoridad de aplicación así lo requiera.

Artículo 17.- Alcance. El uso e instalación de videocámaras por parte de los particulares está

regido, en lo pertinente, por los artículos 4°, 5°, 7 y 12 de la presente ley.

CLÁUSULA TRANSITORIA PRIMERA: Los establecimientos privados alcanzados por la obligación

emanada del artículo 16 de la presente ley, tendrán un plazo de un (1) año contados a partir de la

creación del registro para inscribirse en el mismo.

LEY Q - N° 2.602

TABLA DE ANTECEDENTES

Artículo del Texto
Definitivo

Fuente

1/8 Texto Consolidado

9 Ley 5.207, art. 1

10/17 Texto Consolidado

Cláusula Transitoria Primera Texto Consolidado

LEY Q - N° 2.602

TABLA DE EQUIVALENCIAS

Número de artículo
del Texto Definitivo

Número de artículo del Texto
de Referencia (Ley 2602,

Texto Consolidado)

Observaciones



La numeración de los artículos del presente Texto Definitivo corresponde a la numeración del Texto

Consolidado Ley N° 5.454

Observaciones Generales:
1. # La presente norma contiene remisiones externas #

2. Se han adecuado las remisiones internas.

3. Se deja constancia que el Texto Consolidado es el aprobado por la Ley 5454.

4. Por su Artículo 1º la Ley Nº 5207 sustituyó el Artículo 11 de la Ley Nº 2602, que según su

Texto Consolidado aprobado por la Ley Nº 5454, fue reenumerado como Artículo 9º.



LEY Q - N° 2.758

Artículo 1° - El Poder Ejecutivo realiza anualmente una campaña de concientización y

sensibilización sobre los riesgos del uso y tenencia de armas de fuego.

Artículo 2° - La campaña de concientización y sensibilización tendrá por objeto difundir los

principios de reducción de la violencia y la promoción de la paz con la finalidad de contribuir a la

eliminación de armas pequeñas y medianas que circulan entre la población civil.

Artículo 3° - La campaña debe ser realizada en establecimientos educativos en todos sus niveles,

hospitales públicos y en conjunto con organizaciones políticas, sociales, culturales, comunales,

vecinales y barriales.

Artículo 4° - Los gastos que demande la ejecución de la presente ley serán imputados a la partida

presupuestaria correspondiente.



LEY Q - N° 2.819

Artículo 1°.- Instituyese el día 2 de febrero como "Día del Agente de Vigilancia y Seguridad de la

Ciudad Autónoma de Buenos Aires".



LEY Q - Nº 2.854

REGISTRO ÚNICO DE TÉCNICOS/AS INSTALADORES/AS DE SISTEMAS DE VIGILANCIA,

MONITOREO Y ALARMA ELECTRÓNICA

Artículo 1°.- Creación-. Créase el Registro Único de Técnicos/as Instaladores/as de Sistemas de

Vigilancia, Monitoreo y Alarma Electrónica, en el ámbito de la Dirección General de Seguridad

Privada del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 2°.- Definición-. A los efectos de la presente se entiende por Técnicos/as Instaladores/as a

los encargados de realizar el tendido de cables y/o fibras ópticas para la instalación de cámaras

(CCTV), dispositivos satelitales para localización y dispositivos de detección de movimientos y

apertura de puertas y ventanas, y otros elementos que se comercialicen que cumplan funciones

similares a las mencionadas.

Artículo 3°.- Técnicos Instaladores. Requisitos-. Los Técnicos/as Instaladores/as a registrarse

deben cumplir con los siguientes requisitos: 1. Ser mayor de dieciocho (18) años. 2. Ser ciudadano

argentino, o extranjero con dos (2) años de residencia permanente en el país. 3. Poseer certificado

de capacitación técnico habilitante correspondiente a la actividad, otorgado por establecimiento

público o privado incorporado a la enseñanza oficial, de acuerdo a los estándares reconocidos por

los organismos técnicos pertinentes, que la autoridad de aplicación determine. 4. Certificado de

Reincidencia.

Artículo 4°.-Empresas-. Las Empresas que brinden servicios de sistemas de vigilancia, monitoreo y

alarma electrónica, deben contar con técnicos/as inscriptos en el registro creado por la presente

Ley, los cuales son los únicos autorizados para la instalación de dichos servicios.

Observaciones Generales:
Se deja constancia que las referencias al/los organismos consignados se refieren al/los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.



LEY Q - N° 2.883

Artículo 1°.- La presente Ley tiene por objeto regular la realización de una encuesta de

victimización en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, conforme lo establecido en el artículo 5°

de la Ley N° 2.593 # (BOCBA N° 2875).

Artículo 2°.- La encuesta de victimización será llevada a cabo, cada año, por la Dirección General

Políticas de Seguridad y Prevención del Delito, del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires o el

organismo que en el futuro asuma sus competencias, quien tiene la responsabilidad operativa de la

misma, desde la presentación anual del proyecto de encuesta, hasta su publicación.

Artículo 3°.- El Ministerio de Justicia y Seguridad de la Ciudad de Buenos Aires, presentará el

proyecto de encuesta al Consejo de Seguridad y Prevención del Delito de la Ciudad, para su

consideración, en su primera sesión plenaria de cada año. El proyecto deberá contener el plan de

trabajo para el desarrollo de la encuesta.

Artículo 4°.- La encuesta de Victimización de la Ciudad de Buenos Aires, deberá tomar en cuenta

las recomendaciones establecidas por la Organización de Naciones Unidas, a través de su órgano

especial UNICRI (Instituto Interregional de las Naciones Unidas para Investigaciones sobre la

Delincuencia y la Justicia).

Artículo 5°.- La Encuesta de Victimización podrá ser producida con medios y recursos propios del

Gobierno, o tercerizada a través de convenios con entes estatales o universidades que formen

parte del Sistema Educativo Nacional.

Artículo 6°.- El resultado de la Encuesta Anual de Victimización de la Ciudad de Buenos Aires

deberá ser publicado en la página Web de la Ciudad y en papel, en la forma y cantidad de

ejemplares que la autoridad de aplicación determine, a los efectos de su distribución académica, a

organizaciones no gubernamentales y órganos de gobierno.

Artículo 7°.- Los gastos que demande la presente Ley serán imputados a la partida presupuestaria

correspondiente.

Observaciones Generales:
1. #La presente Norma contiene remisiones externas #



2. Se deja constancia que las referencias al/los organismo/s consignados se refieren al/los

mencionado/s en la norma o aquel/los que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.



LEY Q - Nº 2.894

LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA

TITULO I

EL MARCO GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS

AIRES

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1° - La presente Ley establece las bases jurídicas e institucionales fundamentales del

sistema de seguridad pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en lo referente a su

composición, misión, función, organización, dirección, coordinación y funcionamiento, así como las

bases jurídicas e institucionales para la formulación, implementación y control de las políticas y

estrategias de seguridad pública.

Artículo 2° - A los fines de la presente Ley se define como seguridad pública a la situación de

hecho basada en el derecho en la cual se encuentran resguardadas la libertad, la vida y el

patrimonio de los habitantes, sus derechos y garantías y la plena vigencia de las instituciones del

sistema representativo, republicano y federal que establecen la Constitución Nacional # y la

Constitución de la Ciudad de Buenos Aires #.

Artículo 3° - A los fines de la presente Ley, se define como:

a. Prevención, a las acciones tendientes a impedir, evitar, obstaculizar o limitar aquellos hechos

que, dadas determinadas circunstancias y elementos objetivos y concurrentes, pudieran

resultar delictivos o pudieran configurar actos atentatorios de la seguridad pública.

b. Conjuración, a las acciones tendientes a neutralizar, hacer cesar o contrarrestar en forma

inmediata los delitos o hechos en ejecución que resulten atentatorios de la seguridad pública,

utilizando - cuando sea necesario - el poder coercitivo que la ley autorice y evitando

consecuencias ulteriores.

c. Investigación, a las acciones tendientes a conocer y analizar los delitos y hechos

vulneratorios de la seguridad pública, sus modalidades y manifestaciones, las circunstancias

estructurales y coyunturales en cuyo marco se produjeron, sus factores determinantes y

condicionantes, las personas o grupos que lo protagonizaron como autores, instigadores o

cómplices y sus consecuencias y efectos institucionales y sociales mediatos e inmediatos.

Cuando la investigación se desarrolla en la esfera judicial, ella engloba a la persecución penal



de los delitos consumados a través de las acciones tendientes a constatar la comisión de los

mismos y sus circunstancias de tiempo, lugar y modo de ejecución, individualizar a los

responsables de los mismos y reunir las pruebas para acusarlos penalmente.

Artículo 4° - La seguridad pública implica la acción coordinada y la interacción permanente entre las

personas y las instituciones del sistema democrático, representativo y republicano, particularmente,

los organismos componentes del sistema institucional de seguridad pública.

Artículo 5° - La seguridad pública es deber propio e irrenunciable del Estado de la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires, que debe arbitrar los medios para salvaguardar la libertad, la

integridad y derechos de las personas, así como preservar el orden público, implementando

políticas públicas tendientes a asegurar la convivencia y fortalecer la cohesión social, dentro del

estado de derecho, posibilitando el goce y pleno ejercicio, por parte de las personas, de las

libertades, derechos y garantías constitucionalmente consagrados.

Artículo 6° - El Ministerio de Justicia y Seguridad será el organismo encargado de elaborar los

lineamientos generales en materia de seguridad, tendientes a llevar a cabo el diseño de las

acciones preventivas necesarias y las tareas de control. Realizará las tareas de control y aplicará

el régimen disciplinario sancionatorio de la actuación policial, conforme lo establecido por el Art. 35

de la Constitución de la Ciudad #.

CAPÍTULO II

SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA

Artículo 7° - El sistema de seguridad pública de la Ciudad de Buenos Aires tiene como finalidad la

formulación, implementación y control de las políticas de seguridad pública desarrolladas en el

ámbito local, aquellas referidas a las estrategias sociales de prevención de la violencia y el delito,

así como a las estrategias institucionales de persecución penal, de seguridad preventiva

comunitaria y de seguridad compleja.

Artículo 8° - Son objetivos del Sistema de Seguridad Pública de la Ciudad:

a. Facilitar las condiciones que posibiliten el pleno ejercicio de las libertades, derechos y

garantías constitucionales en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

b. Mantener el orden y la tranquilidad pública en todo el territorio de la Ciudad, en los límites

determinados en el Art. 8° de la Constitución de la Ciudad # con excepción de los lugares

sujetos a jurisdicción federal.

c. Proteger la integridad física de las personas, así como sus derechos y bienes.



d. Promover y coordinar los programas de disuasión y prevención de delitos, contravenciones y

faltas.

e. Establecer los mecanismos de coordinación y colaboración para evitar la comisión de delitos,

contravenciones y faltas.

f. Promover la investigación de delitos, contravenciones y faltas, la persecución y sanción de

sus autores.

g. Promover el intercambio de información delictiva en los términos de esta Ley.

h. Dirigir y coordinar los organismos de ejecución de pena, a los fines de lograr la reinserción

social del/la condenado/a, en cumplimiento de la legislación vigente.

i. Establecer los mecanismos de coordinación entre las diversas autoridades para apoyo y

auxilio a la población en casos de siniestros o desastres, conforme a los ordenamientos

legales vigentes en la materia.

j. Garantizar la seguridad en el tránsito, a través de la prevención del riesgo vial y el control de

la seguridad vial.

k. Regular y controlar la prestación de los servicios de seguridad privada.

Artículo 9° - El sistema de seguridad pública de la Ciudad de Buenos Aires está integrado por los

siguientes componentes:

a. El/la Jefe/a de Gobierno.

b. El Ministerio de Justicia y Seguridad.

c. El Poder Legislativo.

d. El Poder Judicial.

e. Juntas Comunales.

f. La Policía Metropolitana.

g. Cuerpo de agentes de control de tránsito y transporte.

h. Servicio de reinserción social.

i. Instituto Superior de Seguridad Pública.

j. Consejo de Seguridad y Prevención del Delito.

k. Sistema de Información para la Prevención Comunitaria del Delito y la Violencia. (SIPREC).

l. Sistema Penitenciario.

m. Sistema de Emergencias.

n. Bomberos.

o. Sistema de Seguridad Privada.

p. Foros de Seguridad Pública.

CAPÍTULO III

CONDUCCIÓN POLÍTICO-INSTITUCIONAL



Artículo 10 - El/la Jefe/a de Gobierno, en su carácter de titular del Poder Ejecutivo de la Ciudad de

Buenos Aires y jefe/a de la administración, es responsable de la coordinación político-institucional

superior del sistema de seguridad pública de la Ciudad de Buenos Aires.

Artículo 11 - El/la Jefe/a de Gobierno debe formular y presentar anualmente a la Legislatura de la

Ciudad, el Plan General de Seguridad Pública que debe contener la misión o premisa dominante,

las metas generales y los objetivos específicos de la política de seguridad pública, así como las

estrategias y directivas generales para su gestión, implementación y control. Dicha presentación se

realizará junto con el giro del proyecto de presupuesto de gastos y recursos de la Ciudad y sus

entes autárquicos y descentralizados.

Artículo 12 - El/la Jefe/a de Gobierno podrá delegar en el/la Ministro/a de Justicia y Seguridad, las

responsabilidades establecidas en la presente Ley.

El/la Ministro/a de Justicia y Seguridad es responsable de las siguientes funciones:

a. La elaboración, implementación y evaluación de las políticas y las estrategias de seguridad

pública y de las directivas generales y específicas necesarias para su gestión y control.

b. La planificación estratégica basada en la elaboración y formulación de la estrategia

institucional asentada en la realización del diagnóstico institucional y de los planes de reforma

y modernización institucional, así como de las estrategias de control social e institucional de

la violencia y de las diferentes modalidades delictivas.

c. La gestión del conocimiento en materia de seguridad pública a través de la planificación,

producción, coordinación y evaluación del conocimiento institucional referido a la situación y

el desempeño de los componentes del sistema de seguridad pública, así como del

conocimiento criminal referido a la situación del delito y la violencia en el nivel estratégico.

d. La dirección superior de la Policía Metropolitana mediante la planificación estratégica, el

diseño y formulación de las estrategias policiales de control de la violencia y el delito, la

conducción y coordinación funcional y organizativa de las diferentes instancias y

componentes de la misma, la dirección del accionar específico, así como también a las

actividades y labores conjuntas con otros cuerpos policiales y fuerzas de seguridad, de

acuerdo con sus funciones y competencias específicas.

e. La gestión administrativa general de la Policía Metropolitana en todo lo que compete a la

dirección de los recursos humanos, la planificación y ejecución presupuestaria, la gestión

económica, contable, financiera y patrimonial, la planificación y gestión logística e

infraestructural y la asistencia y asesoramiento jurídico-legal, todo lo cual se realizará a través

de una unidad de organización administrativa especial.



f. La dirección y coordinación del sistema de prevención de la violencia y el delito,

especialmente en la formulación, implementación y/o evaluación de las estrategias de

prevención social de la violencia y el delito.

g. La coordinación integral de la participación comunitaria en asuntos de seguridad pública.

h. La fiscalización del sistema de seguridad privada y la administración del régimen

sancionatorio y de infracciones.

i. La elaboración, implementación y evaluación de las políticas y las estrategias en materia

penitenciaria y de reinserción social de los/as condenados/as, de las directivas generales y

específicas necesarias para su gestión y control.

j. La planificación, organización y ejecución de la capacitación, formación e investigación

científica y técnica en materia de seguridad pública tanto para el personal policial como para

los/as funcionarios/as civiles y demás sujetos públicos y privados vinculados a la materia a

través del Instituto Superior de Seguridad Pública.

k. La elaboración y evaluación de las políticas y estrategias de seguridad vial. Su

implementación será prioritariamente a través del Cuerpo de Agentes de Control de Tránsito

y Transporte.

l. Coordinación de los distintos componentes del Sistema de Emergencia.

m. Auditoría externa prevista en la presente Ley.

CAPÍTULO IV

COORDINACIÓN Y RELACIONES INTERJURISDICCIONALES

Artículo 13 - El Ministerio de Justicia y Seguridad coordinará el ejercicio de las respectivas

funciones de los componentes del Sistema de Seguridad Pública de la Ciudad para el cumplimiento

de los objetivos previstos en la presente Ley.

Artículo 14 - La Ciudad Autónoma de Buenos Aires adhiere a la Ley Nacional N° 24.059 #, de

Seguridad Interior, y Decreto N° 1.273/92 #, y participa e integra en todas las instancias creadas

por la Ley Nacional N° 25.520 # de Inteligencia Nacional.

Artículo 15.- El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Justicia y Seguridad, establecerá las

formas y modalidades en que se articulará la acción de los distintos ministerios en apoyo a los

esfuerzos que se desarrollen para la prevención integral del delito.

CAPÍTULO V

PARTICIPACIÓN COMUNITARIA



Artículo 16 - Es un derecho de los/as ciudadanos/as y un deber del Estado de la Ciudad promover

la efectiva participación comunitaria en asuntos de seguridad pública.

Artículo 17 - La participación comunitaria se efectiviza a través de la actuación de los Foros de

Seguridad Pública, que se constituyen mediante una ley especial, como ámbitos de participación y

colaboración entre la sociedad civil y las autoridades, para la canalización de demandas y la

formulación de propuestas en materia de seguridad pública.

TÍTULO II

SOBRE LA POLICÍA METROPOLITANA

CAPÍTULO I

DE LA CREACIÓN Y DEPENDENCIA FUNCIONAL

Artículo 18 - Créase la Policía Metropolitana que cumplirá con las funciones de seguridad general,

prevención, protección y resguardo de personas y bienes, y de auxiliar de la Justicia.

Artículo 19 - La Policía Metropolitana es una institución civil armada, jerarquizada profesionalmente,

depositaria de la fuerza pública del Estado en el ámbito de la Ciudad, dentro de los límites

territoriales determinados por el Art. 8° de la Constitución local # , con excepción de los lugares

sujetos a jurisdicción federal.

Artículo 20 - La Policía Metropolitana depende jerárquica y funcionalmente del/la Jefe/a de

Gobierno a través del Ministerio de Justicia y Seguridad.

A los fines de cumplimentar los requisitos del Artículo 39 de la Ley 25.877 # y las normas conexas

de las Leyes N° 24.241 # , 23.660 # , 23.661 # , 24.013 # y 24.557 # el Ministerio de Justicia y

Seguridad será considerado empleador del personal de Policía Metropolitana, quedando

expresamente facultado para inscribirse en dicho carácter ante la Administración Federal de

Ingresos Públicos y celebrar los convenios previstos en los artículos 43 y 44 de la presente Ley, y a

suscribir el contrato previsto en el artículo 45 de la misma.

El Ministerio de Justicia y Seguridad designa y remueve el personal de la Policía Metropolitana.

Artículo 21 - La Policía Metropolitana integra el Consejo de Seguridad y Prevención del Delito, en

los términos de la Ley 1689 # (BOCBA N° 2210).



Artículo 22 - La Policía Metropolitana adhiere al Convenio Policial Argentino, y solicita su

reconocimiento como miembro de la Organización Policial Argentina, ratificándose por este medio

el Reglamento del Convenio.

Artículo 23 - La Policía Metropolitana coopera dentro de sus facultades, con la Justicia Local, la

Justicia Federal, la Justicia Nacional y la de las Provincias, para el cumplimiento de sus funciones

jurisdiccionales, cuando así se le solicitare.

Artículo 24 - La Policía Metropolitana adhiere, en los términos del Decreto Nacional N° 684/62 #, y

por intermedio de la Policía Federal Argentina, a la Organización Internacional de Policía Criminal

(O.I.P.C. – INTERPOL).

CAPÍTULO II

PRINCIPIOS BÁSICOS DE ACTUACIÓN

Artículo 25 - Las tareas que desarrolla el personal de la Policía Metropolitana constituyen un

servicio público esencial tendiente a la promoción de las libertades y derechos de las personas y

como consecuencia de ello, a la protección de las mismas ante hechos lesivos de dichas libertades

y derechos.

Artículo 26 - El personal policial debe adecuar su conducta, durante el desempeño de sus

funciones, al cumplimiento, en todo momento, de los deberes legales y reglamentarios vigentes,

realizando una actividad cuyo fin es garantizar la seguridad pública, actuando con el grado de

responsabilidad y ética profesional que su función exige y teniendo como meta la preservación y

protección de la libertad, los derechos de las personas y el mantenimiento del orden público.

Artículo 27 - La actuación del personal policial se determina de acuerdo a la plena vigencia de los

siguientes principios:

a. El principio de legalidad, por medio del cual el personal policial debe adecuar sus conductas y

prácticas a las normas constitucionales, legales y reglamentarias vigentes así como a los

Tratados Internacionales en materia de derechos humanos ratificados por la República, el

Código de Conducta para Funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley y los Principios

de las Naciones Unidas sobre el Uso de la Fuerza y Armas de Fuego.

b. El principio de oportunidad, a través del cual el personal policial debe evitar todo tipo de

actuación funcional innecesaria cuando no medie una situación objetiva de riesgo o peligro

que vulnere la vida, la libertad, los bienes u otros derechos fundamentales de las personas.



c. El principio de razonabilidad, mediante el cual el personal policial evitará todo tipo de

actuación funcional que resulte abusiva, arbitraria o discriminatoria, que entrañe violencia

física o moral contra las personas, escogiendo las modalidades de intervención adecuadas a

la situación objetiva de riesgo o peligro existente y procurando la utilización de los medios

apropiados a esos efectos.

d. El principio de gradualidad, por medio del cual el personal policial debe privilegiar las tareas y

el proceder preventivo y disuasivo antes que el uso efectivo de la fuerza, procurando siempre

preservar la vida y la libertad de las personas en resguardo de la seguridad pública.

e. El principio de responsabilidad: El personal policial es responsable personal y directamente

por los actos que en su actuación profesional llevare a cabo infringiendo los principios

enunciados precedentemente, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial que pueda

corresponder a la administración pública.

Artículo 28 - Durante el desempeño de sus funciones, el personal policial debe adecuar su

conducta a los siguientes preceptos generales:

a. Actuar con responsabilidad, respeto a la comunidad, imparcialidad e igualdad en el

cumplimiento de la Ley, protegiendo la libertad y los derechos fundamentales de las

personas.

b. No infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o

degradantes, ni invocar la orden de un superior o cualquier tipo de circunstancias especiales

o situación de emergencia pública para justificar la comisión de delitos contra la vida, la

libertad o la integridad de las personas. Toda acción que pueda menoscabar los derechos de

los/as afectados/as debe ser imprescindible y gradual evitando causar un mal mayor a los

derechos de estos/as, de terceros o de sus bienes.

c. Asegurar la plena protección de la integridad física, psíquica y moral de las personas bajo su

cuidado o custodia.

d. No cometer, instigar o tolerar ningún acto de corrupción que supongan abuso de autoridad o

exceso en el desempeño de sus funciones y labores, persigan o no fines lucrativos, o

consistan en uso indebido o excesivo de la fuerza, abuso verbal o mera descortesía.

e. Impedir la violación de normas constitucionales, legales y reglamentarias durante su accionar

o el de otras fuerzas, organismos o agencias con la que se desarrollen labores conjuntas o

combinadas, o en las conductas de personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, con las

que se relacionen, debiendo dar inmediata cuenta de la inconducta o del hecho de corrupción

a la autoridad superior u organismo de control competente.

f. Mantener en reserva las cuestiones de carácter confidencial, particularmente las referidas al

honor, la vida y los intereses privados de las personas, de que tuvieran conocimiento, a



menos que el cumplimiento de sus funciones o las necesidades de la justicia exijan

estrictamente lo contrario.

g. Ejercer la fuerza física o la coacción directa en función del resguardo de la seguridad pública,

solamente para hacer cesar una situación en que, pese a la advertencia u otros medios de

persuasión empleados por el/la funcionario/a del servicio, se persista en el incumplimiento de

la ley o en la inconducta grave y utilizar la fuerza en la medida estrictamente necesaria,

adecuada a la resistencia del/la infractor/a y siempre que no le infligiera un daño

excesivamente superior al que se quiere hacer cesar.

h. Recurrir al uso de armas de fuego solamente en caso de legítima defensa, propia o de

terceros y/o situaciones de estado de necesidad en las que exista peligro grave, inminente y

actual para la vida de las personas protegidas, o para evitar la comisión de un delito que

entrañe ese mismo peligro, debiendo obrar de modo de reducir al mínimo los posibles daños

y lesiones a terceros ajenos a la situación.

i. Cuando el empleo de la fuerza y de armas de fuego sea inevitable, en la medida de lo posible

y razonable, identificarse como funcionarios/as del servicio y dar una clara advertencia de su

intención de emplear la fuerza o armas de fuego, con tiempo suficiente como para que la

misma sea tomada en cuenta, salvo que al dar esa advertencia se pusiera indebidamente en

peligro a las personas protegidas o al/la funcionario/a del servicio, se creara un riesgo cierto

para sus vidas y el de otras personas, o resultara evidentemente inadecuada o inútil dadas

las circunstancias del caso.

Artículo 29 - En ningún caso, el personal de la Policía Metropolitana, en el marco de las acciones y

actividades propias de sus misiones y funciones, puede:

a. Inducir a terceros a la comisión de actos delictivos o que afecten a la intimidad y privacidad

de las personas.

b. Influir de cualquier modo en la situación institucional, política, militar, policial, social y

económica del país, en su política exterior, en la vida interna de los partidos políticos

legalmente constituidos, en la opinión pública, en personas, en medios de difusión o en

asociaciones o agrupaciones legales de cualquier tipo.

c. Obtener información, producir inteligencia o almacenar datos sobre personas por el solo

hecho de su raza, fe religiosa, orientación o identidad sexual, acciones privadas u opinión

política, o de adhesión o pertenencia a organizaciones partidarias, sociales, sindicales,

comunitarias, cooperativas, asistenciales, culturales o laborales, así como por la actividad

lícita que desarrollen en cualquier esfera de acción.

Artículo 30 - Las órdenes emanadas de un/a superior jerárquico/a se presumen legales.



El personal policial no guardará deber de obediencia cuando la orden de servicio impartida sea

manifiestamente ilegal, atente manifiestamente contra los derechos humanos, su ejecución

configure manifiestamente un delito, o cuando provenga de autoridades no constituidas de acuerdo

con los principios y normas contenidos en la Constitución Nacional # y la Constitución de la Ciudad

de Buenos Aires #. En estos casos, la obediencia a una orden superior nunca será considerada

como eximente o atenuante de responsabilidad.

Si el contenido de la orden de servicio implicase la comisión de una falta disciplinaria leve o grave,

el/la subordinado/a debe formular la objeción, siempre que la urgencia de la situación lo permita.

Artículo 31 - El personal policial debe comunicar inmediatamente a la autoridad judicial competente

los delitos que llegaren a su conocimiento durante el desempeño de sus funciones.

Artículo 32 - El personal policial no está facultado para privar a las personas de su libertad, salvo

que durante el desempeño de sus funciones deba proceder a la aprehensión de aquella persona

que fuera sorprendida cometiendo algún delito o perpetrando una agresión o ataque contra la vida

o integridad física de otra persona o existieren indicios y hechos fehacientes y concurrentes que

razonablemente pudieran comprobar su vinculación con la comisión de algún delito de acción

pública.

La privación de la libertad debe ser notificada inmediatamente a la autoridad judicial competente y

la persona detenida debe ser puesta a disposición de dicha autoridad en forma inmediata.

CAPÍTULO III

DE LAS FUNCIONES

Artículo 33 - Son funciones de la Policía Metropolitana:

a. Brindar seguridad a personas y bienes.

b. Prevenir la comisión de delitos, contravenciones y faltas.

c. Hacer cesar la comisión de delitos, contravenciones y faltas, poniendo en conocimiento

inmediato de los mismos a la autoridad judicial competente, debiendo actuar conforme a las

disposiciones procesales vigentes en el orden nacional o local, según corresponda al hecho

en el cual se haya actuado.

d. Recibir denuncias y ante el conocimiento de un hecho ilícito actuar de acuerdo con las

normas procesales vigentes.

e. Conjurar e investigar los delitos, contravenciones y faltas, de jurisdicción del Poder Judicial de

la Ciudad.

f. Desarrollar tareas de análisis delictivo y de información.

g. Mantener el orden y seguridad pública.



h. Auxiliar en materia de seguridad vial de la autoridad de control establecida en el Código de

Tránsito y Transporte aprobado por la Ley N° 2148 #.

i. Implementar mecanismos de disuasión frente a hechos ilícitos o vulneratorios de la seguridad

pública.

j. Intervenir en toda campaña y plan preventivo de seguridad que implemente el Ministerio de

Justicia y Seguridad, en los términos que le sea requerido.

k. Colaborar con las autoridades públicas ante una situación de emergencia.

l. Coordinar el esfuerzo policial con el resto de los agentes sociales que intervienen en la

comunidad.

m. Mantener una relación de cooperación con la comunidad en la labor preventiva.

n. Recoger las cosas perdidas y proceder con ellas de acuerdo a las prescripciones del Código

Civil de la Nación #.

o. Actuar como auxiliar de la Justicia en los casos en que expresamente se le requiera.

p. Asegurar el orden público y el normal desenvolvimiento durante la realización de actos

comiciales nacionales, de la Ciudad o de las Juntas Comunales.

q. Facilitar la formación y perfeccionamiento del personal policial mediante el intercambio de

funcionarios/as o becas de estudio con el resto de las Provincias y otros países.

r. Asistir a las víctimas, tomando en cuenta sus derechos e intereses.

s. Inspeccionar, cuando fuera necesario, los registros de pasajeros en hoteles y casas de

hospedaje.

t. Asegurar el orden público en ocasión de los eventos deportivos o artísticos masivos.

u. Coordinar su accionar, en cuanto corresponda, con la Policía Judicial, conforme los

protocolos de actuación que se establezca.

CAPÍTULO IV

DE LA ORGANIZACIÓN

Artículo 34 - La conducción de la Policía Metropolitana está a cargo de un/a Jefe/a de Policía, con

rango y atribuciones de Subsecretario/a. En su función el/la Jefe/a de Policía será asistido por un/a

Subjefe/a de Policía.

El/la Jefe/a de Gobierno designa al/la Jefe/a y al/la Subjefe/a de Policía Metropolitana.

Artículo 35 - Corresponde al/la Jefe/a de Policía:

a. Conducir orgánica y funcionalmente la Fuerza, siendo su responsabilidad la organización,

prestación y supervisión de los servicios policiales de la ciudad, en el marco de la

Constitución #, de la presente Ley y de las restantes normas aplicables.



b. Dictar resoluciones, impartir directivas y órdenes generales o particulares necesarias para el

cumplimiento de su misión.

c. Proponer al Ministerio de Justicia y Seguridad la estructura orgánica de las dependencias,

organizando los servicios a través del dictado de resoluciones internas.

d. Proponer al/la Ministro/a de Justicia y Seguridad los ascensos ordinarios del personal.

e. Proponer al/la Ministro/a de Justicia y Seguridad ascensos extraordinarios y menciones

especiales por actos destacados del servicio, debiendo acreditarse fehacientemente los

méritos ante la autoridad competente.

f. Proponer la realización de convenios con Fuerzas de Seguridad y Policiales, nacionales y

provinciales, y proponer al Ministerio de Justicia y Seguridad los relativos a las fuerzas de

seguridad y policiales extranjeras con fines de cooperación y/o reciprocidad.

Artículo 36 - Corresponde al/la Subjefe/a de Policía acompañar al/la Jefe/a en sus funciones y

cumplimentar todas aquellas que le sean delegadas. Reemplazar en caso de ausencia,

enfermedad, muerte, impedimento temporal, renuncia o remoción, con las mismas funciones y

atribuciones de aquel/aquella.

Artículo 37 - El ámbito de actuación territorial y/o la esfera de actuación funcional de las unidades

operacionales de la Policía Metropolitana, así como su composición, dimensión y despliegue son

establecidas por el/la Ministro/a de Justicia y Seguridad, sobre la base de la descentralización

territorial prevista en la Ley de Comunas #.

Artículo 38 - La Policía Metropolitana cuenta con un régimen de carrera único.

Artículo 39 - El Estatuto de la Policía Metropolitana, aprobado por Ley, regula el Plan de Carrera,

los alcances de los deberes de obediencia y reserva, los regímenes y criterios de capacitación y

todo cuanto fuere necesario a los fines de regular las relaciones del personal de la Fuerza, de

acuerdo a las siguientes pautas:

a. Los/as integrantes de la Policía Metropolitana revisten el carácter de funcionarios/as

públicos/as, y su relación de empleo se rige por el Estatuto   y por la presente Ley.

b. El Estatuto establecerá la forma de determinar los haberes que correspondan a los distintos

grados y escalafones, como así también los suplementos y demás conceptos retributivos que

resulten aplicables.

c. El Estatuto determinará los beneficios, la asistencia y la cobertura social y de salud con que

contarán los/as integrantes y sus familiares, así como sus derechohabientes en caso de

fallecimiento.



d. El Plan de Carrera debe contemplar la posibilidad de incorporar personal calificado para las

funciones técnicas y administrativas exclusivamente.

e. El Estatuto determinará los escalafones con y sin estado policial.

f. El Estatuto establecerá el régimen previsional especial.

g. El Estatuto debe prever mecanismos que garanticen el acceso a la información sobre la

designación de las autoridades superiores.

El estado policial es la situación jurídica resultante del conjunto de derechos, deberes y

obligaciones del personal, tanto en actividad como en situación de retiro, de la Policía

Metropolitana, establecidos por esta Ley y por las demás normas que en su consecuencia se

dicten.

Artículo 40 - El ingreso a la Policía Metropolitana se produce previa aprobación de la capacitación

para la seguridad pública y de los exámenes que al efecto se establezcan en las normas

reglamentarias en el Instituto Superior de Seguridad Pública.

Los/as estudiantes no tendrán estado policial durante su formación inicial y serán becarios/as

según el régimen que se establezca al efecto.

Las declaraciones juradas que suscriban los/as interesados/as son reputadas instrumentos

públicos, con los alcances previstos en el Artículo 293 del Código Penal #.

Artículo 41 - El personal con estado policial está sometido a un régimen de dedicación exclusiva,

con expresa prohibición de servicio de policía adicional o cualquier otra actividad que fuera

reputada incompatible, riesgosa o que pueda resultar en desmedro del rendimiento físico o

psíquico de sus funciones.

Artículo 42 - El Poder Ejecutivo arbitra los medios para facilitar el acceso de los miembros de la

Policía Metropolitana a una vivienda única familiar en esta ciudad, como así también facilitar la

inscripción en la matrícula de los establecimientos educativos del Gobierno de la Ciudad para sus

hijos/as en edad escolar.

Artículo 43 - El Poder Ejecutivo podrá suscribir convenios de adhesión con la Caja de Retiros,

Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina u otras existentes.

Artículo 44 - Créase en el ámbito del Ministerio de Justicia y Seguridad, la Obra Social de la Policía

Metropolitana. El Poder Ejecutivo podrá suscribir convenios de adhesión con la Obra Social de la

Policía Federal Argentina o con cualquier agente del seguro de salud y/o contratar cualquier obra

social o prestador privado inscripto en la Superintendencia de Servicios de Salud.

Las cotizaciones no podrán ser inferiores a las establecidas por la Ley Nacional N° 23.660 #.



Artículo 45 - Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3°, inciso 4, de la Ley Nacional N° 24.557 #,

el/la Ministro/a de Justicia y Seguridad podrá contratar la cobertura de riesgos del trabajo del

personal de la Policía Metropolitana.

CAPÍTULO V

REQUISITOS, IMPEDIMENTOS Y ESCALAFONES

Artículo 46 - Son requisitos para ser miembro de la Policía Metropolitana:

a. Ser ciudadano/a nativo/a o por opción.

b. Tener, al momento de ingreso, entre 18 y 30 años de edad.

c. Tener estudios secundarios completos.

d. Acreditar aptitud psicofísica compatible con la función y tarea a desarrollar.

e. Declarar bajo juramento cumplir y hacer cumplir la Constitución Nacional # y la Constitución

de la Ciudad de Buenos Aires #.

f. Acreditar una conducta pública adecuada al ejercicio de la función pública y a la función

específica que reglamenta la presente Ley.

g. Aprobar los programas y requisitos de formación y capacitación que establezca el Instituto

Superior de Seguridad Pública.

h. Cumplir con las condiciones fijadas por la presente Ley y sus normas reglamentarias.

Artículo 47 - Sin perjuicio de lo prescripto por el artículo anterior, no pueden desempeñarse como

miembros de la Policía Metropolitana las siguientes personas:

a. Quienes hayan sido condenados/as por incurrir en actos de fuerza contra el orden

institucional y el sistema democrático, aún cuando se hubieren beneficiado por un indulto o

condonación de la pena.

b. Quienes registren condena por violación a los derechos humanos.

c. Quienes hayan sido condenados/as por delito doloso de cualquier índole.

d. Quienes se encuentren inhabilitados/as para el ejercicio de cargos públicos.

e. Quienes hayan sido sancionados/as con exoneración o cesantía en la Administración Pública

Nacional, o provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

f. Quienes se encontraren incluidos/as en otras inhabilitaciones propias de la Policía

Metropolitana, de acuerdo a lo que establezca la reglamentación de la presente Ley.

g. Quienes pertenezcan a las Fuerzas Armadas.

h. Quienes hayan sido sancionados/as con destitución o sanción equivalente en las fuerzas

policiales o de seguridad federales o provinciales u organismos de inteligencia.



Artículo 48 - La carrera profesional del personal de la Policía Metropolitana se desarrolla sobre la

base de la capacitación permanente, el desempeño de sus labores, la aptitud profesional para el

grado jerárquico o cargo orgánico a cubrir y la evaluación previa a cada ascenso jerárquico.

Artículo 49 - El personal de la Policía Metropolitana se organiza en un cuadro único cuyos grados

jerárquicos serán definidos en el Estatuto.

CAPÍTULO VI

DE LA IGUALDAD DE GÉNERO

Artículo 50 - El personal de la Policía Metropolitana se integra de forma proporcional según lo

dispuesto en el Artículo 36 de la Constitución de la Ciudad # y guarda una estricta representación

de ambos géneros, ya sea para el acceso efectivo a cargos de conducción, como así también en

todos los niveles y áreas.

Artículo 51 - A los efectos de dar cumplimiento a la totalidad del Capítulo IX de la Constitución de la

Ciudad Autónoma de Buenos Aires # se promoverá a través de la reglamentación de la presente, la

modificación de los patrones socioculturales estereotipados, con el objeto de eliminar prácticas

basadas en el principio de superioridad de cualquiera de los géneros dentro de la Policía

Metropolitana.

Artículo 52 - La reglamentación de la presente Ley y el Estatuto de Personal de la Policía

Metropolitana # contemplará las siguientes cuestiones inherentes a favorecer y preservar las

condiciones igualitarias entre ambos géneros:

a. Fomenta la plena integración de las mujeres a los puestos de mando y control respetando el

régimen de carrera y el plan de ascensos establecidos a tal efecto.

b. Instituye y fomenta las acciones y disposiciones legales concretas tendientes a garantizar la

paridad entre el trabajo realizado y la remuneración recibida en su consecuencia, entre

hombres y mujeres.

c. Prohibirá todas las prácticas que impliquen cualquier forma de segregación y discriminación

por estado civil o maternidad.

CAPÍTULO VII

DE LOS RECURSOS

Artículo 53 - El Ministerio de Justicia y Seguridad adopta las previsiones presupuestarias que

resulten necesarias para asegurar el normal funcionamiento de la Policía Metropolitana.



CAPÍTULO VIII

DE LA SUPERVISIÓN DE LOS SERVICIOS POLICIALES

Artículo 54 - Créase en la órbita del Ministerio de Justicia y Seguridad, la Auditoría Externa Policial,

que dependerá directamente de aquel, y tendrá como misión principal realizar controles normativos,

de procedimientos, por resultados y por impactos del funcionamiento de la Policía Metropolitana.

Sin perjuicio de ello, intervendrá también en el control de las actividades y procedimientos que

realice la Policía Metropolitana en aquellos casos que se denuncien, o en los que razonablemente

se puedan presumir irregularidades.

Realizará las investigaciones administrativas, sustanciará los sumarios administrativos y propondrá

al/la Ministro/a, cuando corresponda las sanciones a aplicar. Cuando de los hechos investigados se

pueda presumir la comisión de delitos, la Auditoría, comunicará dicha circunstancia al/la Ministro/a

a los fines de las presentaciones judiciales que pudieran corresponder.

Elaborará un informe anual sobre el desempeño de la institución en materia de derechos humanos

y discriminación.

Los miembros de la Auditoría ingresarán por concurso público de oposición y antecedentes.

Artículo 55 - Créase el “Programa de participación ciudadana para el seguimiento del accionar de la

Policía Metropolitana”.

El Ministerio de Justicia y Seguridad elaborará las regulaciones necesarias para asegurar la

participación ciudadana en los procesos de evaluación del accionar de la Policía Metropolitana.

TÍTULO III

DEL INSTITUTO SUPERIOR DE SEGURIDAD PÚBLICA

Artículo 56 - Créase el Instituto Superior de Seguridad Pública, como ente autárquico, dependiente

orgánica y funcionalmente del Ministerio de Justicia y Seguridad de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires, cuya organización se establecerá en una ley especial.

No serán aplicables, respecto del Instituto Superior de Seguridad Pública ni del personal académico

y administrativo que allí se desempeñe, las normas contenidas en las ordenanzas N° 40.593 # y N°

52.136 # , Resolución N° 1278-SEC/97 # , Disposición N° 332/DGES/2003 # y cualquier otra

regulación que se oponga a la presente Ley.

Artículo 57 - El Instituto Superior de Seguridad Pública tiene la misión de formar profesionalmente y

capacitar funcionalmente al personal de la Policía Metropolitana, a los/as funcionarios/as

responsables de la formulación, implementación y evaluación de las políticas y estrategias de



seguridad ciudadana y de la dirección y la administración general del sistema policial, a todos

aquellos sujetos públicos o privados vinculados con los asuntos de la seguridad, así como también

la investigación científica y técnica en materia de seguridad ciudadana de acuerdo con los

principios de objetividad, igualdad de oportunidades, mérito y capacidad.

Artículo 58 - El Instituto Superior de Seguridad Pública está a cargo de un/a Rector/a designado/a

por el/la Ministro/a de Justicia y Seguridad o quien lo/la reemplace en un futuro.

El/la Rector/a integra el Consejo de Seguridad y Prevención del Delito en los términos de la Ley N°

1689 # (BOCBA N° 2210) y sus modificatorias.

Artículo 59 - En las tareas académicas el/la Rector/a es asistido/a por un Consejo Académico,

integrado por diversas personalidades destacadas del ámbito académico con probada trayectoria

en el campo de la seguridad ciudadana, cuya composición y funciones son establecidas en la

reglamentación correspondiente.

Artículo 60 - El Instituto Superior de Seguridad Pública cuenta con las siguientes áreas:

a. El Área de Formación y Capacitación Policial que tiene la responsabilidad de diagramar,

brindar y evaluar las carreras y/o cursos de formación para el personal ingresante a la Policía

Metropolitana y la capacitación, adiestramiento, entrenamiento, perfeccionamiento y/o

actualización permanente a lo largo de toda la carrera profesional en la institución.

b. El Área de Formación y Especialización en Seguridad Pública que tiene la responsabilidad de

diagramar, brindar y evaluar las carreras y/o cursos de formación y/o capacitación de todos

aquellos sujetos públicos o privados involucrados en el Sistema Integral de Seguridad Pública

y la investigación científica y técnica en materia de seguridad.

TÍTULO IV

DISPOSICION TRANSITORIA Y COMPLEMENTARIA

PRIMERA - El personal proveniente de otras Fuerzas que se incorporen para conformar la primera

estructura de mandos medios deberá satisfacer las exigencias de los exámenes psicofísicos y de

conocimientos profesionales durante la realización del Curso de Integración y Nivelación del

Instituto Superior de Seguridad Pública, siendo éste condición sine qua non para formar parte de

cuadros permanentes de la Institución.

Observaciones Generales:
1. # La presente Norma contiene remisiones externas #.



2. Se deja constancia que las referencias al/los organismos consignados se refieren al/los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.



LEY Q - Nº 2.895

INSTITUTO SUPERIOR DE SEGURIDAD PÚBLICA

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1° - La presente Ley tiene por objeto establecer los principios básicos para la capacitación,

formación e investigación científica y técnica en materia de seguridad pública, la formación y

capacitación del personal policial, de los/as funcionarios/as y personal civil sin estado policial

integrantes de la Policía Metropolitana, y la de todas aquellas personas que intervengan en los

procesos de formación de políticas públicas en materia de seguridad, así como en la prestación del

servicio de seguridad en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 2° - El Instituto Superior de Seguridad Pública se constituye como una instancia de apoyo

de la conducción política del Sistema Integral de Seguridad Pública a través de la formación y

capacitación continua y permanente de los actores involucrados y la producción de conocimientos

científicos y técnicos sobre seguridad.

CAPÍTULO II

OBJETIVOS DE LA FORMACIÓN Y CAPACITACIÓN DEL PERSONAL CIVIL CON ESTADO

POLICIAL

Artículo 3° - La formación y capacitación debe inculcar un estricto cumplimiento de las normas

constitucionales, legales y reglamentarias vigentes. Importa la aprehensión de los conocimientos

necesarios para que el personal pueda desempeñar su accionar con objetividad, responsabilidad,

respeto a la comunidad, imparcialidad e igualdad en el cumplimiento de la ley, protegiendo los

derechos y garantías fundamentales de las personas, establecidos en la Constitución Nacional #, la

Constitución de la Ciudad # y en las Declaraciones, Convenciones, Tratados y Pactos

complementarios #.

Artículo 4° - Los contenidos necesarios de la formación y capacitación de los/as oficiales de la

Policía Metropolitana deben incluir el “Código de conducta para los funcionarios encargados de

hacer cumplir la ley” aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución

34/169 # del 17 de diciembre de 1979 y los “Principios básicos sobre el empleo de la fuerza y de

armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley” # adoptados por el Octavo



Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente,

celebrado en La Habana, Cuba, del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990.

Artículo 5° - La formación y capacitación de los/as oficiales de la Policía Metropolitana debe

abordar un contenido legal y jurisprudencial que importa el estricto respeto del ordenamiento

jurídico vigente a los fines de desarrollar en los/as oficiales de la institución la comprensión de las

actitudes exigidas para responder de manera profesional a las necesidades de la acción policial en

una sociedad culturalmente pluralista, en el marco del respeto de las libertades y derechos

individuales inherentes a las personas.

Artículo 6° - La formación en el uso y manejo de armas de fuego se basa en los principios de

proporcionalidad, legalidad y gradualidad. La formación debe prestar especial atención a las

alternativas al uso de la fuerza y de armas de fuego, incluida la resolución pacífica de conflictos, la

comprensión del comportamiento de las muchedumbres y los métodos de persuasión, así como

medidas técnicas, con el fin de limitar el uso de la fuerza y de armas de fuego.

Artículo 7° - La formación y capacitación en general tiende a la profesionalización y especialización

del desempeño policial de acuerdo a la función específica de cada uno de los cargos que ejerciera

el/la oficial a lo largo de la carrera policial. El plan de formación y capacitación se desarrolla

teniendo en cuenta las competencias funcionales necesarias para el desempeño eficiente del

cargo.

Artículo 8° - La formación y la capacitación está basada fundamentalmente en la labor policial,

privilegiándose los aspectos relativos al manejo con la comunidad y la resolución de conflictos de

forma autónoma, autosuficiente y responsable.

Artículo 9° - A fin de institucionalizar el control sobre la formación y desempeño de todos los grados

y niveles dentro de la estructura organizativa de la institución, la formación y capacitación debe

incluir el desarrollo permanente de las competencias propias del quehacer policial, siendo su

aprobación requisito ineludible para el desempeño en las funciones de mayor jerarquía.

CAPÍTULO III

FORMACIÓN Y CAPACITACIÓN DE LOS/AS OFICIALES DE LA POLICÍA METROPOLITANA

Artículo 10 - La formación inicial para los/as estudiantes candidatos/as a oficiales debe estar

articulado en función a los siguientes núcleos que se constituyen como pautas de formación de la

estructura pedagógica y curricular:



a) El núcleo legal-institucional dirigido a introducir a los/as estudiantes en los contenidos teórico-

prácticos relacionados con la normativa vigente en materia de seguridad pública,

profundizando sobre las implicancias del ordenamiento jurídico en el desarrollo de la labor

policial, en particular los contenidos inherentes a la administración pública, el sistema

institucional administrativo, judicial y legislativo,  el derecho público y administrativo, el

derecho penal y procesal penal, el régimen contravencional y de faltas y los procedimientos

administrativos y jurisdiccionales.

b) El núcleo social-criminológico orientado a la formación teórico-práctica de los/as estudiantes

referida a los conocimientos propios de las ciencias sociales aplicados a las problemáticas

delictivas e institucionales referidas a la seguridad pública, tales como los conocimientos

propios de la ciencia política, sociología y criminología.

c) El núcleo ético-profesional destinado a la formación teórico-práctica de los/as estudiantes en

los conocimientos propios de la profesión y función policial, contemplando los principios

básicos de actuación y resolución de conflictos y mitigación de sus efectos, el respeto de los

derechos humanos y demás derechos y garantías legales en el desarrollo de las funciones

propias de los/as oficiales.

d) El núcleo policial orientado a la formación teórico-práctica de los/as estudiantes en los

conocimientos propios del ejercicio de las labores policiales, la obtención de los métodos,

técnicas y adiestramiento para el desempeño de sus servicios, en especial aquellas referidas

a las medidas de seguridad, la gestión policial estratégica y táctica, las acciones técnico-

operacionales, de supervisión y de dirección superior policiales, la inteligencia criminal y la

logística.

e) El núcleo de orientación especializada destinado a la formación práctica de los/as estudiantes

en relación a las labores propias del agrupamiento y especialidad seleccionados durante la

última etapa de su formación inicial.

Artículo 11 - Los/as estudiantes cursan sus estudios bajo la modalidad que conforme a la estructura

pedagógica y curricular sea conveniente según su etapa, priorizándose que no sean

obligatoriamente apartados de la vida en comunidad durante su formación.

Artículo 12 - La capacitación de los/as oficiales de la Policía Metropolitana consiste en el

adiestramiento, entrenamiento, perfeccionamiento y/o actualización permanente a lo largo de toda

la carrera profesional y está asentada en la producción de capacidades y competencias específicas

derivadas de las tareas básicas propias de los perfiles y especialidades policiales.



Artículo 13 - La capacitación de los/as oficiales de la Policía Metropolitana debe  estar articulada en

función a los siguientes núcleos que se constituyen como pautas de formación de la estructura

pedagógica y curricular:

a) El núcleo de especialización policial destinado a la capacitación especializada en relación con

las actividades que habitualmente desarrolla el/la oficial dentro de la institución, a través de la

adquisición de conocimientos, habilidades y aptitudes especiales relacionadas con la

seguridad, investigaciones, operaciones especiales, inteligencia criminal y logística policial.

b) El núcleo de conducción policial destinado a la capacitación de aquellos/as oficiales que

ejerzan cargos de conducción o dirección superior o media dentro de la institución,

comprendiendo contenidos referidos a la gestión de estructuras administrativas y

burocráticas, manejo de personal, control y evaluación de estructuras de mando y dirección.

c) El núcleo de actualización referido a la continua y generalizada necesidad de actualización en

las labores propias del servicio policial, intrínsecamente relacionada con los aspectos

inherentes a la seguridad pública.

d) El núcleo de promoción policial destinado a la capacitación y preparación de los/as oficiales

que aspiren a ascender al grado jerárquico superior de la carrera profesional policial o a

ocupar los cargos orgánicos que correspondan.

Artículo 14.- El Instituto Superior de Seguridad Pública desarrolla periódicamente actividades

educativas bajo variadas modalidades para continuar la capacitación, actualización y

especialización del personal civil con estado policial.

CAPÍTULO IV

FORMACIÓN Y ESPECIALIZACIÓN EN SEGURIDAD PÚBLICA

Artículo 15 - La formación y capacitación del personal civil sin estado policial de la Policía

Metropolitana y de los/as funcionarios/as y el personal del Ministerio de Justicia y Seguridad o el

organismo que en un futuro lo reemplace debe estar articulada en función a los siguientes núcleos

que se constituyen como pautas de formación de la estructura pedagógica y curricular:

a) El núcleo del personal civil sin estado policial destinado al personal que realiza tareas no

operativas que auxilian el accionar del personal civil con estado policial destinado a inculcar

los conocimientos y habilidades necesarias a las labores que sean establecidas.

b) El núcleo de los/as funcionarios/as y el personal del Ministerio de Justicia y Seguridad o el

organismo que en un futuro lo reemplace orientado a los contenidos relacionados al diseño,

elaboración, y evaluación de las estrategias institucionales que debe llevar adelante el

Ministerio.



Artículo 16 - La formación y capacitación general en materia de seguridad pública está destinada a

la capacitación y actualización del personal de los prestadores de servicios de seguridad privada en

el ámbito de la Ciudad, del personal de organismos públicos involucrados en el Sistema Integral de

Seguridad Pública y la organización de los cursos, seminarios y talleres abiertos a la comunidad.

Artículo 17 - La investigación científica y técnica en materia de seguridad tiene como objetivo

producir conocimiento de carácter relevante e innovador, generar desarrollo técnico y tecnológico y

promover la transferencia de bienes y servicios.

CAPÍTULO V

RECTOR/A

Artículo 18 - Para ser Rector/a del Instituto Superior de Seguridad Pública se requiere:

a) Título universitario de grado.

b) Ejercicio de la docencia universitaria en la categoría de profesor ordinario, por un término

mínimo de cinco (5) años.

c) Reconocida experiencia en el campo de la seguridad pública.

Artículo 19 - No puede ser designado/a Rector/a:

a) Quienes hayan sido condenados/as por incurrir en actos de fuerza contra el orden

institucional y el sistema democrático, aún cuando se hubieren beneficiado por un indulto o

condonación de la pena.

b) Quienes registren condena o estén procesados/as por violación a los derechos humanos.

c) Quienes hayan sido condenados/as por delito doloso de cualquier índole.

d) Quienes tengan proceso penal pendiente.

e) Quienes se encuentren inhabilitados/as para el ejercicio de cargos públicos.

f) Quienes hayan sido sancionados/as con exoneración o cesantía en la Administración Pública

Nacional, provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

g) Quienes pertenezcan a las Fuerzas Armadas, fuerzas policiales o de seguridad, u

organismos de inteligencia.

Artículo 20 - Son funciones del/la Rector/a:

a) Ejercer el gobierno, administración y representación del Instituto.

b) Planificar, ejecutar y supervisar las actividades de formación, capacitación e investigación

científica y técnica del Instituto.

c) Elaborar los reglamentos que sean necesarios para el funcionamiento del Instituto.

d) Establecer la estructura orgánica del Instituto.



e) Proponer la celebración de convenios con universidades públicas o privadas para el

cumplimiento de las funciones y misiones del Instituto.

f) Designar la conducción académica y administrativa del Instituto.

CAPÍTULO VI

CUERPO DOCENTE

Artículo 21 - La formación y capacitación de los/as oficiales está a cargo de personal idóneo en la

materia con probada experiencia y formación. Se promoverá además la participación de cientistas

sociales y profesionales de las demás disciplinas que forman parte de la formulación de políticas en

materia de seguridad pública y privada.

Artículo 22 - El ingreso al cuerpo docente se realizará mediante concurso público abierto, de

antecedentes y oposición. El personal docente tendrá la categoría de “Profesor Ordinario“ y de

“Ayudante Docente“. Los llamados a concurso respetarán la igualdad real de oportunidades y trato

entre varones y mujeres y garantizarán el efectivo cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 36

de la Constitución de la Ciudad #, respecto de la representación de ambos géneros.

Artículo 23 - Los/las docentes que cumplan funciones en el Instituto Superior de Seguridad Pública

deben cumplir con los siguientes requisitos:

a) Cumplir con los requisitos de capacitación, antigüedad y especialización que establezca el

Instituto.

b) Aprobar el examen de ingreso que implemente el Instituto.

c) No haber sido condenado/a por incurrir en actos de fuerza contra el orden institucional y el

sistema democrático, aún cuando se hubieren beneficiado por un indulto o condonación de la

pena.

d) No registrar condena o encontrarse procesado/a por violación a los derechos humanos.

e) No haber sido condenado/a por delito doloso de cualquier índole.

f) No tener proceso penal pendiente.

g) No encontrarse inhabilitado/a para el ejercicio de cargos públicos.

h) No haber sido sancionados/as con exoneración o cesantías en la Administración Pública

Nacional, provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 24 - El concurso docente mencionado en el artículo 22 se convocará de acuerdo con los

contenidos de las materias que se dictan, agrupadas por especialidades temáticas, de acuerdo con

la currícula de estudios y las prescripciones que en materia de formación y capacitación establece

la presente Ley. En la evaluación de antecedentes se ponderarán: a) los antecedentes



profesionales; b) los antecedentes académicos; c) las publicaciones; d) la aptitud y formación

docente; e) la versación en metodología de la enseñanza. La evaluación de antecedentes y la

prueba de oposición, estarán a cargo de un jurado compuesto por tres miembros de reconocida

formación académica, uno por la Universidad Pública, uno por la Universidad Privada y uno por el

Instituto Superior de Seguridad Pública. Los representantes de las Universidades, serán elegidos

por sorteo de la lista de docentes que a tal efecto, remitan las Universidades Públicas y Privadas

con sede en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. No podrán ser jurados las personas

comprendidas en los incisos a, b, c, d, e y f del Artículo N° 19 de la Ley 2895 # y en el Artículo N°

17 de la ley N° 2947 #. El jurado, por unanimidad, podrá declarar total o parcialmente desierto al

concurso. La reglamentación establecerá un régimen para la impugnación del jurado o su dictamen,

ante un órgano colegiado.

Artículo 25 - Durante la tramitación de los concursos, o en los casos en que fueren declarados

desiertos, los/las docentes que se encontraren designados y en funciones continuarán en el

ejercicio de las mismas en carácter de docentes interinos. El/la Rector del Instituto podrá designar

docentes interinos cuando ello fuere necesario para el normal funcionamiento del Instituto por un

plazo no mayor a ciento ochenta (180) días.

Artículo 26 - Las designaciones de docentes se ajustarán a las siguientes disposiciones:

a) La designación como Profesor/a Ordinario/a o Ayudante Docente se realizará por cinco años.

En el último año de esa designación deberá convocarse y sustanciarse el concurso

respectivo. El/la Profesor/a Ordinario/a o Ayudante Docente que hubiere sido designado/a por

concurso dos veces consecutivas y resultare designado/a por ese medio una tercera vez,

quedará designado/a en forma permanente. La designación será realizada por el Rector/a del

Instituto Superior de Seguridad Pública respetando el orden de mérito establecido por el

jurado en base a los antecedentes y la prueba de oposición.

b) Los docentes interinos que no resultaren designados como consecuencia del concurso de su

materia o área temática podrán continuar en sus tareas docentes en situación de interinos.

CAPÍTULO VII

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA

Artículo 27 - El Poder Ejecutivo reglamenta la presente ley en un plazo de ciento ochenta (180) días

de promulgada.

Observaciones Generales:
1. # La presente Norma contiene remisiones externas #



2. Se deja constancia que las referencias al/los organismos consignados se refieren al/los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.

3. El Artículo 1° del Decreto N° 769/2010, BOCBA N° 3526, veta parcialmente al Art. 5° del

Proyecto de Ley 3561 en la expresión “…período dentro del cual se deberá realizar el

respectivo llamado a concurso”.  El veto parcial fue aceptado por Resolución de la Legislatura

N° 312/2011, BOCBA 3920.

4. Se deja constancia que el titulo del “CAPITULO VI DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS”,

fue recapitulado como “CAPITULO VII DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS”.



LEY Q - Nº 2.947

ESTATUTO DEL PERSONAL DE LA POLICIA METROPOLITANA

TÍTULO I

GENERALIDADES

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º - La presente Ley establece el Estatuto del Personal de la Policía Metropolitana.

TÍTULO II

PERSONAL CON ESTADO POLICIAL

CAPÍTULO I

ESTADO POLICIAL

Artículo 2º - El personal de la Policía Metropolitana que cumpla funciones de seguridad e

investigaciones tendrá estado policial y queda comprendido en las disposiciones de la presente

Ley, cuenta con los derechos que ella garantiza y se sujeta a las obligaciones que ella impone, sin

perjuicio de las restantes disposiciones legales aplicables.

Artículo 3º - El personal con estado policial de la Policía Metropolitana no puede desarrollar las

funciones propias de la gestión administrativa, la dirección de los recursos humanos, la gestión

económica, contable, presupuestaria y patrimonial, la gerencia logística e infraestructural no-

operacional, la asistencia y asesoramiento jurídico-legal, las relaciones institucionales y cualquier

otra función de carácter no policial.

Sin perjuicio de ello, en aquellos casos en que el personal con estado policial presente una

disminución permanente de su capacidad laborativa, se podrá autorizar el cambio de situación de

revista, con la finalidad de desarrollar las funciones indicadas en el párrafo anterior.

Artículo 4º - El/la Ministro/a de Justicia y Seguridad otorga el correspondiente estado policial a

los/as oficiales egresados/as del Instituto Superior de Seguridad Pública.

CAPÍTULO II

DERECHOS, DEBERES Y PROHIBICIONES



Artículo 5º - Son derechos esenciales para el personal de la Policía Metropolitana:

a) La percepción de los sueldos, suplementos y demás asignaciones, que las disposiciones

legales determinen para cada grado, cargo y situación de revista.

b) La propiedad de la jerarquía y el uso del grado correspondiente.

c) El uso del armamento provisto por la Institución, del uniforme, insignias, atributos y distintivos

propios del grado, antigüedad, especialidad y función de acuerdo a las disposiciones

reglamentarias pertinentes.

d) La capacitación permanente para la mejora del desarrollo de sus funciones y labores

policiales.

e) La estabilidad en el empleo de acuerdo a lo establecido en este Estatuto y sus normas

reglamentarias.

f) El desarrollo de la carrera profesional en igualdad de oportunidades.

g) La asistencia psicológica permanente y gratuita, no solo para si mismo sino también para su

grupo familiar, en los casos que se originen en y por actos de servicio.

h) La adopción de las medidas de higiene y seguridad laboral que lo protejan de los riesgos

propios de cada tarea.

i) La presentación de recursos y/o reclamos conforme se reglamente.

j) El goce y uso de las licencias que le correspondieren.

k) Los ascensos, conforme a las normas de la reglamentación correspondiente.

l) Los cambios de destinos, sujetos a los recaudos que se establezcan para su solicitud,

tendientes al perfeccionamiento profesional.

m) La notificación escrita de las causales que dieran lugar a la denegación de ascensos, uso de

licencias reglamentarias u otros derechos determinados por esta ley y demás

reglamentaciones.

n) El servicio médico-asistencial y social para sí, y los familiares a cargo, conforme a las normas

legales vigentes.

o) La percepción del haber de retiro para sí y de pensión para sus derechohabientes, conforme

a las disposiciones legales sobre la materia.

Artículo 6º - Son deberes esenciales para el personal de la Policía Metropolitana:

a) Desempeñar su función de acuerdo con las leyes y reglamentaciones vigentes.

b) Prestar eficientemente el servicio policial en las condiciones de tiempo, forma, lugar y

modalidad determinados por la autoridad competente.

c) Obedecer toda disposición u orden emanada del superior jerárquico competente, que reúna

las formalidades del caso y tenga por objeto la realización de actos de servicio, con los límites

establecidos en la Ley de Seguridad Pública #.



d) Aceptar el grado, distinciones o títulos concedidos por autoridad competente y de acuerdo

con las disposiciones vigentes.

e) Ejercer las facultades de mando y disciplinarias que para el grado y cargo establece la

reglamentación correspondiente.

f) Presentar y actualizar anualmente, la declaración jurada de sus bienes y las modificaciones

que se produzcan en su situación patrimonial y de las de su cónyuge, si lo tuviera.

g) Desempeñar los cargos, funciones y comisiones del servicio, ordenado por la superioridad y/o

autoridad competente.

h) Asistir a las actividades de capacitación, actualización, entrenamiento y/o especialización que

establezca el Plan de Educación Institucional.

i) Guardar secreto, aún después del retiro o baja de la Institución en todo cuanto se relacione

con los asuntos del servicio que por su naturaleza, o en virtud de disposiciones especiales,

impongan esa conducta, salvo requerimiento judicial.

j) En caso de baja voluntaria, seguir desempeñando las funciones correspondientes, hasta el

término de treinta (30) días, si antes no fuera reemplazado o aceptada su dimisión.

k) Someterse a la realización de los estudios y exámenes psicofísicos establecidos en la

reglamentación correspondiente.

l) Cuidar y mantener en buen estado de uso y aprovechamiento los bienes provistos para el

desempeño de la labor policial.

m) Cumplir con el régimen disciplinario previsto en la presente ley y su reglamentación,

cualesquiera fuere su situación de revista.

n) Peticionar y realizar las tramitaciones pertinentes siguiendo la vía jerárquica correspondiente.

o) Comparecer en las actuaciones o sumarios administrativos en carácter de testigo.

Artículo 7º - El personal con estado policial tiene las siguientes prohibiciones:

a) Participar en actividades políticas, partidarias, gremiales o sectoriales, o el desempeño de

cargos electivos, mientras se encuentre en actividad.

b) Patrocinar trámites y gestiones administrativas o judiciales referentes a asuntos de terceros

vinculados con la institución.

c) Desempeñar otros cargos, funciones o empleos, en el ámbito público o privado, remunerados

o no, excepto el ejercicio de la docencia en la forma que lo establezca la reglamentación,

mientras permanezca en el servicio activo.

CAPÍTULO III

ESTABILIDAD



Artículo 8º - El personal con estado policial de la Policía Metropolitana adquiere estabilidad en el

empleo después de transcurridos doce (12) meses de efectiva prestación de servicios y una vez

que hubiere aprobado las evaluaciones de rendimiento y aptitud que determine la reglamentación.

Durante el tiempo que el personal carezca de estabilidad, tiene todos los derechos y deberes

previstos en esta Ley y dicho lapso debe ser computado para la antigüedad en la carrera

profesional del personal.

Artículo 9º - La estabilidad en el empleo no comprende a la estabilidad en el cargo o función, ni da

derecho a continuar gozando de los suplementos especiales inherentes al mismo

Artículo 10 - La estabilidad en el empleo del personal con estado policial sólo se pierde por la baja

justificada por las causales establecidas en la presente Ley, las normas reglamentarias, y previo

sumario administrativo correspondiente.

CAPÍTULO IV

CARRERA PROFESIONAL

Artículo 11 - El régimen de carrera profesional del personal con estado policial se basa en los

principios de profesionalización, eficiencia funcional, y capacitación, atendiendo a la satisfacción

plena de las acciones tendientes a resguardar y garantizar la seguridad pública.

Artículo 12 - El personal con estado policial de la Policía Metropolitana reviste en un escalafón

único que se denominará “Escalafón General Policial” y que cuenta con dos especialidades

básicas:

a) Seguridad.

b) Investigaciones.

Artículo 13 - La especialidad Seguridad está conformada por el personal con estado policial

abocado exclusivamente al desarrollo de las actividades y acciones propias de las funciones de

seguridad.

Artículo 14 - La especialidad Investigaciones está conformada por el personal con estado policial

abocado exclusivamente al desarrollo de las actividades y acciones propias de las funciones de

investigación.

Artículo 15 - Los requisitos y exigencias profesionales para que el personal con estado policial de la

Policía Metropolitana se incorpore a cada especialidad son establecidos en la norma reglamentaria.



Artículo 16 - El personal con estado policial tiene una carrera profesional única organizada sobre la

base de las especialidades establecidas en el presente capítulo.

La incorporación y el desarrollo de la carrera profesional del personal en cada especialidad debe

resultar de la opción vocacional de los efectivos así como también de la formación y capacitación

que reciban, del desempeño profesional durante el ejercicio de sus funciones y las necesidades de

la institución policial.

La carrera profesional está regida por los principios de profesionalización y especialización. En tal

sentido, debe priorizarse la especialización del personal y evitarse los cambios de especialidad.

Sin perjuicio de lo expuesto precedentemente, el personal con estado policial que cumpliere

servicios en una de las especialidades previstas en la presente Ley puede continuar su carrera

profesional en la otra especialidad, siempre que reúna los requisitos exigidos para ello y cumpla

con las condiciones de aptitud y evaluación exigidas, de acuerdo con la reglamentación.

El cambio de especialidad puede ejercerse siempre que se reúnan los requisitos exigidos para ello

y el personal cumpla con las condiciones de aptitud y evaluación exigidas, conforme lo establezca

la reglamentación.

CAPÍTULO V

GRADOS

Artículo 17 - El Escalafón General Policial se organiza en una categoría única que cuenta con los

siguientes grados en orden creciente:

a) Oficial

b) Oficial Mayor

c) Subinspector

d) Inspector

e) Subcomisionado

f) Comisionado

g) Comisionado Mayor

h) Comisionado General

i) Superintendente

El cuadro de Oficiales Operativos está integrado por el personal con estado policial que alcance los

grados de Oficial y Oficial Mayor. El cuadro de Oficiales Supervisores está integrado por el personal

con estado policial que alcance los grados de Subinspector e Inspector. El cuadro de Oficiales de

Dirección está integrado por el personal con estado policial que alcance los grados de

Subcomisionado, Comisionado y Comisionado Mayor. El cuadro de Oficiales Superiores de



Conducción está integrado por el personal con estado policial que alcance los grados de

Comisionado General y Superintendente.

Artículo 18 - Cada grado está comprendido por las fracciones que determine la reglamentación. Las

distintas fracciones están conformadas por las especialidades adquiridas, los conocimientos

alcanzados, el desarrollo de las aptitudes y la eficiencia acreditada en el desempeño de la función

que, en su conjunto y a los efectos de esta Ley, se denominarán competencias.

El acceso a las distintas fracciones se obtendrá mediante la acreditación de las competencias

requeridas para cada uno de ellos.

CAPÍTULO VI

DESIGNACIÓN DE CARGOS

Artículo 19 - La ocupación de los cargos orgánicos de la Policía Metropolitana, será resuelta de

acuerdo con el mérito y los antecedentes de los/as candidatos/as y siguiendo los mecanismos de

selección que se implementen a través de la reglamentación, los cuales deben regirse por los

siguientes criterios:

a) La formación y capacitación profesional.

b) El desempeño de la carrera profesional.

c) Los antecedentes funcionales y disciplinarios.

La reglamentación determina los grados, el perfil profesional y/o las destrezas o formación

profesionales para la ocupación de cada cargo orgánico de la Policía Metropolitana.

CAPÍTULO VII

ASCENSOS Y PROMOCIONES

Artículo 20 - Los ascensos y promociones del personal con estado policial correspondientes al

cuadro de oficiales de conducción son decretados por el/la Jefe/a de Gobierno, aquellos

correspondientes al cuadro de oficiales de dirección son resueltos por el/la Ministro/a de Justicia y

Seguridad y los de los cuadros de oficiales supervisores y operativos son dispuestos por el/la

Jefe/a de Policía Metropolitana.

A tales efectos la reglamentación establecerá el régimen de calificaciones del personal con estado

policial, los tiempos mínimos de permanencia en el grado y el régimen de promociones, con

determinación de las condiciones de aptitud y formalidades para los ascensos y promociones.

Asimismo la reglamentación debe prever mecanismos que habiliten la publicidad y el acceso a la

información de los actos administrativos que dispongan los ascensos y promociones en la

institución.



El/la Jefe/a de Gobierno debe presentar sus candidatos/as para el ascenso al cuadro de oficiales

superiores, publicando en el Boletín Oficial de la Ciudad y en el sitio de Internet del Gobierno de la

Ciudad durante diez (10) días, el/los nombre/s y los antecedentes curriculares de la o las personas

propuestas.

Vencido el plazo establecido en el párrafo anterior y haciendo mérito de las razones que abonaron

la decisión tomada, el/la Jefe/a de Gobierno procede a dictar el decreto correspondiente.

Artículo 21 - La reglamentación establece los mecanismos de la promoción y ascenso a un grado

superior dentro de la carrera profesional, la que debe ajustarse a los siguientes requisitos:

a) La disponibilidad de vacantes en el grado al que se aspira.

b) La acreditación de los conocimientos profesionales requeridos para el desempeño de las

funciones o los cargos orgánicos correspondientes al grado a cubrir.

c) La aprobación de los cursos de ascenso o nivelación que determine la reglamentación.

d) La declaración de aptitud profesional establecida por un comité de evaluación conformado

según la reglamentación.

e) El tiempo mínimo de permanencia en el grado.

f) La acreditación de las condiciones psicofísicas necesarias.

Artículo 22 - Sin perjuicio de las promociones y ascensos ordinarios, pueden determinarse

promociones y ascensos del personal con estado policial que se distinguiese en actos de servicios

debidamente acreditados, o falleciera a consecuencia de éstos, conforme lo establezca la

reglamentación.

Artículo 23 - Sin perjuicio de lo que se establezca en la reglamentación respectiva serán causales

de inhabilitación para el ascenso y promoción:

a) Hallarse bajo sumario judicial con auto de procesamiento.

b) Hallarse bajo sumario administrativo por falta grave hasta su resolución.

c) No contar con la antigüedad mínima requerida en el grado conforme lo determine la

reglamentación respectiva.

d) No aprobar los cursos de capacitación o perfeccionamiento policial requeridos para el

ascenso al grado superior inmediato.

e) No reunir las condiciones psicofísicas necesarias para el ascenso.

Artículo 24 - A los efectos de acceder a los dos (2) últimos grados de la carrera profesional o a los

cargos orgánicos correspondientes es requisito ineludible poseer título universitario acorde con las

funciones.



CAPÍTULO VIII

FORMACIÓN Y CAPACITACIÓN

Artículo 25 - La formación y capacitación del personal con estado policial de la Policía

Metropolitana debe garantizar:

a) El desarrollo de las aptitudes y valores necesarios para el ejercicio responsable de las

funciones y labores asignadas, con conciencia ética, solidaria, reflexiva y crítica.

b) La propensión a un aprovechamiento integral de los recursos humanos y materiales

existentes y asignados.

c) El incremento y diversificación de las oportunidades de actualización y perfeccionamiento del

personal con estado policial.

d) El logro de la formación y capacitación especializada, científica y técnica general, procurando

siempre el contenido humanístico, sociológico y ético de la misma.

CAPÍTULO IX

SUPERIORIDAD

Artículo 26 - El ejercicio de la superioridad en el ámbito de la Policía Metropolitana consiste en el

ejercicio del mando a través de la emisión de una orden de servicio legal y legítima de parte de un

superior y el cumplimiento estricto de la misma de parte de un subordinado, durante el desarrollo

de las funciones propias del servicio y de acuerdo con las prescripciones y los límites establecidos

por la presente Ley y por las normas reglamentarias.

En el ámbito de la Policía Metropolitana el ejercicio de la superioridad puede tener tres

modalidades diferenciadas:

a) La superioridad jerárquica, que es la que se ejerce sobre otro como consecuencia de la

posesión de un grado superior o, a igualdad de grado, por la antigüedad en la misma y, a

igualdad de antigüedad, por la fecha de ascenso al grado inmediato anterior y así

sucesivamente, hasta el promedio de egreso del Instituto Superior de Seguridad Pública.

b) La superioridad orgánica, que es la que se ejerce sobre otro como consecuencia de la

ocupación de un cargo de la estructura orgánica de la Policía Metropolitana con funciones de

dirección o conducción, independientemente de su grado.

c) La superioridad funcional, que es la que se ejerce sobre otro durante el desarrollo de una

misión, operación o actividad concreta y específica, ordenada por un superior y en la que se

asigna responsabilidades y atribuciones precisas de mando a un efectivo que tiene un grado

y/o un cargo inferior al de los demás integrantes de la misión, operación o actividad, siempre

que medien razones de servicio que así lo justifiquen.



CAPÍTULO X

SITUACIONES DE REVISTA

Artículo 27 - Las situaciones de revista del personal con estado policial son:

a) Actividad: Es aquella que impone la obligación de desempeñar funciones policiales, en el

destino o comisión que disponga la superioridad. Este personal forma el cuadro permanente

de la Institución.

b) Retiro: Es aquella en la cual, sin perder su grado ni estado policial, el personal proveniente

del cuadro permanente cesa en el cumplimiento de funciones con carácter obligatorio por

acceder al beneficio provisional, excepto en la situación prevista en el artículo 55.

Artículo 28 - El personal con estado policial que revista en actividad, puede hallarse en las

siguientes situaciones:

a) Servicio efectivo.

b) Disponibilidad.

c) Pasiva

Artículo 29 - El personal con estado policial revista en situación de servicio efectivo cuando ejerza

ordinariamente las funciones y tareas propias de su cargo.

Artículo 30 - El personal con estado policial revista en situación de disponibilidad cuando

permanece separado de las funciones y tareas ordinarias que le corresponderían por su grado, por

el lapso que se fije en la reglamentación y/o hasta la resolución de la causa que motivó su cambio

de situación de revista.

Artículo 31 - El personal con estado policial revista en situación de pasiva cuando, por las causas

que se determinen en la reglamentación, no desempeña cargo o función alguna.

Artículo 32 - El personal con estado policial usará obligatoriamente el uniforme reglamentario y su

debida identificación en todos los actos de servicio, salvo en los casos de excepción, que por

autorización expresa realice la superioridad y/u orden emanada de autoridad judicial.

CAPÍTULO XI

LICENCIAS

Artículo 33 - El personal con estado policial tiene el derecho al uso de las siguientes licencias:

a) Licencia anual ordinaria.



b) Licencias especiales.

c) Licencias extraordinarias.

Artículo 34 - La licencia anual ordinaria tiene por finalidad permitir el descanso periódico del

personal con estado policial y, en todos los casos, es de utilización obligatoria y con goce de

haberes, de acuerdo a la siguiente escala:

a) Hasta cinco (5) años de antigüedad, corresponden quince (15) días hábiles.

b) Hasta diez (10) años de antigüedad, corresponden veintiún (21) días hábiles.

c) Más de diez (10) años de antigüedad, corresponden treinta (30) días hábiles.

El personal ingresante o reingresante hará uso de la licencia siempre que con anterioridad a la

iniciación del período haya prestado servicios por un lapso no inferior a tres (3) meses, en cuyo

supuesto le corresponderá una licencia proporcional al tiempo trabajado.

Cuando se trate de oficiales casados, o unidos civilmente de acuerdo a la Ley Nº 1.004 # y ambos

revisten en la Policía Metropolitana, les será otorgada en forma simultánea, siempre que razones

de servicio lo permitan.

Por razones del servicio, se podrá disponer su fraccionamiento, interrupción y transferencia íntegra

o parcial al año siguiente.

Esta licencia podrá interrumpirse por afecciones o lesiones para cuya atención la autoridad

sanitaria de la institución hubiere acordado más de cinco (5) días de licencia, o bien por

maternidad, paternidad, adopción o fallecimiento.

Artículo 35 - Las licencias especiales tienen por finalidad atender la inhabilitación temporaria para el

desempeño de las funciones del personal con estado policial, a saber:

a) Licencia por enfermedad de tratamiento breve.

b) Licencia por enfermedad de tratamiento prolongado.

c) Licencia por enfermedad profesional o accidente de trabajo.

d) Licencia por maternidad.

e) Licencia por paternidad.

f) Licencia por pérdida de gestación.

g) Licencia por adopción.

h) Licencia por hijo/a discapacitado/a.

i) Licencia por matrimonio.

j) Licencia por unión civil de acuerdo a la Ley Nº 1.004 #.

k) Licencia especial para controles de prevención del cáncer génito-mamario o del Antígeno

Prostático Específico –PSA–, según el sexo.



Artículo 36 - La licencia por enfermedad de tratamiento breve tiene por finalidad atender la

incapacidad temporaria para el desempeño de las tareas habituales producida por enfermedades o

accidentes sufridos por causas ajenas al mismo, de corto tratamiento, incluidas las intervenciones

quirúrgicas menores.

Se concede hasta cuarenta y cinco (45) días corridos por año calendario, en forma continua o

discontinua, período durante el cual el personal con estado policial que haga uso de la misma

tendrá goce de haberes.

Vencido el plazo señalado en el párrafo anterior, cualquier otra licencia por enfermedad de

tratamiento breve que sea necesario otorgar al personal con estado policial durante el curso del

año por las causales enunciadas, será revistando en disponibilidad sin goce de haberes.

Artículo 37 - La licencia por enfermedad de tratamiento prolongado tiene por finalidad atender la

incapacidad prolongada para el desempeño de las tareas habituales producida por enfermedades

graves, intervenciones quirúrgicas, excepto la cirugía menor, o accidentes graves sufridos por

causas ajenas al mismo.

La licencia por enfermedad de tratamiento prolongado se concederá hasta doce (12) meses, en

forma continua o discontinua, para una misma o distinta enfermedad o accidente grave, período

durante el cual el personal con estado policial que haga uso de la misma revistará en situación de

servicio efectivo con goce de haberes.

Agotado dicho término, previo dictamen médico laboral de la autoridad sanitaria de la institución, la

misma podrá prorrogarse hasta doce (12) meses más, en forma continua o discontinua, para una

misma o distinta enfermedad o accidente grave, período durante el cual el personal con estado

policial que haga uso de la misma revistará en situación de disponibilidad y con goce del setenta y

cinco (75%) de los haberes. Si, cumplido dicho término, el personal con estado policial no se

hubiere recuperado, se revistará en situación de pasiva durante doce (12) meses más, percibiendo

el cincuenta (50%) de los haberes.

Cuando el personal con estado policial que haga uso de la licencia por enfermedad de tratamiento

prolongado no goce de estabilidad, el período de duración de la misma no quedará comprendido

dentro del período condicional, debiendo continuarse con el cómputo de dicho lapso hasta su

agotamiento a partir de la fecha en que aquél se reintegre al servicio.

Artículo 38 - La licencia por enfermedad profesional o accidente de trabajo tiene por finalidad

atender la incapacidad temporaria para el desempeño de las tareas habituales producida por

enfermedades profesionales o accidentes de trabajo y se regirá por lo previsto en la Ley Nacional

Nº 24.557 # o por la norma que la sustituya.



Artículo 39 - La licencia por maternidad se concederá por ciento cinco (105) días corridos,

quedando prohibido el trabajo del personal durante los treinta y cinco (35) días anteriores al parto y

hasta setenta (70) días corridos después del mismo, con goce de haberes. Vencido el lapso

previsto para el periodo de post-parto, la trabajadora previa comunicación fehaciente a la Policía

Metropolitana, podrá optar por prorrogar su licencia hasta ciento veinte (120) días corridos, sin

percepción de haberes, debiendo comunicar a dicho organismo su decisión de reincorporarse a la

misma con treinta (30) días de anticipación a su vencimiento.

a) En caso de nacimiento múltiple el lapso previsto para el período de post-parto se extenderá

por el término de quince (15) días corridos por cada hijo/a nacido/a después del primero.

b) En caso de adelantarse el alumbramiento, los días no utilizados de la licencia anterior al parto

se acumularan al lapso previsto para el período de post-parto.

c) Si el/los recién nacido/s debiera/n permanecer internado/s en el área de neonatología, el

lapso previsto para el período de post-parto se extenderá por la cantidad de días que dure

dicha internación.

Artículo 40 - A los fines de la alimentación y cuidado del hijo, el personal policial tendrá derecho a

una pausa de dos (2) horas diarias que podrán ser divididas en fracciones cuando se destine a la

lactancia natural o artificial del hijo menor de doce (12) meses. Podrá ser utilizada durante la

jornada laboral como dos (2) descansos de una (1) hora cada uno, o disminución de dos (2) horas

de labor a la entrada o a la salida, o una (1) hora a la entrada y una (1) hora a la salida. Asimismo

para que el padre pueda utilizar este beneficio deberá acreditar fehacientemente la circunstancia

de la ausencia total o imposibilidad absoluta de la madre. Igual beneficio se acordará a los

trabajadores que posean la tenencia, guarda o tutela de niños/as de hasta doce (12) meses de

edad, debidamente acreditada mediante certificación expedida por autoridad judicial o

administrativa competente.

Artículo 41 - La licencia por paternidad se concederá por nacimiento de hijo para el personal y será

de diez (10) días corridos a partir de la fecha del nacimiento, con goce de haberes.

Artículo 42 - La licencia por pérdida de gestación no inferior a tres (3) meses o de nacimiento sin

vida de la criatura, se concederá por setenta (70) días corridos con goce de haberes.

Artículo 43 - La licencia por adopción se concederá por noventa (90) días corridos con goce de

haberes, a contar a partir del primer día hábil de tener al niño, al personal que acredite la guarda

con fines de adopción.



Artículo 44 - La licencia por hijo/a discapacitado/a se concederá por tres (3) meses desde la fecha

de vencimiento del período de licencia por maternidad o desde que se presente la patología, con

goce de haberes. Para hacer uso de esta licencia, el personal deberá presentar el Certificado Único

de Discapacidad, según lo establecido en los artículos 2º y 3º de la Ley Nacional Nº 22.431 #.

Cuando la madre y el padre se desempeñaren en la institución, deberán optar por quien la utilizará

o solicitar cada uno la mitad de la licencia en forma sucesiva.

Artículo 45 - La licencia por matrimonio o unión civil será de diez (10) días hábiles a partir de la

fecha del matrimonio civil, o de la inscripción prevista en el artículo 2º inciso a) de la Ley Nº 1.004

#, con goce de haberes.

Artículo 46 - El personal con estado policial puede usufructuar, bajo los términos y condiciones

establecidas en el presente artículo, de las siguientes licencias extraordinarias:

a) Licencia por asuntos particulares no vinculados con la institución, hasta seis (6) días por año,

con un máximo de dos (2) por mes, con goce de haberes.

b) Licencia por exámenes en el sistema de enseñanza oficial, hasta veintiocho (28) días hábiles

por año, fraccionables en tantos días como sean necesarios pero ninguno superior a cinco (5)

días hábiles corridos, con goce de haberes.

c) Licencia por estudios o investigaciones científicas, técnicas o culturales incluidos el usufructo

de becas y la participación en conferencias, congresos o eventos académicos, tanto en el

país como en el extranjero, tendientes a mejorar su preparación técnica, académica o

profesional, se concederá por un período de hasta un (1) año.

Si la actividad en cuestión, a criterio del Instituto Superior de Seguridad Pública, estuviese

relacionada con la función que desempeña el personal que la solicite, la licencia se

concederá con goce de haberes. De lo contrario, se concederá sin goce de haberes y

siempre que no obstara razones de servicio o de conveniencia institucional.

d) Licencia por matrimonio o unión civil de hijo/a, será de dos (2) días hábiles, con goce de

haberes.

e) Licencia por fallecimiento de familiar tal como conviviente, cónyuge, hijos/as, padres o

hermanos/as, será de cuatro (4) días hábiles corridos a partir, a opción del personal, del

fallecimiento, de la toma de conocimiento del mismo en situaciones justificadas o de las

exequias, con goce de haberes.

f) Licencia por fallecimiento de abuelos/as, nietos/as, suegros o cuñados/as será de hasta dos

(2) días hábiles corridos a partir, a opción del personal, del fallecimiento, de la toma de

conocimiento del mismo en situaciones justificadas o de las exequias, con goce de haberes.

g) Licencia por enfermedad de un familiar a cargo, conviviente o persona a cargo será de hasta

diez (10) días hábiles por año, en forma continua o discontinua, con goce de haberes. Este



plazo podrá prorrogarse sin goce de haberes hasta un máximo de sesenta (60) días corridos

más.

h) Licencia por donación de sangre será por el día de la donación, con goce de haberes,

debiendo presentar el certificado de autoridad competente que la certifique.

Artículo 47 - La autoridad de conducción y/o administración superior de la institución está facultada

para conceder al personal con estado policial permisos y franquicias en el cumplimiento de la

jornada de trabajo, de acuerdo con los plazos, naturaleza de la relación de empleo y demás

condiciones que se establecen en la reglamentación del presente Estatuto.

CAPÍTULO XII

EXTINCIÓN DE LA RELACIÓN DE EMPLEO

Artículo 48 - El personal con estado policial de la Policía Metropolitana cesa en sus funciones por

las siguientes causas:

a) Baja voluntaria.

b) Baja obligatoria.

c) Retiro.

Artículo 49 - La baja voluntaria es el derecho del personal a concluir la relación de empleo con la

Policía Metropolitana a solicitud del/la interesado/a, pudiendo solicitar su reingreso a la Institución,

con igual grado y antigüedad, hasta tanto no hubieren transcurrido dos (2) años de hecha efectiva

dicha baja.

Artículo 50 - La baja obligatoria importa la exclusión definitiva del personal y la consecuente pérdida

de su estado policial.

La baja obligatoria será dispuesta en los siguientes casos:

a) Fallecimiento.

b) Cesantía o exoneración, cualquiera fuese la antigüedad del personal.

c) Enfermedad o lesión no causadas en actos de servicio, luego de agotadas las licencias para

el tratamiento de la salud, cuando no pudiere acogerse a los beneficios previsionales.

d) Cuando en los exámenes psicofísicos periódicos surgiera una disminución grave de las

aptitudes profesionales y personales que le impidan el normal ejercicio de la función policial

que le compete, y no pudiere ser asignado a otro destino ni acogerse a los beneficios

previsionales.

e) Cuando el promedio de las calificaciones durante tres (3) años consecutivos no supere el

puntaje que determine la reglamentación.



Artículo 51 - El retiro obligatorio del personal es para aquellos que alcancen los treinta (30) años de

servicio, salvo que el/la Ministro/a de Justicia y Seguridad o quien lo/a reemplace considere

oportuno la continuidad del servicio por el término máximo de diez (10) más.

Artículo 52 - La reglamentación fijara plazos mínimos de servicio o, en su caso indemnización, para

el personal que luego de haber recibido capacitación solicite su baja voluntaria.

Artículo 53 - El retiro voluntario puede ser solicitado por el personal que reúna la totalidad de los

requisitos previstos en el régimen previsional para obtener el retiro o jubilación ordinaria.

Artículo 54 - El personal en retiro tiene los deberes y derechos propios del personal en actividad, y

estará sometido al mismo régimen disciplinario, con las limitaciones propias de su situación que

establezca la reglamentación.

Artículo 55 - El personal retirado podrá ser convocado a prestar servicio activo por resolución

fundada del/la Ministro/a de Justicia y Seguridad, cuando situaciones excepcionales lo ameriten. La

reglamentación establecerá los recaudos y alcances que deberá contener el llamado. En todos los

casos, la convocatoria revestirá el carácter de obligatoria para quien fuere llamado.

CAPÍTULO XIII

SUELDOS Y ASIGNACIONES

Artículo 56 - El personal de la Policía Metropolitana en actividad gozará del sueldo, bonificaciones,

suplementos generales y particulares, viáticos, compensaciones e indemnizaciones que para cada

caso determine la normativa que en el futuro se dicten al respecto. La suma que percibe el

funcionario por los conceptos señalados precedentemente, excepto las indemnizaciones, se

denominará haber mensual.

Artículo 57 - El personal con estado policial que reviste en disponibilidad, percibirá el cien (100) por

ciento del haber mensual que le pudiera corresponder, más las asignaciones familiares.

Artículo 58 - El personal con estado policial que reviste en situación de pasiva, percibirá el

cincuenta (50) por ciento del haber mensual que le pudieran corresponder, más las asignaciones

familiares.



Artículo 59 - La remuneración debe compensar la responsabilidad inherente al grado, al

desempeño del cargo, la mayor atribución de competencias y el rendimiento efectivo en la tarea

asignada, para lo cual la reglamentación podrá establecer un segmento de remuneración fija y otro

variable.

CAPÍTULO XIV

POLÍTICAS DE GÉNERO

Artículo 60 - El personal de la Policía Metropolitana se integra de forma proporcional según lo

dispuesto en el artículo 36 de la Constitución de la Ciudad # y guarda una estricta representación

de ambos géneros, favoreciendo la incorporación, participación y promoción de aquel que se

encuentre más relegado, ya sea para el acceso efectivo a cargos de conducción, como así también

en todos los niveles y áreas.

Artículo 61 - A los efectos de dar cumplimiento a la totalidad del Capítulo IX de la Constitución de la

Ciudad Autónoma de Buenos Aires # se promoverá a través de la reglamentación de la presente, la

modificación de los patrones socioculturales estereotipados, con el objeto de eliminar prácticas

basadas en el principio de superioridad de cualquiera de los géneros dentro de la Policía

Metropolitana.

Artículo 62 - La reglamentación de la presente Ley contemplará las siguientes cuestiones

inherentes a favorecer y preservar las condiciones igualitarias entre ambos géneros:

a) Fomenta la plena integración de las mujeres a los puestos de mando y control respetando el

régimen de carrera y el plan de ascensos establecidos a tal efecto.

b) Instituye y fomenta las acciones y disposiciones legales concretas tendientes a garantizar la

paridad entre el trabajo realizado y la remuneración recibida en su consecuencia, entre

hombres y mujeres.

c) Prohibirá todas las prácticas que impliquen cualquier forma de segregación y discriminación

por estado civil o maternidad.

CAPÍTULO XV

RÉGIMEN DISCIPLINARIO

Artículo 63 - El personal integrante de la Policía Metropolitana, sin perjuicio de la responsabilidad

civil y penal que los Códigos y Leyes Especiales determinan en su carácter de funcionarios

públicos, para el caso de la violación a los deberes policiales establecidos en esta Ley, demás



decretos, resoluciones y disposiciones aplicables, será pasible de las siguientes sanciones

disciplinarias:

a) Apercibimiento escrito.

b) Suspensión de empleo.

c) Cesantía.

d) Exoneración.

Artículo 64 - Las faltas que cometa el personal con estado policial de la Policía Metropolitana son

clasificadas como leves, graves y muy graves, según la reglamentación y pueden afectar:

a) La disciplina.

b) La operatividad en el servicio.

c) La imagen pública y/o el prestigio de la institución.

d) La ética y honestidad del personal.

e) Los principios básicos de actuación policial.

Artículo 65 - Toda sanción disciplinaria deberá tener por fundamento la transgresión a una norma

vigente con anterioridad a la aplicación de la misma. Ningún acto u omisión es punible,

administrativamente, sin una prohibición u orden anterior que se le opongan.

Artículo 66 - Toda sanción disciplinaria debe ser impuesta en relación a la naturaleza y gravedad de

la falta cometida y la circunstancia del lugar, tiempo, medio empleado y modo de ejecución. Para la

graduación de las sanciones, se analizará también la personalidad y antecedentes del responsable.

Artículo 67 - El apercibimiento consiste en el llamado de atención que se hará al/la responsable de

la falta u omisión, el cual se podrá adelantar en forma verbal y se ratificará por escrito dentro de las

veinticuatro (24) horas, a los efectos administrativos pertinentes.

Artículo 68 - La sanción de suspensión de empleo consiste en la privación temporal del ejercicio de

las funciones y la pérdida proporcional de la retribución que le corresponde.

Artículo 69 - Las sanciones disciplinarias de cesantía y exoneración, constituyen medidas

expulsivas que importan la separación de la Policía Metropolitana, con la pérdida del estado

policial.

La cesantía implica la inhabilitación para el reingreso a la institución y no importa la pérdida del

derecho al haber del retiro que pudiera corresponder al/la sancionado/a.

La exoneración implica la pérdida del empleo, los derechos inherentes al mismo, el haber de retiro

que correspondiere y la inhabilitación para el reingreso a la institución.



Los derechohabientes conservan el derecho a percibir la pensión que les hubiere correspondido en

caso de haber fallecido el/la causante a la fecha de la sanción.

Artículo 70 - Todo personal de la Policía Metropolitana a quien se le hubiere impuesto una sanción

disciplinaria que considere arbitraria, o excesiva en relación a la falta cometida, o ser el resultado

de un error, puede elevar un formal recurso, solicitando se modifique o se deje sin efecto la

sanción.

Artículo 71 - Las sanciones de cesantía y exoneración son resueltas por el/la Ministro/a de Justicia

y Seguridad a propuesta de la Auditoría Externa Policial previa instrucción del sumario

administrativo correspondiente. En el caso de las sanciones de apercibimiento y suspensión de

empleo son aplicadas conforme se reglamente al efecto.

Artículo 72 - A los efectos de dar cumplimiento a las disposiciones de la presente Ley, se

reglamenta el procedimiento para la instrucción de los sumarios administrativos, las faltas

administrativas y el procedimiento para su aplicación.

Artículo 73 - En todo lo que respecta a recursos y sus procedimientos se aplican las disposiciones

del Decreto Nº 1510/GCABA/1997 # (BOCBA Nº 310).

CAPÍTULO XVI

RÉGIMEN PREVISIONAL

Artículo 74 - El personal con estado policial de la Policía Metropolitana está sujeto al régimen

previsional que se establece en la presente Ley.

Las contingencias cubiertas por este régimen son la vejez, la incapacidad y el fallecimiento.

Artículo 75 - Para obtener el derecho a los beneficios previsionales por vejez establecidos, el

personal debe computar un mínimo de:

a) Veinte (20) años de servicios inmediatamente anteriores al período de retiro.

b) Treinta (30) años de servicios continuos o discontinuos prestados en la Policía Metropolitana.

Artículo 76 - A los efectos de determinar el haber de retiro móvil que corresponda, se computan

todas las remuneraciones sujetas a aportes que perciba el/la oficial al momento de acogerse al

beneficio.



Artículo 77 - El haber de retiro será proporcional al tiempo de servicio de acuerdo con la siguiente

escala:

Años de servicio Porcentaje

20 65

21 69

22 73

23 77

24 81

25 85

26 88

27 91

28 94

29 97

30 100

A los efectos del haber de retiro, la fracción superior a seis (6) meses, se computa como año

entero, siempre que el/la oficial hubiere alcanzado el tiempo mínimo para el retiro voluntario.

Artículo 78 - Los haberes de retiro o pensión serán móviles, y la movilidad es de aplicación

numérica y regulada por las remuneraciones con aportes que, por todo concepto, correspondan al

personal en actividad.

Artículo 79 - Los servicios correspondientes a otros regímenes previsionales se acreditan de

acuerdo a los procedimientos que sean de aplicación en el régimen de reciprocidad vigente y se

computan cuando el peticionante alcance los plazos mínimos establecidos en el artículo 77 de la

presente Ley.

Artículo 80 - Tiene derecho al haber de retiro ordinario o extraordinario:

a) El personal que solicita el retiro ordinario, cuando tenga computados o computables veinte

(20) años de servicio como mínimo.

b) El personal que fuera declarado en situación de incapacidad total y permanente, en la forma

que disponga la reglamentación.



c) El personal que fuera separado por cesantía, cuando tenga computados o computables

veinte (20) años de servicio como mínimo o por disposición fundada de la propia institución.

d) En caso de fallecimiento del personal incluido en el presente régimen, sus derechohabientes

tendrán derecho a los beneficios que éste otorga, cualquiera fuere la antigüedad en la Policía

Metropolitana.

Artículo 81 - Los porcentajes de aporte para el personal en actividad y de contribución patronal

serán los que rijan en el régimen general del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones para

el personal que se desempeña en relación de dependencia.

Artículo 82 - El haber de la pensión es equivalente al setenta y cinco (75) por ciento del haber de

retiro de que gozaba el/la causante o en caso de encontrarse en actividad, de la última

remuneración sujeta a aportes y contribuciones. Los haberes de pensión se mantendrán

actualizados respecto de los haberes en cuya relación se encuentran establecidos.

Artículo 83 - En relación al régimen previsional son de aplicación supletoria aquellas disposiciones

que surjan de los convenios respectivos que el Poder Ejecutivo está facultado a realizar.

Artículo 84 - Los beneficios emergentes de la presente Ley son liquidados y abonados por el ente

que establezca el convenio respectivo que el Poder Ejecutivo está facultado a realizar.

Supletoriamente, serán liquidados y abonados por el Ministerio de Justicia y Seguridad.

Artículo 85 - Los aportes y contribuciones a que se refiere el artículo 81 de la presente Ley son

retenidos y depositados en el ente al que hace mención el artículo precedente y afectados al pago

de beneficios comprendidos en esta norma.

TÍTULO III

PERSONAL SIN ESTADO POLICIAL

CAPÍTULO I

ESPECIALIDADES

Artículo 86 - El personal sin estado policial de la Policía Metropolitana cumple tareas de apoyo al

accionar del personal con estado policial, según las distintas actividades y funciones que la

reglamentación determine para cada especialidad.

CAPÍTULO II



INGRESO

Artículo 87 - Además de las condiciones generales de ingreso a la Policía Metropolitana

establecidas en la Ley de Seguridad Pública #, la reglamentación establece las condiciones

particulares que se requieran para cada especialidad.

CAPÍTULO III

NOMBRAMIENTOS Y CESE DE FUNCIONES

Artículo 88 - El/la Ministro/a de Justicia y Seguridad designa al personal sin estado policial de las

distintas especialidades a través de la realización de concursos públicos de oposición y

antecedentes que al efecto se establezcan. En caso de necesidad fundada, el/la Ministro/a podrá

designar personal transitorio.

Artículo 89 - El personal sin estado policial cesa en sus funciones:

a) Por renuncia.

b) Por jubilación.

c) Por cesantía o exoneración.

d) Por fallecimiento.

Artículo 90 - Al personal que cesa en sus funciones por renuncia, se le podrá requerir, por razones

de servicio, permanecer en el cargo por el término de treinta (30) días si antes no fuera

reemplazado o aceptada su dimisión o autorizado a cesar en sus funciones.

Artículo 91 - La reglamentación fijara plazos mínimos de servicio o, en su caso, indemnización,

para el personal que luego de haber recibido capacitación solicite su baja voluntaria.

CAPÍTULO IV

ESTABILIDAD

Artículo 92 - Respecto de la estabilidad del personal sin estado policial de la Policía Metropolitana,

el mismo adquiere estabilidad trascurridos los seis (6) meses de efectiva prestación de servicios.

Por lo demás son aplicables las disposiciones establecidas en el Título II, Capítulo III de la presente

Ley.

CAPÍTULO V

DERECHOS, DEBERES Y PROHIBICIONES



Artículo 93 - El personal sin estado policial goza de los mismos derechos y tiene los mismos

deberes y prohibiciones que en esta Ley se determinan para el personal con estado policial, salvo

aquellos que devienen necesariamente de la posesión del estado policial según se establezca en la

reglamentación respectiva.

CAPÍTULO VI

LICENCIAS

Artículo 94 - El personal sin estado policial tiene el derecho al uso de las mismas licencias que

tiene el personal con estado policial según lo establecido en el Título II, Capítulo XI de la presente

Ley.

CAPÍTULO VII

RETRIBUCIONES

Artículo 95 - El personal en situación de actividad gozará del sueldo mensual, suplementos y

asignaciones que para cada caso determine la reglamentación correspondiente.

CAPÍTULO VIII

RÉGIMEN DISCIPLINARIO

Artículo 96 - El personal sin estado policial de la Policía Metropolitana está sujeto a las

disposiciones contenidas en la presente ley en todo lo que refiere al régimen disciplinario, como a

las reglamentaciones que al efecto se dicten.

CAPÍTULO IX

RÉGIMEN PREVISIONAL

Artículo 97 - El personal sin estado policial de la Policía Metropolitana se encuentra alcanzado por

las previsiones determinadas en la Ley Nacional Nº 24.241 # y sus modificatorias.

Cláusula Transitoria Primera

Para el caso del personal proveniente de otras fuerzas de seguridad nacionales o provinciales que

se incorporen a la Policía Metropolitana, hasta tanto se produzca el traspaso de los efectivos de la

Policía Federal a dicha fuerza, y que no cumplan con lo establecido en el inciso c) del Art. N° 46 de



la Ley 2894 #, la reglamentación establecerá los plazos para que dicha exigencia sea

cumplimentada.

Cláusula Transitoria Segunda

El requisito exigido en el Artículo 24 no será operativo hasta tanto la primera promoción de oficiales

egresados del Instituto de Seguridad Pública estén en condiciones de acceder a los dos últimos

grados de la carrera profesional.

Observaciones Generales:
1. # La presente Norma contiene remisiones externas #

2. Se deja constancia que las referencias al/los organismos consignados se refieren  al/los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.



LEY Q - Nº 3.130

Artículo 1°.- El Poder Ejecutivo dispone la instalación, en las ubicaciones que estime pertinentes

como complemento del sistema de monitoreo de la vía pública a través de videocámaras

establecido por la Ley N° 2.602 # (BOCBA N° 2852), de un dispositivo de emergencia que permita

que el Centro Único de Comando y Control (CUCC), reciba en tiempo real un aviso de emergencia

y permita la comunicación audiovisual con el solicitante.

El Poder Ejecutivo estudia la posibilidad de instalar equipamiento que permita la visión nocturna y/o

un sistema de iluminación de emergencia para el radio de visión de la cámara involucrada.

El micrófono a instalar no podrá captar sonido ambiente, debiendo tener el campo de alcance

menor indispensable para la comunicación directa con el accionante del dispositivo de emergencia.

El sistema deberá estar claramente identificado.

Artículo 2°.- La reglamentación establece un protocolo de intervención ante la emergencia que

deberá respetar los límites que establece la Ley N° 2.602 # para la prevención de cualquier

afectación a la intimidad de las personas, y que acotará a lo indispensable la discrecionalidad del

operador, debiendo prever la inmediata comunicación del suceso a los servicios de emergencia y

seguridad.

Artículo 3°.- El funcionario público o agente responsable que en cualquier forma vulnere los

principios y procedimientos en materia de protección de la intimidad de las personas, establecidos

en la presente norma y su reglamentación, así como en la Ley N° 2.602 #, es considerado incurso

en falta grave, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que pudiera corresponderle.

CLÁUSULA TRANSITORIA.- El Poder Ejecutivo no podrá instalar los dispositivos de emergencia a

los que refiere el artículo 1° de la presente norma, hasta tanto se encuentre en vigencia el protocolo

de intervención correspondiente, según se ordena en el artículo 2°.

Observaciones Generales:
# La presente Norma contiene remisiones externas #



LEY Q – N° 3.708

Artículo 1º.- Créase en el ámbito del Ministerio de Justicia y Seguridad, el Registro de Verificación

de Autopartes, debiéndose inscribir en él los propietarios –sean personas físicas o jurídicas– de

comercios dedicados a la compra venta de autopartes, nuevas y/o usadas.

Artículo 2º.- Establécese en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la obligatoriedad,

para todo vehículo automotor registrado en esta jurisdicción ante el Registro Nacional de la

Propiedad Automotor, del grabado del numero de dominio- tres letras y tres números- en seis (6)

partes de la carrocería del vehículo: puertas (lateral externo), capot (parte interior y superior), y baúl

(parte interior y superior), en caso de tratarse de un vehículo de dos (2) puertas se realizara en los

parantes a media altura del mismo cumplimentando las seis (6) partes, debiendo ser designados

los lugares específicos a ser grabados por vía de reglamentación.

Artículo 3º.- Quedan exceptuados de cumplir con la obligación establecida en la presente ley los

vehículos que sean registrados en la Ciudad de Buenos Aires, en los casos de contrato de leasing:

a) Cuando la parte tomadora sea una persona física o jurídica domiciliada fuera de la jurisdicción

de la Ciudad de Buenos Aires.

b) Cuando la parte tomadora sea una persona jurídica domiciliada en la Ciudad de Buenos Aires,

siempre y cuando cumpla con los siguientes requerimientos:

I) Que presente declaración jurada ante la autoridad de aplicación donde consigne que el vehículo

automotor tendrá su uso habitual fuera de la Ciudad de Buenos Aires.

II) Que la entrega efectiva o material del vehículo al tomador del leasing se realice a través de

sede, establecimiento o sucursal fuera de la jurisdicción de la Ciudad de Buenos Aires.

c) Cuando la parte tomadora sea un organismo centralizado, descentralizado o desconcentrado de

la Administración Pública Nacional siempre que presente declaración jurada ante la autoridad de

aplicación donde consigne que el vehículo automotor será utilizado fuera de la Ciudad de Buenos

Aires.

Artículo 4°.- Para la aplicación de la presente ley, se entiende por “vehículo automotor“ los

vehículos abarcados por los incisos 7,12, 13, 29, 30, 34, 38, 74, 76, 82, 94, 95 y 109 de las

Descripciones Generales del Anexo I del Código de Tránsito y Transporte, Ley 2148 #.



Artículo 5°.- Una vez realizado el procedimiento de grabado establecido en el artículo 2, se otorga

el correspondiente comprobante por parte de la empresa que efectuó el grabado.

Artículo 6º.- El registro de Verificación de Autopartes de todo tipo de vehículos, otorga una Oblea

de seguridad, a fin de que se adjunte al comprobante previsto en el artículo 5°.

Artículo 7º.- El comprobante se otorga por triplicado, quedando el original para la prestadora de

servicios, una copia para el titular dominial y el triplicado será remitido al Ministerio de Seguridad y

Justicia para su archivo en el Registro.

Artículo 8º.- En caso de siniestros y/o accidentes que afecten a alguno de los grabados, la

empresa grabadora procede al regrabado de la parte afectada sin cargo, excepto en lo dispuesto

en el artículo 16, debiendo el interesado acreditar el siniestro y presentar la factura emitida por el

comerciante inscripto ante el registro creado por Ley 25.761# y, en su caso, el creado por la

presente, que refleje la adquisición de la autoparte de reemplazo.

Artículo 9º.- Todo titular y/o poseedor de un automotor que preceda a su desguace, sea particular,

compañía o empresa de seguros, debe solicitar su baja ante el Registro mencionado en el artículo

precedente, acompañando un acta de inspección que así lo acredite.

Artículo 10.- El Ministerio de Justicia y Seguridad, una vez reglamentada la presente Ley, deberá,

en un término no mayor a los treinta (30) días, comunicar cuales serán las empresas homologadas

para realizar el procedimiento de grabado, las que en un término no mayor a los noventa (90) días,

deberán dar inicio a la prestación del servicio.

Artículo 11.- La Autoridad de Control del cumplimiento de la presente Ley resulta la Policía

Metropolitana y toda otra fuerza de seguridad con competencia territorial y jurisdiccional en el

Distrito, con facultad de inspección vehicular.

Artículo 12.- A los efectos de obtener la homologación a la que se refiere el Art. 10, los interesados

que se encuentren inscriptos en el Articulo 1º deberán utilizar para el grabado un sistema

computarizado que consta de una CPU con display y teclado integrado para la carga de dominio

del vehículo a grabar y conectada a la misma una pistola con micro punzón para realizar la

marcación.

Artículo 13.- El grabado deberá ajustarse a las siguientes especificaciones técnicas:



a) El tamaño de los seis dígitos del dominio deberá ser: 35 milímetros de ancho x 7 milímetros

de alto.

b) Los punteados de los caracteres serán de 2 décimas de milímetro de profundidad como

máximo.

c) Sobre cada parte grabada deberá colocarse un calco autoadhesivo transparente con un

marco blanco de 8 centímetros de ancho x 3 centímetros de alto para permitir una mejor

lectura del dominio y mayor protección a la carrocería.

d) Se colocará un calco adhesivo de 5x5 centímetros con la leyenda “AUTOPARTES

GRABADAS” en el lugar de la carrocería que se establezca por vía de reglamentación.

Artículo 14.- Promulgada la presente ley, su decreto reglamentario y creados los organismos

previstos para su funcionamiento, se establece la obligación para todos los propietarios y/o

tenedores y/o poseedores de automotores alcanzados por la presente ley, que en el plazo de cinco

(5) años deberán cumplir con el procedimiento de grabado descrito.

Los Concesionarios de Automotores, gestores, mandatarios y cualquier otra persona física o

jurídica que participe como intermediario en la compra venta de automotores y en la tramitación de

la respectiva inscripción inicial o transferencia de dominio en un Registro Seccional del Registro

Nacional de Propiedad del Automotor y Créditos Prendarios con jurisdicción en la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires, deberá verificar que el titular haya cumplido con el grabado de las

autopartes establecido en la presente Ley o haya obtenido el formulario de grabado de autopartes

dispuesto por la reglamentación correspondiente.

Los actores mencionados en el párrafo anterior, deberán informar mensualmente al Registro de

Verificación de Autopartes los trámites de altas registrales y transferencias dominiales realizadas.

Artículo 15.- El Jefe de Gobierno celebra los convenios que correspondiere para que los titulares de

los Registros Seccionales del Registro Nacional de Propiedad del Automotor y Créditos Prendarios

con jurisdicción en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, verifiquen, al momento de recibir todo

tipo de solicitud de inscripción inicial o transferencia de dominio, el cumplimiento de la obligación

establecida en la presente Ley o que el obligado tenga el formulario de grabado de autopartes

dispuesto por la reglamentación correspondiente.

Asimismo, establecerán el deber de informar mensualmente al Registro de Verificación de

Autopartes los trámites de altas registrales y transferencias dominiales realizadas.

Artículo 16.- La Ley Tarifaria fijará, anualmente, el canon a abonar por parte de las prestadoras del

servicio y el límite máximo del costo de grabado para los usuarios, como así también ante el

supuesto de rotura de parabrisas y consecuente pérdida, deterioro o destrucción total o parcial de

la oblea de grabado.



LEY Q - N° 3.708
TABLA DE ANTECEDENTES

Artículo del Texto
Definitivo

Fuente

1°/2° Texto Consolidado

3° Ley 5.188, Art.1°

4° Ley 5.188, Art. 2°

5°/ 7° Texto Consolidado

8° Ley 5.050, Art. 1°

9°/13 Texto Consolidado

14 Texto Consolidado y Ley 5.050, Art. 2°

15 Ley 5.050, Art. 3°

16 Ley 5.050, Art. 4°

LEY Q - N° 3.708
TABLA DE EQUIVALENCIAS

Número del Artículo del
Texto Definitivo

Número de Artículo del Texto de
Referencia (Ley 3.708) Texto

Consolidado
Observaciones

1°/2° 1°/2°

3° 2 bis

4° 2 ter

5° / 7° 3° / 5°

8° 6°

9° /13 7° / 11

14 12



15 12 bis

16 13

Observaciones Generales:
1. # La presente Ley contiene remisiones externas #

2. Se deja constancia que las referencias al/los organismos consignados se refieren al/los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.

3. Se deja constancia que el Texto Consolidado es el aprobado por la Ley Nº 5.454.



LEY Q - N° 4.007

CAPÍTULO I

OBJETO

Artículo 1º - La presente Ley tiene por objeto constituir y regular los Foros de Seguridad Pública

(FOSEP) conforme lo establecido en el Art. 17 de la Ley 2.894 # (BOCBA Nº3063) de Seguridad

Pública.

Artículo 2º - Los FOSEP se desarrollan en el ámbito territorial de las Comunas de la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires, estableciéndose uno por cada una de ellas.

Artículo 3º - Los FOSEP promueven la efectiva participación comunitaria para la formulación de

propuestas y seguimiento en materia de políticas públicas de seguridad.

Artículo 4º - El Ministerio de Justicia y Seguridad o el organismo que en un futuro lo reemplace es

la autoridad de aplicación de la presente Ley.

CAPÍTULO II

COMPOSICIÓN

Artículo 5º - Cada FOSEP está integrado por:

a) Organizaciones de la sociedad civil o entidades comunitarias y vecinales con personería

jurídica, domicilio y actuación en el ámbito territorial de la Comuna correspondiente.

b) El/la representante de la Junta Comunal que tenga entre sus atribuciones la temática de la

seguridad pública.

c) Un/a representante de cada una de las fuerzas de seguridad con actuación en la Comuna

correspondiente.

d) Un/a representante del Ministerio de Justicia y Seguridad o el organismo que en un futuro lo

reemplace.

CAPÍTULO III

REGISTROS

Artículo 6º - A los fines de su funcionamiento, los FOSEP cuentan con los siguientes Registros:

a) Registro de Organizaciones de la sociedad civil o entidades comunitarias y vecinales con

personería jurídica señaladas en el Art. 5º, inciso a).



b) Registro de Vecinos que deseen participar a título individual de las reuniones plenarias que

organice el FOSEP de su Comuna.

CAPÍTULO IV

FUNCIONES

Artículo 7º - Los FOSEP tienen entre sus funciones:

a) Formular propuestas para el Plan General de Seguridad Pública.

b) Colaborar en los asuntos vinculados a la seguridad pública comunal, en la forma y con los

alcances que determine la reglamentación.

c) Evaluar la implementación de políticas públicas de seguridad en la Comuna.

d) Formular sugerencias y presentar propuestas en materia de seguridad pública.

e) Informar y asesorar a los vecinos acerca de toda cuestión atinente a la seguridad pública en

la Comuna.

f) Establecer una relación permanente con las dependencias policiales que actúen dentro de su

jurisdicción.

g) Evaluar el funcionamiento de la actuación policial en el ámbito de la Comuna.

h) Invitar a autoridades, funcionarios públicos, organizaciones de la sociedad civil, instituciones

educativas y culturales tanto públicas como privadas, con actuación en su ámbito territorial,

para tratar cuestiones referentes a la seguridad pública.

i) Participar del Sistema de Información para la Prevención Comunitaria del Delito y la Violencia

(SIPREC).

j) Coordinar conjuntamente con autoridades del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires, organizaciones de la sociedad civil e instituciones educativas con actuación en su

ámbito territorial, la organización de cursos, seminarios y talleres abiertos al público que

versen sobre cuestiones inherentes a la seguridad pública.

k) Facilitar la comunicación, el entendimiento y la cooperación entre los distintos actores

comunitarios, las dependencias policiales de su jurisdicción y las autoridades

gubernamentales.

l) Participar en la elaboración y control de las estrategias y planes de prevención social de la

violencia y el delito llevados a cabo por los organismos públicos especializados en la materia.

m) Constituirse en un ámbito de intercambio de información y experiencias respecto de sus

propios barrios, los problemas específicos que padecen y los principales lugares de

conflictividad, a los fines de formular aportes a los planes de seguridad y prevención relativos

a la correspondiente Comuna.

n) Convocar trimestralmente a una reunión plenaria de los FOSEP a los inscriptos en los

Registros establecidos en el Art. 6º.



La evaluación prevista en el inciso g) deberá realizarse sin la participación de los representantes de

las fuerzas de seguridad

CAPÍTULO V

PARTICIPACIÓN VECINAL

Artículo 8º - Los vecinos que no integren ninguna de las organizaciones mencionadas en el artículo

5º inciso a), pueden participar en los FOSEP a título individual, bajo las siguientes modalidades:

a) Presentando ante el FOSEP de su Comuna una iniciativa, reclamo o petición por escrito, que

el FOSEP debe considerar en la próxima reunión posterior.

b) Participando de los talleres y seminarios que el FOSEP organice o coordine.

c) Participando de la reunión plenaria trimestral que organice el FOSEP de su Comuna.

CAPÍTULO VI

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

Artículo 9º - Créase en el ámbito del Ministerio de Justicia y Seguridad de la Ciudad de Buenos

Aires o el organismo que en un futuro lo reemplace, la Coordinación de los FOSEP, a fin de

recoger, sistematizar y evaluar las diferentes demandas y necesidades locales emanadas de cada

FOSEP.

Artículo 10 - La integración de la Coordinación de los FOSEP es definida por la autoridad de

aplicación de la presente y tiene las siguientes funciones:

a) Convocar a todas las instituciones, organizaciones de la sociedad civil, entidades

comunitarias y vecinales que reúnan los requisitos establecidos en el artículo5º inciso a) y

vecinos, a inscribirse en los registros previstos en el artículo 6º.

b) Promover la conformación de los FOSEP en cada una de las Comunas.

c) Brindar el soporte administrativo para el buen funcionamiento y gestión de los FOSEP.

d) Coordinar las acciones y relación de los FOSEP con el Gobierno de la Ciudad y con las

Comunas.

e) Canalizar, a través del representante del Ministerio de Justicia y Seguridad o el organismo

que en un futuro lo reemplace, las respuestas y consideraciones realizadas por el Gobierno

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a las propuestas e inquietudes surgidas en cada

FOSEP.

f) Remitir un informe semestral, que describa las actividades realizadas por los FOSEP con sus

respectivas iniciativas, reclamos o peticiones, al/la Ministro/a de Justicia y Seguridad o quien



lo/la reemplace en un futuro, quien lo remitirá a la Legislatura de la Ciudad Autónoma de

Buenos Aires.

g) Coordinar el seguimiento de las iniciativas, reclamos o peticiones realizadas porcada uno de

los FOSEP.

Artículo 11 - Las sugerencias y propuestas que surjan de los FOSEP son puestas en conocimiento

de la autoridad de aplicación, del Consejo de Seguridad y Prevención del Delito y del Comité de

Seguimiento de Seguridad Pública creado por la Ley 3253 #.

Observaciones Generales:
1. # La presente Norma contiene remisiones externas #

2. Se deja constancia que las referencias al/los organismos consignados se refieren al/los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieren sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.



LEY Q - N° 4.078

Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto regular la tenencia de perros potencialmente

peligrosos y crear el registro de propietarios de los mismos, cuyo fin es la preservación de la vida y

la integridad física de las personas y demás animales.

Artículo 2°.- Se establece como autoridad de aplicación de la presente ley al Ministerio de Ambiente

y Espacio Público del Gobierno de la Ciudad u organismo que lo reemplace en el futuro.

Artículo 3°.- A los fines de la presente ley, se consideran “perros potencialmente peligrosos” los

perros que pertenezcan a las siguientes razas: pit bull terrier, staffordshire bull terrier, american

staffordshire terrier, dogo argentino, fila brasileño, tosa inu, akita inu, doberman, rottweiller,

bullmastiff, dogo de burdeos, bull terrier, gran perro japonés, mastin napolitano, presa canario,

ovejero alemán, cane corso y aquellos adiestrados para el ataque.

Asimismo, tienen tal consideración los cruces entre las razas mencionadas o con otras razas

obteniendo una tipología similar, a saber: más de 20 kilogramos de peso, perímetro torácico entre

60 y 80 centímetros, cabeza voluminosa y cuello corto, fuerte musculatura, mandíbula grande y

boca profunda y resistencia y carácter marcado.

Artículo 4°. - Crease el Registro de Propietarios de Perros Potencialmente Peligrosos de la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires, el cual deberá llevar un registro de los propietarios de perros de las

razas y características detalladas en el artículo 3º de la presente ley y otorgar los permisos de

tenencia de los mismos a los solicitantes.

Artículo 5°.- El Registro creado en el artículo precedente, deberá consignar los datos personales

del solicitante de la autorización para la tenencia de perros potencialmente peligrosos y requerir la

información que sea necesaria para individualizar al perro cuyo permiso de tenencia ha sido

requerido. A tales fines, se abrirá una hoja registral por cada perro que sea inscripto, la cual

contendrá la información relativa al animal, en la que constarán los datos de su propietario o

sucesivos propietarios. Se otorgará una copia de la misma al propietario y un número de registro, el

que deberá figurar en la chapa de identificación del animal.

La hoja registral se cerrará con la muerte del animal, hecho que deberá ser denunciado por su

propietario ante el Registro.

Artículo 6°.- La tenencia de perros potencialmente peligrosos queda sujeta al cumplimiento de los

siguientes requisitos:

a) Solicitar la inscripción en el registro antes que el perro cumpla los tres meses de vida;



b) Identificar al perro mediante la colocación de un collar con una chapa identificatoria en la que

deberá constar el nombre del propietario y el número de inscripción en el registro;

c) Deberán llevarlos por la vía pública provistos de bozal y sujetos con una correa corta de un

máximo de dos metros no extensible.

d) En propiedades privadas se deberá garantizar un cerramiento adecuado para proteger a las

personas que desde el exterior se acerquen a ellas.

e) Queda prohibido y será pasible de sanción considerada falta gravísima el abandono de los

perros alcanzados por la presente ley.

f) Comunicar de inmediato al Registro cualquier tipo de incidente en el que el perro registrado

haya generado daños y/o perjuicios a su propietario o a un tercero, el cual se hará constar en

la hoja registral.

g) Comunicar de inmediato al Registro la cesión, robo o pérdida del perro, haciéndose constar

tal circunstancia en su correspondiente hoja registral, sin perjuicio de que si el perro pasase a

manos de un nuevo propietario de manera gratuita u onerosa, éste deberá renovar la

inscripción en el Registro.

Artículo 7°.- Todo incidente producido por un perro potencialmente peligroso, en el cual tomen

conocimientos las autoridades administrativas o judiciales, se debe hacer constar en su hoja

registral. Para ello, la autoridad que tome conocimiento del hecho debe comunicarlo dentro de las

48 horas mediante nota de estilo al Registro.

Artículo 8°.- Todo perro considerado potencialmente peligroso cuyo propietario no tenga residencia

habitual en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, está sujeto a lo establecido en la presente Ley

cuando se hallare dentro del territorio de la Ciudad, salvo lo relativo al requisito de inscripción en el

Registro.

Artículo 9°.- Los dueños o tenedores de perros considerados potencialmente peligrosos deberán

contar con seguro de responsabilidad civil que cubra los gastos de los daños o lesiones que

puedan producir los mismos a terceros.

Artículo 10.- Para el caso de incumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente ley,

será de aplicación el Código de Faltas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -Ley 451 # o la

norma que en el futuro lo reemplace. Las multas se graduarán entre las 500 a 2000 unidades fijas.

La reincidencia es sancionada con el doble del máximo de la multa, sin perjuicio de que, en caso

de que el propietario no diera inmediato cumplimiento a la ley, se proceda al secuestro del animal,

hasta que el propietario se allane a la norma.



Observaciones generales:
# La presente norma contiene remisiones externas #



LEY Q - N° 5.448

RÉGIMEN DE ADECUACIÓN DE ESTABLECIMIENTOS HOSPITALARIOS

PRIVADOS EN SEGURIDAD EDILICIA

CAPÍTULO I – ALCANCES

Artículo 1° - Créase el Régimen de Adecuación de Establecimientos Hospitalarios Privados en

Seguridad Edilicia en los establecimientos asistenciales, hospitales, hospitales pertenecientes a las

fuerzas armadas y de seguridad, clínicas y sanatorios, de gestión privada de la Ciudad Autónoma

de Buenos Aires.

CAPÍTULO II – OBJETIVOS

Artículo 2° - El presente régimen tiene por objeto la implementación de los lineamientos generales

de seguridad, destinados a promover en los establecimientos asistenciales estrategias de

prevención de accidentes, adecuación de normativa, mejoramiento y actualización de

infraestructura y de equipamiento, adopción de sistemas de protección y seguridad en todas sus

facetas, incluyendo el pleno cumplimiento de lo normado por los Códigos de Planeamiento Urbano,

Edificación y Habilitaciones, y demás normativa vigente.

Artículo 3° - La Autoridad de Aplicación promoverá las acciones necesarias para que los

establecimientos asistenciales objeto de la presente ley, que a la fecha de sanción de la misma

estén funcionando, se adecuen al presente Régimen.

Artículo 4° - Todo establecimiento comprendido en el Artículo 1° de la presente ley, y que se

habilite con posterioridad a la sanción de la misma deberá adecuarse a ésta norma.

Artículo 5° - La Autoridad de Aplicación desarrollará programas tendientes a optimizar las

condiciones generales de seguridad y a la toma de conciencia por parte de las autoridades y

trabajadores de los establecimientos sanitarios de los comportamientos adecuados a observar para

la adecuación en seguridad edilicia, mediante:

a. La promoción de medidas, incluyendo incentivos fiscales y/o facilidad de acceso a créditos

bancarios, que posibiliten la adecuación de los edificios hospitalarios, ya sea en adecuación

normativa y/o en mejoramiento y actualización de infraestructura, e instalaciones.

La sistematización de mecanismos de control de las condiciones edilicias, de carácter

periódico que certifiquen la calidad del servicio sanitario en materia de seguridad.



b. Establecer, en forma conjunta con los establecimientos asistenciales, el cronograma de

adecuación.

c. Promoción de condiciones para la concreción de habilitaciones parciales de sectores de los

establecimientos comprendidos en el Artículo 1° de la presente Ley. A tal fin, la Autoridad de

Aplicación implementa un mecanismo "ad hoc" de habilitaciones parciales que tendrán

carácter definitivo para los sectores visados aún cuando no se haya alcanzado a la totalidad

del establecimiento asistencial. Los sectores propuestos para tales habilitaciones deberán

representar por lo menos el 10% de la superficie cubierta total del establecimiento asistencial

para casos de instituciones de hasta 20.000 m2 y del 5% para los casos que superen los

20.000 m2.

CAPÍTULO III - AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 6° - La Autoridad de Aplicación de la presente Ley es la Secretaría de Planeamiento del

Ministerio de Desarrollo Urbano conjuntamente con la Agencia Gubernamental de Control, o

quienes en el futuro las reemplacen.

CAPÍTULO IV - MECANISMOS DE CONTROL

Artículo 7° - La Agencia Gubernamental de Control (AGC), o la que en el futuro la reemplace, es la

autoridad de contralor que verifica el cumplimiento de lo establecido en la presente ley sin perjuicio

de lo dispuesto en la Ordenanza N° 33.266 # - Código de Habilitaciones y Verificaciones;

Ordenanza N° 34.421 # - Código de la Edificación; Ley 962 #- de accesibilidad Física; Ley 1346 #

del Plan de Evacuación y Simulacros y sus reglamentaciones.

CAPÍTULO V – ADECUACIONES

Artículo 8° - La Autoridad de Aplicación y la Agencia Gubernamental de Control implementan los

instrumentos formales para la adecuación edilicia segura según lo establecido en el Artículo 5°.

CAPÍTULO VI - DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Cláusula Transitoria: Los establecimientos enumerados en el Artículo 1º habilitados con

anterioridad a la fecha de la promulgación de la presente Ley, deberán adecuarse a esta norma en

un plazo de dieciocho (18) meses.



LEY Q - Nº 5.448
TABLA DE ANTECEDENTES

Artículo del Texto Definitivo Fuente

Todos los artículos de éste Texto Definitivo provienen del texto original de la Ley Nº 5.448.

LEY Q - Nº 5.448
TABLAS DE EQUIVALENCIAS

Número de artículo del Texto
Definitivo

Número de artículo del Texto
de Referencia

(Ley 5.448)

Observaciones

La numeración de los artículos del Texto Definitivo corresponde a la numeración original de la Ley

Nº 5.448.

Observaciones Generales:
# La presente norma contiene remisiones externas #



LEY Q - N° 5.468

Artículo 1°.- El objeto de la presente Ley es el de proponer una forma de disponer la información

obrante y a recolectar en materia de sustancias inflamables y su localización en inmuebles, de

manera de facilitar la acción de los agentes públicos y bomberos, reducir el impacto de daños en

zonas aledañas y minimizar el riesgo de vidas en caso de incendios y explosiones.

Artículo 2°.- Créase la Base de Datos de Información contra Incendios de la Ciudad de Buenos

Aires (BDII).

Artículo 3°.- El Poder Ejecutivo diseñará, desarrollará y mantendrá actualizada la Base de Datos de

Información contra Incendios de la Ciudad de Buenos Aires (BDII), de acuerdo con las pautas

establecidas en la presente Ley.

Artículo 4°.- La BDII abarca, como mínimo, a todos aquellos establecimientos industriales,

comerciales y depósitos y -según lo establezca la reglamentación- cualquier otro edificio o

establecimiento que pueda contener sustancias peligrosas.

Artículo 5°.- La BDII debe contener como mínimo y de corresponder la siguiente información

relativa a:

a) materiales inflamables que se encuentren al interior de los establecimientos enumerados en el

artículo 4°,

b) velocidad de combustión,

c) carga de fuego;

d) sector de incendio; En todos los casos la información deberá ajustarse a la clasificación y

definiciones que establece el Código de Planeamiento Urbano en su SECCIÓN 1, 1.2 DEFINICIÓN

DE TÉRMINOS TÉCNICOS; 1.2.1 SIGNIFICADO; Inciso c) De las sustancias.

Artículo 6°.- La BDII contendrá toda la información descripta en el artículo 5° en soporte magnético,

fotográfico y/o fílmico a fin de dar información real y actualizada con los últimos informes recibidos

ante cualquier siniestro.

Artículo 7°.- La BDII se vinculará de manera georreferenciada con el mapa de la Ciudad Autónoma

de Buenos Aires, de manera de poder visualizar en caso de incendio el riesgo por proximidad de

otros edificios registrados con material inflamable.



Artículo 8°.- El titular o responsable de cualquiera de los establecimientos alcanzados por la

presente Ley deberá brindar -a requerimiento de la autoridad de aplicación- la información a la que

hace de referencia el artículo 5°. Cualquier variación en esa información deberá ser comunicada de

inmediato a la autoridad de aplicación.

Artículo 9°.- La reglamentación de la presente Ley debe establecer, al menos, definir cuál será la

Autoridad de Aplicación, cuales los organismos con poder de inspección sobre los establecimientos

alcanzados por la presente Ley, la periodicidad de las inspecciones a fin de contar con información

actualizada, como así también el procedimiento a seguir en caso de detectarse anomalías entre lo

informado y lo detectado, y el formato en el que se solicitará la información y la manera de cargar la

misma en la BDII.

Artículo 10.- La información de la BDII frente a la ocurrencia de una emergencia deberá estar

disponible en tiempo real para la Dirección General de Defensa Civil, los cuerpos de Bomberos con

asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -a través de los mecanismos que se dispongan- y

en general cualquier otro organismo que pudiere intervenir en la emergencia, de manera de poder

informar a las dotaciones sobre la situación y el peligro real que obre al interior de los

establecimientos. Asimismo estará disponible para cualquier otra jurisdicción con las que existan

convenios operativos firmados para la respuesta coordinada en incidentes mayores.

Artículo 11.- Encomiéndase al Poder Ejecutivo la realización de gestiones con el Ministerio de

Seguridad de la Nación (Policía Federal/Superintendencia de Bomberos), con Asociaciones de

Bomberos Voluntarios y otras instituciones afines, a efectos de contar con su colaboración técnica

en la consolidación de la herramienta que propone la presente Ley.

LEY Q - Nº 5.468
TABLA DE ANTECEDENTES

Artículo del Texto Definitivo Fuente

Todos los artículos de éste Texto Definitivo provienen del texto original de la Ley Nº 5.468

LEY Q - Nº 5.468
TABLAS DE EQUIVALENCIAS



Número de
artículo del Texto

Definitivo

Número de artículo del
Texto de Referencia

(Ley 5.468)

Observaciones

La numeración de los artículos del Texto Definitivo corresponde a la numeración original de la Ley

Nº 5.468

Observaciones Generales:

Se deja constancia que las referencias a los organismos consignados se refieren a los

mencionados en las normas, o a aquellos que actualmente los hubieran sustituido en las

atribuciones y funciones previstas en la presente.
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